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2INTRODUCCIÓN
Dentro de la historiografía no se ha puesto énfasis en la importancia que el Derecho
indiano ha tenido en la formación de las categorías del Derecho marítimo moderno, pese a
que el mar ha sido elemento de unión y la fuerza motriz que contribuyó de manera
decisiva al desarrollo del tráfico comercial entre el continente europeo y el americano 1.
Frente a una imagen de un Derecho indiano como una organización jurídica vinculada
exclusivamente a una determinada sociedad y a un determinado tiempo, nos encontramos
con figuras como el contrato de fletamento o el seguro marítimo que se insertan en una
línea evolutiva muy larga, y que pertenecen a la Historia general de las formas jurídicas,
de tal manera que podemos establecer una línea de continuidad entre estas figuras en el
siglo XVI, y su pervivencia en la actualidad.
Por otra parte, habría que señalar, como veremos a lo largo del trabajo, que la
formación y desarrollo de ese Derecho marítimo indiano no es ajeno a otras prácticas
marítimas anteriores al descubrimiento de América, e incluso de otras áreas geográficas
de expansión, y a otras tradiciones jurídicas, siendo el nexo de unión de costumbres
pasadas y regulaciones posteriores. Su participación y aportación a las leyes del mar
contribuirán, sin lugar a dudas, a la universalidad y a la autonomía del Derecho marítimo
actual.
Dentro de este Derecho marítimo juegan un papel decisivo las ordenanzas de los
Consulados. En este caso, hay que señalar que no se pueden tomar exclusivamente como
componentes del Derecho Indiano las ordenanzas de los Consulados americanos, sino que
las ordenanzas consulares castellanas están íntimamente unidas a la legislación comercial
indiana. La separación entre ambas, simplemente por razones geográficas no es posible,
ya que todas ellas, indianas y españolas, forman un todo. Una gran línea va uniendo unas
ordenaciones consulares con otras en la medida en que cada una de ellas, desde las más
antiguas hasta las más próximas a nuestros días, van recogiendo la experiencia de sus
predecesoras y perfilando cuestiones que se van planteando con la experiencia y con el
desarrollo del negocio comercial posterior. Así llegaremos a encontrar una legislación
precisa en las ordenanzas del Consulado de Bilbao de 1737 sobre compañías comerciales,
seguros, letras de cambios, etc. que marcan, en muchas ocasiones, la pauta a la legislación
actual.
                                                
1SÁNCHEZ-BARBA, M.:  E l   m a r   e n   l a   h i s t o r i a   d e   A m é r i c a. Ed. Mapfre. Madrid,
1992.
3FORMACIÓN Y DESARROLLO DE LOS CONSULADOS
Formación de los primeros Consulados castellanos
El desarrollo de las leyes del mar
Las causas que hicieron que tanto los legisladores como los mismos hombres de la
mar, se ocupasen cuidadosamente de las leyes y costumbres que regían la navegación en
la Edad Media y la Moderna, no diferían sensiblemente de las actuales2. De una parte, los
riesgos que las expediciones marítimas entrañaban exponiendo los hombres su vida y sus
haciendas en épocas en que los velámenes, los cascos de los barcos y los utensilios de la
navegación eran muy poco fiables3. En este sentido, será decisivo para el desarrollo de la
náutica y la consecución de una navegación más segura, el comercio marítimo que
mantuvieron los italianos con los pueblos de Oriente, convirtiéndose Génova y Venecia
en los grandes centros de la navegación y el comercio europeo durante el medievo. Este
hecho hizo que tanto la navegación como el tráfico comercial tuviesen su centro en el
mundo mediterráneo, lo que posibilitó que se potenciasen y divulgasen los usos y
costumbres del mar, junto con la incipiente legislación, por todos los pueblos y estados
que lo bordeaban.
De este modo, el centro de la vida marítima que vigorizó el posterior desarrollo del
Derecho marítimo, con una legislación puntera en el ámbito del comercio y de la
jurisdicción mercantil, fue la Corona de Aragón. Desde Valencia y desde Barcelona se
irradió hacia el mundo atlántico castellano los elementos indispensables para generar una
legislación que fue capaz de estructurar y dinamizar el comercio con América durante tres
siglos, y que marcó su influencia en otros ámbitos peninsulares y extrapeninsulares hasta
la actualidad.
Otro elemento favorecedor del desarrollo y atención a las leyes del mar fue la necesaria
protección al tráfico comercial marítimo, siendo durante la Edad Moderna la propia
Corona española la más interesada en una adecuada regulación comercial marítima que
revertiría en mayores beneficios fiscales cuanto más y mejor fuese el intercambio
comercial con las Indias4. Por último, no hay que olvidar la importancia que la marina
mercante junto con la marina militar tuvo como elemento defensivo dentro de la estrategia
global de protección a las costas de las posesiones españolas en América durante toda la
Edad Moderna 5. También es reseñable, dentro de esta misma línea defensiva, la aparición
                                                
 2CARLOMAGNO, J. C.:  M a n u a l   d e   D e r e c h o   m a r í t i m o. Buenos Aires, 1927. pp. 3 y
ss.
 3PARRY, J.:  É p o c a   d e   l o s   d e s c u b r i m i e n t o s   g e o g r á f i c o s. Madrid, 1964. pp
124 y ss.
 4HARING, C. H.:  C o m e r c i o   y   n a v e g a c i ó n   e n t r e   E s p a ñ a   y   l a s   I n d i a s.
México, 1979, primera edición en inglés 1918
 5TORRES RAMíREZ, B.:  L a   A r m a d a   d e   B a r l o v e n t o. C.S.I.C. Sevilla, 1981
4de fórmulas de protección privada que financiaban los comerciantes constituyendo, en sí
mismos, una manera de disminución del riesgo en la navegación y, en última instancia, un
afianzamiento por abaratamiento del seguro marítimo; la figura central fue la avería6.
Dentro de los cinco períodos en que se ha divido la Historia del Derecho Marítimo 7
merecen una especial atención los comprendidos entre el comienzo de las Cruzadas, en
que aparecen los primeros trazos de legislación marítima, hasta el final del cuarto período
que culmina con la promulgación de la Ordenanza Francesa de 1681. En España esta
época alcanzará su mayor desarrollo con la promulgación de las ordenanzas del
Consulado de Bilbao de 1737. Será en este tiempo cuando los Consulados alcancen su
madurez y, a su vez, se sienten las bases para la creación de los Consulados españoles y
americanos del siglo XVIII.
El siguiente período dedicado, fundamentalmente, a la consecución de una
recopilación del Derecho mercantil concluirá con la promulgación en 1829 del Código de
Comercio en que se unen la legislación mercantil terrestre con la marítima, sin que ésta
última pierda su sustantividad. Por tanto, serán éstos cronológicamente, los determinantes
en la formación del Derecho marítimo moderno.
La tradición mediterránea y atlántica en la formación de los primeros
Consulados
Siguiendo la terminología aportada por las propias fuentes históricas medievales, se
puede hablar de dos tradiciones marítimas en la Edad Media: la mediterránea y la
atlántica8. Ambas se van a caracterizar por diferentes formas de concebir la cultura naval;
concepción que varía tanto en el Derecho como en las propias artes de la navegación. El
contacto de ambas tradiciones fue decisivo para el progreso de la navegación a partir del
siglo XV, acompañado de un desplazamiento en el núcleo más avanzado del progreso
naval medieval del Mediterráneo al Atlántico.
El paso de la navegación de cabotaje a la navegación de altura, al igual que el
desarrollo de barcos suficientes fue obra de los pueblos del sudoeste de Europa a finales
del siglo XV y principios del XVI, como nos dice Parry9. Fue la culminación de un largo
proceso por el que los europeos hasta entonces confinados en su pequeña porción de
tierra, en los mares angostos que la bordean, y en las islas que surgen en los mismos, se
proyectan hacia todos los océanos tomando contacto con los restantes continentes.
                                                                                                                                         
HOFFMAN, P. E.:  T h e   S p a n i s h   C r o w n   a n d   t h e   D e f e n s e   o f   t h e   C a r i b b e
a n ,   1 5 3 5 - 1 5 8 5. Baton Rouge, Lousiana 1980.
 6VAS MINGO, M Y NAVARRO, C.: “El riesgo del transporte marítimo del siglo XVI”  C o n g r e s
o   d e   H i s t o r i a   d e l   D e s c u b r i m i e n t o. Real Academia de la Historia. Madrid, 1992. T. III,
pág. 579-614.
 7CARLOMAGNO, J., ob. cit, pp. 7 y ss.
 8GARCÍA SANZ, A.: “Estudios sobre los orígenes del derecho marítimo hispano-mediterráneo”.  A n
u a r i o   d e   H i s t o r i a   d e l   D e r e c h o   E s p a ñ o l. Madrid, 1969. T. XXXIX, pág. 215.
 9PARRY, J.: Ob. cit., pág. 124.
5Los grandes viajes habían sido iniciados por portugueses y españoles a los que
siguieron otros pueblos. Pero ellos a su vez habían sido herederos de la navegación que
durante toda la Edad Media habían ido desarrollando los italianos, sobre todo venecianos
y genoveses, a lo largo del Mediterráneo. El comercio marítimo que mantuvieron los
italianos con los pueblos de Oriente y del Norte de Europa, precipitó el desarrollo de la
náutica con el fin de conseguir una navegación más segura, y sobre todo más rentable.
Génova y Venecia se convirtieron, de este modo, en los grandes centros de la navegación
y el comercio europeo durante el medievo, y en el eje de todo el gran comercio con
Oriente: especias, seda, marfil, piedras preciosas, etc.
No obstante, algunos pueblos del Atlántico comenzaban ya a finales del siglo XIV y
comienzos del XV a desear la participación en este lucrativo negocio. De entre ellos
sobresalía Portugal, ya que poseía una extensa costa atlántica y un selecto grupo de
marinos y comerciantes que estaban en condiciones de pasar del tradicional tráfico
atlántico del pescado, sal y vino, a operaciones más lucrativas con oro, especias y objetos
de lujo traídos de Oriente. También, el importante núcleo que constituyeron las costas
suroccidentales de Castilla que se distinguían, ya a comienzos del siglo XV, por el
desarrollo notable de los negocios marítimos. El único impedimento a este tráfico lo había
constituido el monopolio italiano que vino a quebrarse con la favorable coyuntura que
proporcionó el hecho de que los turcos se convirtieran en la más formidable potencia del
Mediterráneo10.
El impulso decisivo, desde el punto de vista del Derecho marítimo, lo darán los
pueblos hispánicos desde la ocupación de Mallorca por Jaime I hasta fines del siglo XVI
en que se produce la simbiosis de la cultura naval mediterránea y la cultura naval
atlántica11. Examinemos, pues, los componentes de este Derecho.
La evolución del Derecho marítimo en la Edad Media en Castilla
Dentro de este proceso evolutivo, tanto el tráfico marítimo como el Derecho marítimo
siguieron las mismas derrotas. De la Costum de la mar, parte esencial y más antigua del
Llibre del Consolat de Mar, de la tradición jurídica mediterránea, y de la colección
llamada Rooles d´Oleron de tradición atlántica, junto con Las Partidas comenzará a
nutrirse el Derecho marítimo castellano.
La tradición jurídica mediterránea la representa exclusivamente el Derecho latino, más
tardío, que está contenido en el Llibre del Consolat de Mar. En él se encuentran
comprendidos diferentes elementos que a su vez provienen de tiempos y lugares distintos.
Dichos elementos son los siguientes: 1º. El “Orde judiciari de la cort dels consols de mar
de Valencia”; 2º. “Les bones costumes e els bons usatges de la mar”; 3º. “Las costumbres
de las naves armadas y las del corso”; 4ª. “Las ordinaciones” de Pedro el Ceremonioso de
22 de noviembre de 134012. Estos cuatro elementos son los componentes básicos del
cuerpo o compilación de Derecho marítimo.
                                                
 10 I b i d e m, pág. 46.
 11GARCÍA-SANZ, A.: Ob. cit., pp.217.
 12 I b i d e m, pp. 217.
6Se encuentra perfectamente datado el primero de ellos y el cuarto, como provenientes
del siglo XIV. La parte central, Las “Costumes”, compuesta de la segunda y tercera, son
la más antigua de la compilación. El núcleo central de estas “Costumes”, según los más
prestigiosos investigadores, puede estar datados en la segunda mitad del siglo XIII13. La
fecha estaría entre 1258 y 1271. En la primera de ellas se piensa que no existiría aún
porque es el momento en que existiendo las ordenanzas barcelonesas, éstas guardan
absoluto silencio sobre las “Costumes”, si bien es cierto, que éste no sería un argumento
concluyente de su inexistencia. Para la segunda fecha, 1271, está demostrado que en
algunos capítulos de la Costum de Tortosa y de un fuero de Valencia fueron utilizadas
como fuente14.
El núcleo atlántico estuvo constituido, seguramente en el siglo XIII, por un núcleo
jurídico escrito conocido como los Roles d´Oleron, o en su versión castellanizada Fuero o
Leyes de Layron. Esta colección está compuesta de decisiones en materia de navegación
atribuidas a los jueces de Olerón en la Francia atlántica15. Los Roles, que sin duda
constituyen un hito importante en la Historia del Derecho marítimo europeo, son motivo
de controversia para diferentes historiadores y mercantilistas que no han encontrado el
punto de acuerdo en cuanto a su utilización o no como fuente de inspiración para la
composición de Las Partidas16.
Según Juan Antonio Arias Bonet17 parece práctica común incluir dentro de las fuentes
en que se inspiraron los redactores de Las Partidas, en lo referente a la Partida V, título 9,
los llamados Roles de Olerón, aunque sea una afirmación carente de base. Por un lado, el
carácter casuístico que tienen las Leyes de Layron que denotan su origen judicial y que
muestran un fuerte contraste con Las Partidas. Por otro lado, el hecho de que se
contemplen temas ajenos al texto alfonsino, hizo pensar en esta influencia entre ellos: la
posibilidad de venta de la nave por parte del maestre, consulta a la marinería antes de
zarpar, la obligación de éstos de participar en operaciones de salvamento, el cobro parcial
del flete, el cuidado a los marineros heridos, aprovisionamiento de la nave a costa del
cargamento, etc.18. Sin embargo, parece que el único punto en que se produce la
                                                
 13CAPMANY, A.: “Estudio Preliminar” al  L i b r o   d e l   C o n s u l a d o   d e l   M a r. Ed.
Cámara Oficial de Comercio y Navegación. Barcelona, 1965.
 14GARCÍA-SANZ, A.: Ob. cit. pp. 218.
 15ARIAS BONET, J. A.: “Derecho Marítimo en las Partidas”.  R e v i s t a   d e   D e r e c h o   M e r
c a n t i l. nº 100. Enero-Marzo. Madrid, 1966, pp. 92.
 16 Véase notas 6 a 12 del trabajo de Arias Bonet citado en la nota anterior.
 17ARIAS BONET, J. A.: Ob. cit., pp. 93 y ss.
 18La Partida V en su título VIII en que trata de los logueros y de los arrendamientos, dedica su ley
XIII al arrendamiento o fletamiento de una nave y a quién corresponde correr con los gastos de las
mercaderías que se puedan perder en el viaje; en el título IX de la misma Partida se trata todo lo relativo a
los navíos con indicación en sus XIV leyes de lo que deben hacer los maestres de las naves, los marineros
y los mercaderes: cómo se debe compartir el daño de las mercancías en la echazón por razón de tormenta;
cómo se han de compartir las pérdidas del mástil cuando sea por razones de peligro de la nave; si se ha de
compartir la pérdida de la nave cuando ha sido por temporal; sobre los dueños de las cosas que se
encuentren en las riberas por daños de una nave; cómo deben compartir la pérdida de mercancías que se
pierden para aliviar los barcos en la entrada de los puertos; quién debe asumir las pérdidas provocadas por
los representantes de los mercaderes; pena que merecen los marineros que quebrantan las naves por
7coincidencia de ambos textos es en el punto de la echazón, y en el de corte de mástil.
También hay que añadir que ambos puntos no son privativos de estas fuentes, pues la lex
Rhodia, a través de la compilación justinianea, o de la colección Nomos Rhodion
Nautikus lleva su influjo a una serie de reglamentaciones que entre sí pueden ser
independientes19.
El origen de la idea de un influjo de los Roles en la quinta Partida se debe, según Arias
Bonet, a la nota final que se inserta en el manuscrito del Fuero de Layrón conservado en
el Escorial. En él se afirma el acuerdo de la quinta Partida con el mencionado texto y su
aprobación por dichas leyes20. La aceptación y difusión de la nota, sin poner en duda su
veracidad, corrieron a cargo de Capmany, lo que provocó la afirmación generalizada de la
influencia francesa en los legisladores alfonsinos.
Para Arias Bonet, basta una comparación entre ambos textos para descartar esta idea.
Otro hecho importante estriba en que la mencionada nota final del manuscrito está hecha
en 1434, probado por los términos náuticos que emplea, y que su autor parece que hizo
sin el menor afán de rigor. Sin embargo, más bien parece una breve apostilla de un
amanuense que pudo obrar de forma ligera sin tener los conocimientos adecuados para
realizar semejante afirmación.
Las Partidas, la quinta Partida, tiene su influencia del Digesto aunque probablemente
de forma indirecta a través de una Summa o Summula sobre el título concreto De Lege
Rhodia de iactu21. Fundamentalmente, acusan esta influencia los preceptos que se refieren
a la contribución que ha de prestarse por la echazón según las normas de la Lex Rhodia de
iactu22. Otras fuentes que han podido inspirar las Partidas en la legislación marítima,
ajenas al Digesto, son más difíciles de precisar aunque se puede afirmar que el texto
alfonsino está en consonancia con el Derecho marítimo medieval.
La jurisdicción marítima en la Baja Edad Media, desde el año 1250, se va a
caracterizar por tres notas que están implícitamente expresadas en un privilegio otorgado
por Fernando III a la ciudad de Sevilla: en primer lugar, su objetividad, ya que atiende a
resolver los conflictos derivados de algún “fecho de la mar”; en segundo lugar su carácter
técnico, ya que el juez precisa conocimientos especiales de los usos marineros; por
último, es única porque acoge a “los de la mar” sin distinción de gremios marineros23.
Estos caracteres diferenciados de la jurisdicción marítima desembocarán en su
                                                                                                                                         
codicia; sobre los pescadores que provocan naufragios; cómo deben compartir el daño los que van en
naves de corsarios; por qué razones pueden los comerciantes cobrar las cosas que les hubiesen apresado
los corsarios; cómo los jueces de las riberas deben solventar los pleitos.
 19ARIAS BONET, J. A.: Ob. cit., pág. 94.
 20 I b i d e m, pág. 95.
 21 I b i d e m, pág. 98.
 22Véase la correlación con los pasajes del Digesto que hace Arias Bonet en la pág. 98 de la obra ya
citada.
 23MARTíNEZ GIJóN recogido por GACTO FERNÁNDEZ, E.:  H i s t o r i a   d e   l a   j u r i s d i c
c i ó n   m e r c a n t i l   e n   E s p a ñ a. Anales de la Universidad Hispalense. Publicaciones de la
Universidad de Sevilla. Sevilla, 1971. pág. 13.
8independencia definitiva con la constitución de los tribunales consulares castellanos a
partir de 1494.
Con respecto al Derecho del mar que pudiese ser considerado como “internacional
público” no presenta variaciones en la Edad Media, puesto que su formulación, hasta el
momento del descubrimiento de América, está hecha en el Derecho romano y no será
hasta que los internacionalistas Francisco de Vitoria o Fernando Vázquez de Menchaca
introduzcan otros elementos, o se abra la polémica con la obra Mare Liberum, sive de iure
quod Batavis competit ad Indiana commercia, Dissertatio de Grocio, cuando adquiera un
carácter innovador y diferenciado.
En lo que se refiere a la literatura jurídica de este período, como elemento formador del
Derecho marítimo, hay que señalar que no encuentra comentaristas especializados. De él
se ocupan los tratadistas del ius commune  entre los que cabe destacar a Bártolo de
Sassoferrato, Baldo, Jasón de Maino o Paulo de Castro24. También la literatura jurídica
alcanzará su esplendor en el ámbito del Derecho marítimo potenciada por el
descubrimiento de América y el intenso tráfico comercial que va dando complejidad a las
relaciones mercantiles y al propio modo de la navegación.
Portugal en la difusión del Derecho marítimo
También Portugal tuvo su protagonismo en la difusión de los usos y costumbres del
mundo mediterráneo en el mundo atlántico y, por tanto, en la formación de un Derecho
marítimo unificado en el territorio peninsular, y más tarde difundido en los territorios
ultramarinos.
La navegación portuguesa, desde fines de la Edad Media (siglos XIII-XV) estuvo
constituida, sobre todo, por un binomio de comercio y corso; el navío mercante atraía a
los corsarios, que no necesitaban saber el origen de las embarcaciones para saquearlas, ya
que lo practicaban tanto musulmanes como cristianos contra embarcaciones
pertenecientes a ambos pueblos de manera indistinta.
Para Portugal tuvo una gran importancia dentro de su evolución náutica en los últimos
siglos de la Edad Media, el hecho del comercio de las especias orientales, sobre todo
negociadas por venecianos y genoveses. Al producirse el abandono de una parte del
camino que era terrestre y unía el sur de Francia con Flandes y con Portugal, se pasó a
preferir la línea marítima directa que bordeaba la Península Ibérica haciendo, de este
modo, la ruta más cómoda y abaratando costes25.
El hecho de que se adoptase esta ruta revitalizó la actividad de los puertos portugueses,
bien porque fuesen puntos regulares del comercio o porque su situación ofreciese un
refugio seguro a los navíos contra accidentes fortuitos o contra ataques corsarios. Si bien
es cierto, que desde la segunda mitad del siglo XIII se constata la presencia de mercaderes
extranjeros en puertos portugueses vinculados a la entrada de paños, armas, hierro y
                                                
 24GARCíA-GALLO, A.:  M a n u a l   d e   H i s t o r i a   d e l   D e r e c h o. Tercera Edición.
Madrid, 1967. T. I, pág. 467.
 25ALBUQUERQUE, L.:  H i s t o r i a   d e   l a   n a v e g a c i ó n   p o r t u g u e s a. Ed. Mapfre.
Madrid, 1992. pp. 12 y ss.
9pimienta o bien cereales, y utensilios de maderas que entraban por Selir y por Atouguia,
no existe constancia hasta el año 1194 de la presencia de un navío lusitano en Flandes; la
carga que transportaba era de melaza y, aunque naufragó antes de alcanzar el puerto de
destino26, significa que la marina mercante portuguesa estaba bastante desarrollada en
aquella época pues el melado era probablemente de origen siciliano y el barco debió ser
fletado por algún mercader extranjero.
Recoge Luis de Albuquerque las noticias que aporta Herculano en su Historia de
Portugal, sobre el hecho de que en la primera mitad del siglo XIII vivían en Francia
“burgueses” de Oporto que casi con toda seguridad ejercían una actividad comercial y
mantendrían contacto con su país de origen por vía marítima. Del mismo modo, está
documentada la captura de un navío portugués por corsarios ingleses en 1225, así como
las numerosas peticiones de salvoconductos para ciudadanos portugueses que solicitaban
protección frente al corso. Ello viene a demostrar que el intercambio comercial en el
Atlántico, ya en estos momentos, era intenso.
En el transcurso del siglo XIV los contactos de los portugueses comienzan a
intensificarse con navíos mercantes del Mediterráneo, exceptuando las embarcaciones
venecianas que lo hacen tardíamente. Primero genoveses, milaneses, florentinos,
placentinos y otros varios, recalan en puertos portugueses abriendo mercados a sus
productos sin ningún tipo de restricción a su actividad, hasta que comenzó a ser objeto de
competencia para los propios mercaderes portugueses que, en gran medida, actuaban de
revendedores de esas mismas mercancías. Finalmente, tras negociaciones y protestas, el
rey Don Fernando atendió parcialmente las reclamaciones de los extranjeros. La Corona
favoreció estos intercambios comerciales que venían a contribuir a sus arcas reales con los
impuestos.
La mejor prueba de la importancia que el comercio portugués alcanza con el ámbito
Mediterráneo, así como la perfección a que la legislación marítima va llegando, lo
conforma la creación en 1380 de una “compañía de las Naves” que se considera la
primera organización de seguros en Portugal, y que, al parecer, funcionó con bastante
eficacia27. Otro hecho que vendría a avalar este intercambio con el Mediterráneo es el
nombramiento que Alfonso V de Portugal hace, el 22 de octubre de 1446, en la persona
de Gonzalo de Cerdal como cónsul de Portugal en Barcelona, justificándolo en la
frecuencia con que naves portuguesas se dirigían a la Ciudad Condal28. Aunque la
documentación portuguesa es escasa, parece haber existido una navegación constante
entre los puertos del norte de Portugal y los situados entre Cataluña y el Levante. Sí
parece confirmada, sin embargo, esta presencia a través de la documentación catalana,
valenciana e italiana.
No menos importante para la asimilación de la cultura naval mediterránea por Portugal
fue la presencia del genovés Manuel Pessanha como Almirante al servicio del rey
lusitano. Los elementos náuticos anteriores a los viajes atlánticos del siglo XV pudieron
                                                
 26 I b i d e m, pág. 13
 27 I b i d e m, pág. 20
 28ADAO DE FONSECA, L.:  P o r t u g a l   e n t r e   d o s   m a r e s. Ed. Mapfre. Madrid, 1992. pp.
151 y ss.
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ser conocidos por los portugueses debido a la convivencia que tuvieron con los
navegantes mediterráneos, del mismo modo pudieron tener acceso a los conocimientos
que les permitiesen construir cartas náuticas en fecha más tardía. Según apunta Charles
Verlinden, hacia 1445, por la necesidad de reflejar el continente africano que estaban
bordeando y del que no tenía noticias ni Europa ni los cartógrafos mallorquines,
venecianos etc. que hasta ese momento les habían provisto de las cartas29.
En cuanto al Derecho marítimo portugués se refiere, hasta su expansión por el
continente americano, hay que señalar, en primer lugar, que tanto Galicia como el norte
de Portugal constituían desde la época prerromana una parte del área nórdica. En la época
romana y visigoda, una circunscripción administrativa, integrando una región jurídica
caracterizada por una mezcla de tradiciones célticas o germánicas y un romanismo arcaico
en una sociedad de carácter señorial30. Esto significa, en cuanto a influjo jurídico, que
pertenece al ámbito de la cultura atlántica, y su conexión con la cultura marítima
mediterránea se hará a través de los contactos comerciales que se establecieron en la Baja
Edad Media y durante su expansión por la costa atlántica africana.
Por otro lado, durante la Baja Edad Media, se produjo una expansión de los Derechos
españoles, aparte de la recepción de unas mismas corrientes jurídicas en los diversos
territorios. Así el Derecho castellano se extendió a través del Fuero Real a Álava y
Portugal, donde se tradujo al idioma vulgar. Asimismo, Las Partidas fueron traducidas
dos veces al portugués, coincidiendo con la expansión del Derecho marítimo de
Barcelona por todo el Mediterráneo31. En 1341 está datada una traducción de la Tercera
Partida, conservada en el Archivo Nacional de la Torre do Tombo, que hace pensar que
las restantes Partidas fueron traducidas en las mismas fechas, si es que no circulaban ya
otras traducciones anteriores32. En el reinado de Pedro I las Partidas eran aplicadas como
leyes del Reino; fueron conocidas en poco tiempo, citadas y hasta aplicadas,
constituyendo uno de los más eficaces instrumentos de divulgación del Derecho Romano
Imperial33.
Las Ordenaçoes Alfonsinas, recopilación de leyes anteriores a Alfonso V, y terminadas
de recopilar el 28 de julio de 1446, según consta al final del título 119 del libro V34,
recoge en su libro 4º el Derecho Civil en su sentido más amplio, ocupándose entre otras
cosa del régimen de los mercaderes extranjeros, de los fletamentos de los navíos etcétera,
y acusando una uniformidad con respecto a leyes y costumbres de otros ámbitos,
característica ésta señalada anteriormente.
                                                
 29 I b i d e m, pág.44.
 30 I b i d e m, pág. 75.
 31 I b i d e m, pp. 93-94.
 32CAETANO, M.:  H i s t o r i a   d o   d i r e i t o   p o r t u g u ê s   [ 1 1 4 0 - 1 4 9 5 ]. Lisboa, 1981.
Vol. I, pág. 342.
 33 I b i d e m, pág. 343
 34 I b i d e m, pág. 532.
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La jurisdicción mercantil y la formación de los Consulados
Junto a la legislación general ya comentada, integrante del Derecho castellano, hay que
resaltar que el punto de inicio del largo proceso que culminará en la promulgación del
Código de Comercio de 1829, tiene lugar en la Pragmática dada en Burgos por los Reyes
Católicos en el año de 1494, por la cual se independiza la jurisdicción mercantil de la
jurisdicción ordinaria. A partir de este momento, basado en las corporaciones de
mercaderes que algunas ciudades como Valencia y Barcelona tenían, se creará el
Consulado de Burgos. Desde entonces, cada Consulado tendrá su propia regulación,
surgiendo una larga cadena de influencias entre todos ellos, ya que será práctica habitual
tomar como precedente, para redactar las ordenanzas propias, las dadas anteriormente en
otros lugares peninsulares. De esta forma, podemos empezar a hablar, sin lugar a dudas,
de la fusión de los usos y reglamentaciones del mundo marítimo mediterráneo con los
usos del mundo atlántico que predominaban en Castilla por sus relaciones comerciales
con el norte de Europa.
La situación jurisdiccional que va a determinar en Castilla la creación de los
Consulados como tribunales de justicia desde 1494, no es diferente a la de otros ámbitos,
como puede ser el mundo mediterráneo. Poco a poco, la navegación comercial va a estar,
al menos en el aspecto procesal, desvinculada de la jurisdicción ordinaria, cayendo en la
órbita de los jueces marítimos. Las referencias históricas señalan que poco a poco los
mercaderes fueron apartándose de las vías normales procedimentales, adquiriendo una
especial importancia el arbitraje. Los litigios que atañían a comerciantes y marineros
tenían el denominador común de necesitar una rápida solución; los comerciantes, ya
fueran de tierra adentro o marítimos, dependían para la realización exitosa de sus
negocios no ver paralizada su actividad económica por la lenta justicia ordinaria. De esta
forma, el sometimiento de antemano de las partes en litigio a la decisión de un tercero,
experto en los usos y costumbres concernientes a su profesión, fue el cauce idóneo para
resolver los pleitos surgidos entre comerciantes35.
El arbitraje fue la fórmula ordinaria utilizada para solucionar los conflictos surgidos en
los lugares en que el desarrollo e importancia del comercio lo hacían necesario, dando
paso a una vía judicial que fue adquiriendo entidad frente a la vía ordinaria. La rapidez y
la simplicidad de los procedimientos fueron las características más reseñables y
apreciadas por los propios comerciantes. Antes de 1494, la Universidad de mercaderes de
Burgos ya ofrecía este procedimiento jurisdiccional a sus miembros. Así, Basas
Fernández cita un pleito entre Pedro de Ayala y Pedro de Gomiel que fue resuelto de esta
forma, con la autorización regia36.
En el ámbito mediterráneo se constituyeron tribunales consulares desde 1283 en la
ciudad de Valencia, y hasta principios del siglo XVI con distintas atribuciones y
diferentes grados de acierto; desde tener comisionado los intereses particulares de los
comerciantes, con competencias estrictamente administrativas, dejando a salvo la
                                                
 35GACTO FERNÁNDEZ, E.: Ob. cit. pág 23 y ss.
 36BASAS FERNÁNDEZ, M.:  E l   C o n s u l a d o   d e   B u r g o s   e n   e l   s i g l o   X V I.
CSIC. Madrid, 1963. pág. 107.
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jurisdicción ordinaria 37, hasta la creación en 1385 de jurisdicción mercantil independiente,
en Gerona.
En la Corona de Castilla, la Universidad de mercaderes de la ciudad de Burgos solicitó
a los Reyes Católicos la creación de un Consulado a semejanza de los que ya estaban
funcionando en Barcelona, Valencia y Mallorca. Por Real Pragmática, promulgada en
Medina del Campo a 21 de julio de 1494, se concede a Burgos la creación de un
Consulado que significará la separación definitiva de ambas jurisdicciones: la mercantil y
la ordinaria. Un año más tarde, en 1495, Bilbao detrae del ámbito territorial de Burgos,
Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, iniciando su andadura que, a semejanza de Burgos, le
convertirán en tribunal mercantil el 22 de junio de 1511.
La autonomía de la jurisdicción mercantil de la ordinaria supuso un gran paso en la
estabilización del comercio castellano desde el punto de vista jurídico, además de sentar
las bases necesarias para hacer frente al monumental comercio indiano que estaba a punto
de comenzar. De otro lado, significó la fusión de los usos y costumbres del mundo
mediterráneo con el atlántico, que tuvieron su máximo exponente en el comercio y la
legislación indiana, contribuyendo al desarrollo del Derecho mercantil desde la Edad
Moderna hasta la actualidad.
La importancia de las ordenanzas consulares
El Consulado de Burgos se crea en 1494, aunque no tendrá sus primeras ordenanzas
hasta 1538, siendo reformadas posteriormente en varias ocasiones y por distintas razones,
como tendremos la oportunidad de señalar. El Consulado de Bilbao se crea en 1511,
siendo sus ordenanzas de 1552, y marcando éstas a su vez importantes pautas en la
creación del resto de Consulados peninsulares e indianos. Finalmente, para destacar el
otro puntal de los Consulados españoles, el de Sevilla cuyas primeras ordenanzas datan de
155638.
                                                
 37CAPMANY Y MONPALAU, A.:  M e m o r i a s   h i s t ó r i c a s   s o b r e   l a   M a r i n a ,   C o
m e r c i o   y   A r t e s   d e   l a   a n t i g u a   C i u d a d   d e   B a r c e l o n a. Madrid, 1779 y 1792.
Vol. II. pág. 367.
 38Sobre las Ordenanzas del Consulado de Bilbao: GUIARD:  H i s t o r i a   d e l   C o n s u l a d o   d
e   B i l b a o. Gran Enciclopedia Vasca. Bilbao, 1972
 L a s   p r e m a t i c a s ,   o r d e n a n Ç a s ,   l e y   y   f a c u l t a d   d a d a   p o r   s u s   M a g e s
t a d e s   p o r   p r i v i l e g i o   e s p e c i a l ,   a   l a   U n i v e r s i d a d   d e   l a   C o n t r a t a c i ó n
d e   l o s   f i e l   y   c ó n s u l e s   d e   l a   m u y   n o b l e   v i l l a   d e   B i l b a o. Alcalá de Henares,
1552; y Bilbao, Imp. Juan de Lorza, 1552.
 O r d e n a n z a s   n u e v a s   d e   l a   U n i v e r s i d a d   y   c a s a   d e   C o n t r a t a c i ó n   d e
l a   M u y   N o b l e   y   L e a l   V i l l a   d e   B i l b a o, Bilbao, 1669
 O r d e n a n z a s   d e   l a   I l u s t r e   U n i v e r s i d a d   y   C a s a   d e   C o n t r a t a c i ó n   d e
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S o b r e  l a s   O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a:  O r d e n a n z a s   p a r a
e l   P r i o r   y   C ó n s u l e s   d e   l a   U n i v e r s i d a d   d e   l o s   m e r c a d e r e s   d e   l a   c i u
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HEREDIA HERRERA, A.: “Las Ordenanzas del Consulado de Sevilla”.  A r c h i v o   H i s p a l e n s
e, LVI, nº 173. Sevilla, 1973, pp.149-83.
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Asimismo, desde muy pronto se crearon tribunales consulares en las cabeceras de los
virreinatos, estando datados éstos en 1593 México, y en 1594 Lima. Las ordenanzas del
de México se aprobaron en 1603 y 1604. Las del Consulado de Lima, en cuya redacción
intervino Solórzano Pereira, se aprobaron en 1627.
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Si para la fundación del Consulado novohispano y del peruano se tomaron como
modelo las ordenanzas peninsulares de Sevilla, Burgos y Bilbao, fueron, más tardíamente
implantados en otras importantes ciudades indianas y para ello se tomaron como modelos
las ordenanzas bilbaínas de 1737; así Buenos Aires, Caracas y Guatemala tuvieron su
Consulado en 1794; Cartagena de Indias, Chile, Guadalajara y Veracruz en 1795, y
Manila lo disfrutaba desde 1769.
En la formulación de las ordenanzas consulares indianas, tanto en las cabezas de los
virreinatos como en el resto de ciudades, dejaron sentir su influencia las ordenanzas
peninsulares. En definitiva, iban ajustando sus reglamentaciones tanto a la experiencia y a
las necesidades que el intenso tráfico marítimo demandaba como a la unificación de los
criterios generales del comercio marítimo del resto de las naciones. Conviene recordar
que, dentro de este circulo de influencias, las ordenanzas del Consulado de Bilbao juegan
un papel primordial; ellas recogen los usos y costumbres mediterráneas unidos a los
atlánticos a través del Consulado de Burgos y Sevilla, dando entrada al influjo de las
Ordenanzas Francesas de Marina de 1681, alcanzando su máximo desarrollo en 1737.
Todo ello será tomado como modelo para la redacción de las burgalesas de 1766 y del
resto de los Consulados americanos del siglo XVIII.
Como se podrá apreciar la uniformidad de criterios y reglamentaciones entre lo
peninsular y lo americano fue evidente. Aún más, las ordenanzas del Consulado de Bilbao
de 1737 siguieron vigentes en Uruguay hasta 1865; en Chile, hasta 1867; en Paraguay,
hasta 1870; en Guatemala, hasta 1877; en Méjico, hasta 188439. Esto, contribuyó, sin
lugar a dudas, a reforzar las características del Derecho marítimo, en que el
tradicionalismo, la estabilidad y la universalidad fueron fundamentales para su desarrollo
y, sobre todo, para el influjo que ejercieron en el ordenamiento jurídico posterior.
Otra cuestión fundamental estriba en la importancia que las ordenanzas consulares
tuvieron en la diferenciación, como un todo, del Derecho marítimo frente al Derecho
mercantil terrestre. Para los usos y costumbres del mar, las ordenanzas consulares
suponen la consagración de un “Derecho marítimo” con independencia del “Derecho
mercantil terrestre”, adquiriendo una formulación escrita en que se conjugan la
experiencia de los jueces de los Consulados, conocedores del mundo marítimo, con la
influencia técnica del Derecho romano. En este sentido, la Ordenanza francesa de 1681
representa el punto culminante de madurez del proceso de formación del Derecho
marítimo, y sin lugar a dudas las ordenanzas del Consulado de Bilbao de 1737 lo
representan para el mundo peninsular e indiano 40.
Bien es cierto, que las propias ordenanzas del Consulado de Bilbao de 1737, que
suponen un primer intento de codificación mercantil, ya unen el Derecho marítimo al
Derecho terrestre, con anterioridad a que lo haga el Código de Comercio en 1829, aunque
sin perder la nota particular que caracteriza su evolución histórica en instituciones “sui
generis” del Derecho marítimo que no permiten asimilación alguna por parte del Derecho
mercantil terrestre: la figura del naviero, del capitán, los registros de las naves, la avería,
                                                
 39ZABALA Y ALLENDE, V.:  E l   C o n s u l a d o   y   l a s   O r d e n a n z a s   d e   c o m e r c i o
d e   B i l b a o. Bilbao, 1907. pág. 80.
 40GARRIGUES, J.:  C u r s o   d e   D e r e c h o   M e r c a n t i l. Madrid, 1983. pág. 546.
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etc. Aún dentro de las instituciones que se ven afectadas por la asimilación, siguen
ofreciendo rasgos singulares pertenecientes exclusivamente a la problemática del mundo
marítimo: el transporte marítimo o el seguro marítimo 41.
Durante los siglos XVI-XVIII se incrementa enormemente el número de leyes que van
conformando la legislación marítima reflejada en las ordenanzas consulares. La
interinfluencia con el Derecho comercial terrestre se va acrecentando en la medida que el
tráfico marítimo se desarrolla y van adquiriendo mayor complejidad las operaciones
financieras, con lo que se va haciendo necesaria una legislación que pueda cubrir todas las
áreas, y no exclusivamente las referidas a las relaciones en el mar. Figuras como el seguro
marítimo van a trascender del ámbito para el que surgieron, dándose una transfusión de
instituciones y, aunque originariamente se dieron para el mundo marítimo, se hacen
comunes con el mundo terrestre. Por otra parte, se hará necesario reglamentar de forma
adecuada la letra de cambio, la quiebra, etc.
La importancia que dentro del Derecho indiano tuvo la legislación marítima se puede
apreciar con un simple vistazo a la Recopilación de Leyes de Indias que recogió en el
libro IX, y en sus 46 títulos, un total de 1841 leyes, siendo, sin lugar a dudas, el libro más
extenso de ella. De la importancia de sus títulos baste recordar que se regula desde la Casa
de la Contratación a generales y almirantes, precios de fletamento, pasajeros a Indias,
Consulados de México y Lima, etc. Es decir, todos los variados asuntos que tenían
relación con el mundo marítimo y el tráfico comercial con las Indias, tanto de carácter
público como de carácter privado42.
Todo este entramado particular que afecta al Derecho marítimo hace que en materias
comerciales, durante el siglo XVIII, se establezca para las Indias un orden distinto de
prelación de leyes del determinado por la propia Recopilación de Leyes de Indias. Así en
el artículo 2º de la Real Cédula de creación del Consulado de Buenos Aires se estableció
que las ordenanzas del Consulado de Bilbao sirviesen de regla para la constitución del
nuevo tribunal. Según señala Ots Capdequí, el orden de prelación sería el siguiente: 1º
Pragmáticas, reales cédulas, órdenes o reglamentos posteriores a la creación del
Consulado; 2º Real Cédula de erección del Consulado; 3º Ordenanzas del Consulado de
Bilbao; 4º Recopilación de Leyes de Indias; 5º Leyes de Castilla 43.
Desarrollo y funcionamiento de los Consulados
Los Consulados como fórmula de organización de los comerciantes en países
extranjeros
Como ya se ha venido exponiendo en páginas anteriores, la relación entre mercaderes
de distintos ámbitos geográficos y de distintos países de origen, pero con problemas
                                                
 41 I b i d e m, pág. 548.
 42 R e c o p i l a c i ó n   d e   L e y e s   d e   I n d i a s. Ed. Cultura Hispánica. Madrid, 1975. Libro
IX.
 43OTS Y CAPDEQUÍ, J. M.:  I n s t i t u c i o n e s. Ed. Salvat. Madrid, 1959. pp. 295-296.
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comunes, dio lugar al nacimiento de un Derecho común consuetudinario y supranacional
en plena Edad Media que sirvió para solucionar situaciones análogas por su contenido
pero sin tener en cuenta las específicas condiciones de nacionalidad de los sujetos
involucrados44.
El comercio estable propició el nacimiento de vías permanentes de canalización del
comercio, así como la creación de factorías comerciales en los principales núcleos de
contratación, en donde se concentraban los comerciantes de diferentes nacionalidades.
Estos centros comerciales fueron progresivamente prosperando en la medida en que eran
capaces de aglutinar y proteger las actividades de estos mismos mercaderes. De esta
forma, los distintos países tendieron a dar normas proteccionistas de estas actividades y de
sus protagonistas, contribuyendo con ellas a aumentar el volumen de operaciones
comerciales, en tanto en cuanto, las autoridades de los núcleos comerciales
proporcionaban la estabilidad y seguridad necesaria para poderlas realizar con la
protección jurídica adecuada. La condición de extranjero en cualquier núcleo comercial
era especialmente incómoda en la medida en que para el pleno disfrute de los derechos, en
cualquier nación, era indispensable gozar de su propia “naturaleza”. Precisamente, a
solventar este inconveniente y a facilitar las transacciones de carácter mercantil se
dedicaron algunas medidas en la Baja Edad Media europea en el núcleo comercial
mediterráneo.
La posibilidad de desarrollar la actividad consular en países extranjeros como fórmula
de protección de los intereses de los comerciantes no naturalizados, fue el recurso
utilizado con regularidad. Los cónsules, elegidos por los propios mercaderes para
defender sus intereses en el exterior, tuvieron también otra misión: mantener la unidad de
criterios en las cuestiones mercantiles con su propio país de origen. El desempeño de su
misión les estaba encomendado por las naciones de procedencia, a veces desarrollándola
por encima de las posibles guerras entre ellos, mediante acuerdos entre los soberanos de
las dos naciones interesadas.
Los cónsules, investidos de un título jurídico, podían realizar su labor sin demasiados
inconvenientes. Sus intervenciones abarcaban diversos ámbitos en la medida en que la
actividad comercial era compleja. Por una parte, actuaban como portavoces de la
comunidad que representaban ante los organismos públicos de la nación en que
desarrollaban su actividad, consiguiendo, frecuentemente, situaciones de privilegio para
sus representados. De otro lado, contribuían al progreso de su país de origen fomentando
el comercio y el tráfico mercantil. Además, ayudaban a sus compatriotas siempre que eran
requeridos para ello en cuestiones relativas al comercio o la navegación: devolución de
bienes perdidos en naufragio, desembargo de mercancías etc. Pero quizás, lo más
importante era la representación que ejercían ante los tribunales de justicia defendiendo a
los comerciantes y a las corporaciones de su nación, exigiendo el cumplimiento de
obligaciones adquiridas por los propios naturales que, de no cumplirse, podían originar
serios quebrantos a los mercaderes representados.
Cabría señalar, por último, que a veces, excediéndose de lo que propiamente era su
habitual campo de acción, en algún caso conflictivo entre naciones actuaban como
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embajadores extraordinarios para preparar o concertar los contactos oportunos ante algún
acuerdo o tratado de paz. En este sentido, recoge el prof. Gacto Fernández el caso del
Tratado de Paz, alianza y comercio entre el rey de Bugía y don Jaime II de Aragón, por
cinco años, en que se concedieron varias franquicias a los catalanes en el año 130945.
Sus labores de índole interna fueron de tipo administrativo pero con repercusiones
económicas, destinadas a mantener organizadas las comunidades mercantiles en las plazas
extranjeras. Así regulaban y designaban los lugares que cada uno de los comerciantes
ocuparía en la lonja los días feriados; promulgaban ordenanzas para el desarrollo y la
organización del comercio fijando las cuotas con que los comerciantes debían contribuir a
sufragar los gastos comunes; también, tenían facultad coercitiva y punitiva para imponer
los acuerdos aprobados y para castigar a los contraventores.
El siglo XVIII introducirá algunas modificaciones en la estructura y finalidad de los
Consulados con respecto a su ejecutoria tradicional. Será tras la promulgación del
Reglamento de Comercio Libre cuando los Consulados verán ampliada su composición
por otros elementos no dedicados exclusivamente al comercio: hacendados, latifundistas e
industriales. Asimismo, su finalidad se verá desvirtuada con relación a épocas anteriores,
ya que no sólo se ocupará de la administración de la justicia básica derivada de los actos
mercantiles, sino que, muy acorde con la mentalidad de la ilustración, tendrán como
finalidad el fomento de la industria, agricultura y el comercio.
Los miembros del Consulado
Para formar parte de los Consulados era necesario que la ocupación primordial de los
sujetos fuese el comercio, aunque en la región mediterránea hasta 1480 también se
integraban en los Consulados los “hombres de la mar”. Es decir, patrones de naos,
cargadores, cambistas, etc. A partir del mencionado año se formalizó en Barcelona el
estamento mercantil mediante la “matrícula” a la que sólo podían acceder quienes
desempeñasen alguna actividad mercantil46. Para estar matriculado en el comercio se
había de ser “mercader”, que según Hevia Bolaños eran “los que compran y venden las
mercaderías (mayormente en mercados) por ganar en ellas” distinguiéndose de los meros
“negociadores” que se dedicaban al menudeo47. Además habían de reunir los requisitos
exigidos por la legislación: ser naturales de los reinos, tener plena administración de sus
bienes y no tener falta de capacidad, por último, estar matriculado y prestar juramento de
usar el oficio fielmente.
El registro de mercaderes o “libro de matrícula”, como tal, en el cual constasen todos
los mercaderes, no se impuso hasta el año 1729, por lo que los datos sobre el número
exacto de los mismos en épocas anteriores son un tanto imprecisos, aunque se asimilaban
los comerciantes matriculados con los electores de los respectivos Consulados. Los plazos
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de matrícula y las penas señaladas por el Rey a los contraventores no se encuentran
definitivamente configuradas hasta la promulgación del Código de Comercio de 182948.
Las formalidades de ingreso en la matrícula no siempre fueron respetadas, aunque en
un principio debieron ser extremadamente rigurosas, ya que consta que en el Consulado
de Barcelona en 1480 solamente se registraron once mercaderes. Al año siguiente se
introdujeron dos nuevas altas y en años posteriores quedó en suspenso por ciertas
dificultades que tuvieron con los oficiales reales49. Sin embargo, llegó a generalizarse
como práctica común la “habilitación” previa compra, sistema que fue duramente
combatido por los comerciantes auténticos. En 1638, Carlos II prohibió que se admitieran
en la matrícula los mercaderes de privilegio, y se hubieron de suavizar los requisitos
exigidos para que la matrícula de mercaderes pudiese compensar las habilitaciones.
No todos los Consulados tuvieron la misma composición, ya que el de Burgos estuvo
integrado por comerciantes y mercaderes al por mayor, junto con los factores que
gestionaban sus negocios en la península y el extranjero; en Bilbao, lo componían los
capitanes y maestres de naos, mercaderes y tratantes; en Sevilla, así como en México y
Lima lo componían los cargadores a las Indias, con casa propia en la ciudad y vecinos, y
mercaderes al mayor50. El siglo XVIII, como ya se ha señalado antes, cambió la
composición de estas instituciones, dando paso a hacendados, rentistas, industriales y
navieros51. El principal requisito era su capacidad económica, estimándose, por ejemplo,
en las ordenanzas del Consulado de Sevilla de 1784, que los hacendados con caudal de
12.000 pesos sencillos podrían ser miembros del Consulado. Asimismo a los mercaderes
al mayor se les requería la misma cuantía, pero ésta era rebajada a 8.000 para los dueños
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 A l i c a n t e ,   1 7 8 5
 M á l a g a ,   1 7 8 5
 C o r u ñ a ,   1 7 8 5
 B u e n o s   A i r e s ,   1 7 9 4
 G u a t e m a l a ,   1 7 9 3
 C a r a c a s ,   1 7 9 3
 S a n   C r i s t o b a l   e n   C a n a r i a s ,   1 7 8 7
En Archivo General de Indias. Consulados, libro 34 bis, fols. 1-169.
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de fábricas y propietarios de embarcaciones52. Además de estos requisitos materiales se
les pedía otros requisitos similares a los de épocas anteriores: ser mayores de edad,
habilitados para administrar sus bienes, naturales de los reinos o bien naturalizados, de
buena fama, costumbres y crédito, y avecindados en el lugar de erección del Consulado o
en su territorio jurisdiccional53.
La admisión en el libro de matrícula del Consulado era decisión de la Junta de
Gobierno formada en cada Consulado por un número variable de personas entre las que se
encontraban el prior, varios cónsules, un número variable de consiliarios representantes de
los distintos integrantes y otros cargos. Los consiliarios eran representantes de los
mercaderes, hacendados, navieros, etc. Así el de Sevilla estaba compuesto por diez: tres
serían de hacendados, dos de comerciantes, dos de mercaderes, dos de fabricantes y uno
de navieros54. Éstos, previamente, habían sido elegidos de entre los electores
componentes de cada ramo.
El gobierno del Consulado
Los Consulados, desde su inicio hasta el siglo XVIII en que varía su trayectoria, fueron
asociaciones profesionales de mercaderes. Su agrupación fue de iniciativa absolutamente
privada y motivada por la necesidad de sustanciar los problemas derivados del tráfico
mercantil de manera rápida y eficaz. De esta forma, las agrupaciones van siendo
moldeadas por la práctica y la necesidad, siendo los propios mercaderes sus gestores y
administradores.
El grado de autonomía de que gozaron fue inversamente proporcional al transcurso del
tiempo y a la complejidad de las operaciones realizadas en ellos. De los Consulados
mediterráneos, el de Valencia gozó de una mayor autonomía puesto que su única relación
con el poder político y civil lo constituía el juramento que formulaban los cónsules ante la
justicia civil de la ciudad, comprometiéndose a desempeñar su cargo con honradez y
conforme a Derecho 55.
Por contra, el Consulado de Barcelona aparece íntimamente unido al municipio, cuyos
órganos rectores controlaron la elección de los magistrados consulares y posteriormente el
acceso de los comerciantes a la matrícula, para, finalmente, colocar un representante
militar proveniente de la nobleza. Este sistema hizo que en épocas de esplendor de
Barcelona el Consulado gozase de un gran prestigio, sin embargo, no cumplió con la
finalidad que tenía y quedó convertido simplemente en un órgano a través del cual se
podía influir en la política municipal56.
Los Consulados castellanos desde su creación discurrieron por cauces más autónomos
que los de la Corona de Aragón. El sistema de elección de los cónsules era escogido e
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ideado por los mismos comerciantes, y en la primera instancia su jurisdicción no sufría de
ninguna injerencia. Sin embargo, pudiera considerarse que el poder real mediatizaba en
alguna medida sus decisiones judiciales, puesto que el juez de apelaciones era nombrado
por el rey, lo que podía determinar un sesgo acorde con la política real de cada momento.
El cambio importante de orientación se puede establecer con la creación de
Consulados en tiempos de los Borbones. Estos organismos dejan de ser, exclusivamente,
agrupaciones profesionales nacidas para defender los intereses comerciales y mercantiles
para convertirse en órganos administrativos que fomentaban las líneas del gobierno; la
función de fomento, acorde con la mentalidad ilustrada, primó sobre todas las demás para
llegar a desvirtuar la inicial finalidad de estas instituciones. Sin embargo, si fueron a todas
luces los organismos encargados de ordenar, sistematizar y codificar el Derecho
mercantil, adelantándose en casi cien años al primer Código de Comercio español.
Los funcionarios del Tribunal
Los protagonistas de la vida consular eran, sin lugar a dudas, los cónsules, ya que a
ellos, únicamente, correspondía la administración de la justicia mercantil que se
administraba en los Consulados. Su función era exclusivamente jurídica frente a la
desarrollada por otros componentes de esta institución que desempeñaban labores
administrativas. Los Consulados castellanos tuvieron un prior y dos cónsules, elegidos
por y entre los electores que a su vez eran elegidos por los comerciantes inscritos en la
matrícula. Tanto prior como cónsules tenían la misma categoría y la misma capacidad
decisoria en el momento de la administración de justicia, si bien al prior se le reconoce,
por el resto de los miembros, una cierta autoridad moral.
A la vez el prior y los cónsules debían reunir una serie de condiciones morales y de
comportamiento ético comunes a todos los miembros que componían la matrícula, y en
algún caso especial, como sucede en el Consulado nuevo de Sevilla del siglo XVIII, para
ser prior o cónsul tenía que haber embarcado a las Indias, de cuenta propia, dos veces al
menos en viaje de ida y una en vuelta, la cantidad de dos mil pesos principal de España y
en un plazo de cinco años, siendo condición indispensable hacer el retorno en el puerto de
Sevilla57.
En cuanto a los nombramientos de cónsules en países extranjeros, se hizo necesaria su
existencia con la intensificación del tráfico mercantil desde fines de la Edad Media. Su
necesidad se veía incrementada, en tanto en cuanto, ya no sólo debían defender los
intereses de los comerciantes afincados de forma estable en un determinado país, sino que
el número de transeúntes aumentaba considerablemente. La forma de nombramiento fue
diferente en cada una de las Coronas integrantes de la monarquía peninsular; así en la
Corona de Aragón eran los municipios quienes nombraban los cónsules exteriores, quizás
por la vinculación de los Consulados con los gobiernos municipales. En la Corona de
Castilla era el rey quien nombraba a los representantes de los comerciantes en las plazas
extranjeras.
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Otros funcionarios completaban la plantilla de los Consulados, que vieron
incrementado su número según se hacían más complejas las tareas a realizar y se
desarrollaba el tráfico mercantil: tesorero, contador, secretario, veedor, guarda de
almacén, tesorero de averías, alguaciles, porteros, solicitadores, y algún otro, dependiendo
de los distintos Consulados. Los Consulados eran soberanos para nombrar o remover en
sus cargos a estos funcionarios, y a ellos correspondía abonarles sus honorarios, cosa que
hacían a través de la contribución de los mercaderes imponiendo un canon sobre el tráfico
comercial58.
Los sistemas de elección de los cónsules
El sistema o sistemas empleados por los Consulados para la elección de los cónsules
no fue siempre el mismo, dependiendo éste de la ubicación de los diferentes Consulados,
siendo otro factor de cambio el tiempo. El siglo XVIII marcó diferencias en los sistemas
de elección en la mayor parte de los tribunales, puesto que cada estamento que lo formaba
podía nombrar sus propios representantes.
El sistema directo era el más sencillo de todos los empleados. Consistía en la elección
por simple mayoría efectuada anualmente por los integrantes del Consulado. De esta
forma sencilla elegían aquéllos que había de regir la vida de la institución. Este sistema
fue el primero que se utilizó, y lo emplearon en Valencia y Mallorca en el siglo XIII y
XIV, y en los primeros tiempos de funcionamiento del Consulado de Barcelona. También
era importante el lugar de la elección y la fecha, siendo ambos fijados por las propias
ordenanzas de los Consulados o por los privilegios de erección. Tan importante era la
fecha de la elección que en algún caso en que se hacía en otra distinta de la fijada, debía
ser ratificado especialmente por los reyes.
En Castilla, el sistema de elección directa solo se empleó en el de Medina del Campo,
en que funcionaba un tribunal especial, anual, encargado de sentenciar los pleitos surgidos
al amparo de sus ferias. Los hombres de negocios que visitaban las ferias elegían de entre
ellos un prior y dos cónsules, sin tener en cuenta la nacionalidad, y del modo y manera
que ellos libremente decidiesen. Estos cargos se nombraban cada feria para actuar en la
siguiente, en la misma reunión en que se fijaba el cambio. Pero este sistema no fue tenido
en consideración para ningún otro Consulado castellano, probablemente porque la
actuación de estos jueces era de carácter temporal59.
Fernando el Católico introdujo en el Consulado de Barcelona el sistema de sorteo, a fin
de contrarrestar el poder que el municipio había tenido en el nombramiento de cónsules.
Los dos cónsules que formaban parte del Consulado se nombraban sorteando los
nombres. De entre los nobles, caballeros honrados y doctores en medicina y leyes salía el
cónsul militar; de entre los mercaderes que componían la matrícula se elegía, mediante el
mismo procedimiento, al cónsul mercantil. Los nombres se introducían en sendos
cántaros desde donde eran extraídos, tras haber sido mezclados de forma conveniente.
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Sin embargo, el sistema más frecuentemente empleado en todos los Consulados era el
de la elección indirecta, mediante compromisarios. Estos compromisarios eran elegidos
previamente con arreglo a diversos criterios.
En el Consulado de Burgos participaban en la elección todos aquellos integrantes de la
Universidad y ésta se realizaba el día siguiente al de San Miguel, 30 de septiembre. Tras
una serie de actos religiosos y de hermandad en el monasterio de San Juan, extramuros de
la ciudad60, reunidos todos en la sala principal de la casa del Consulado, se procedía a
depositar una papeleta con el nombre de cada uno de los asistentes en una caja; el
secretario elegía una de entre ellas, siendo este comerciante a quien correspondería extraer
veintiuna más, nuevamente, de la totalidad. Una vez rotas las demás, se volvían a
introducir en la caja las veintiuna, de las cuales se elegirían siete que serían los nombres
que corresponderían a los de los electores. Tras tomar nota el secretario y prestar
juramento solemne, sin comunicarse unos electores con otros, procedían ante el prior y
cónsules salientes a la elección de prior y cónsules por el período anual que correspondía,
siendo Prior el que más votos contase de entre los siete electores, requiriéndose al menos
tres votos conformes; caso de empate se procedía a nueva elección que podía repetirse
hasta tres veces y que finalmente, de persistir el empate a votos, se solucionaba poniendo
los nombres de los empatados en la caja y eligiendo al azar uno de ellos. Elegido el prior,
por la misma forma y orden, se elegía al primer y segundo cónsules61.
En las ordenanzas del Consulado de Sevilla, que inspiraron las de México y Lima, se
procedía el día 7 de enero a la elección de 30 electores de entre todos los componentes de
la Universidad. Cada uno de los mercaderes anotaba en una lista los 30 nombres que creía
reunían las condiciones necesarias para ser elector, y eran electos los que más votos
recibían. Al siguiente día, reunidos los electores, prior y cónsules salientes y el juez
oficial, tras prestar juramento solemne, cada uno de ellos depositaría una papeleta con un
nombre para proceder a la elección de prior, siendo electo el que mayor número de votos
consiguiese. Caso de empate decidía el juez oficial. Del mismo modo se procedía a la
elección de cónsules62.
En el Consulado de México, según reza en sus ordenanzas, se habían de juntar el día 7
de enero para elegir a los treinta electores de los cuales saldría elegido el prior, los
cónsules y diputados. Bien es cierto, que estas ordenanzas no especifican la forma de la
votación de los integrantes de su Universidad, tan sólo se especifican los requisitos
exigidos en calidades personales para poder votar compromisarios, y la condición de que
no fuesen menos de veinte las personas que acudiesen a la votación. Igualmente, se señala
la sanción de veinte pesos de minas a los que estando en la ciudad no acudiesen al
llamamiento de su Consulado. Al siguiente día, 8 de enero, igual que en Sevilla, se
reunían los electores con el prior y cónsules y el juez oficial y, tras prestar juramento, se
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procedía a la elección de prior y dos cónsules; caso de empate, se deshacía por el voto del
juez oficial63.
En Lima, las ordenanzas de su Consulado aún añaden un paso más para la elección de
prior y cónsules: los treinta seleccionados por la totalidad de la Universidad ponían su
nombre por escrito en otros tantos papeles que se revolvían en “una cajuela”. De ellos, el
escribano extraía un nombre que sería el que, tras volver a depositar su nombre en el
mismo recipiente, extraería los quince nombres definitivos que actuarían como electores
de prior y cónsules64. La elección de prior recaía en quien tenía más votos de entre los
quince electores; en caso de empate se volvía a votar por segunda y hasta por tercera vez.
En caso nuevamente de empate, sería la suerte, a través de la mano que eligió a los quince
electores, quien extraería el nombre definitivo del prior. La novedad en estas ordenanzas
se introduce con respecto a la elección de cónsules porque aquél que ocupase el año
precedente el cargo de segundo cónsul, sería automáticamente primero en el año
siguiente. De esta forma, se intenta dar una mayor continuidad a la línea de gobierno y a
la experiencia acumulada sin que unas nuevas elecciones supusiesen una ruptura total con
la junta de gobierno anterior.
Además de la reglamentación sobre la forma de hacer las elecciones de prior y
cónsules de los distintos Consulados, se regulan las condiciones o características que
debían reunir las personas que optasen a los diferentes cargos. Ello tenía su justificación
en la trascendencia de la función del Consulado; se procuraba que las personas designadas
fuesen competentes, honestas y no hubiesen incurrido en delitos relacionados con la
actividad mercantil tratando, de esta forma, de asegurar la recta administración de la
justicia65.
El Consulado como tribunal de justicia
El motivo que propició la creación de los Consulados fue, precisamente, la posibilidad
de administrar justicia entre mercaderes y hombres de la mar. Es decir, resolver los
conflictos surgidos del ejercicio del comercio. Era importante detraer los asuntos
mercantiles, tanto marítimos como terrestres, de la justicia ordinaria, pues ésta dilataba los
pleitos. La necesidad de que las cuestiones se dirimiesen de manera rápida les llevó a
conseguir la creación de sus propios tribunales de justicia, tanto dentro de sus territorios
nacionales como en el extranjero.
En el extranjero, las autoridades nombradas al efecto y establecidas en las colonias de
mercaderes, tenían la facultad de dilucidar los problemas derivados del comercio entre los
mercaderes de su propia nacionalidad o bien en sus relaciones con los naturales del país
en que estaban establecidos. Los asuntos a resolver podían derivarse de la existencia de
contratos, de las mercancías, de los seguros marítimos, de las formas de pago, quiebras,
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averías, etc. La principal característica era que administraban justicia con total
independencia de los órganos jurisdiccionales del país en que estaban radicados aunque a
veces se había de recurrir, en apelación, a los órganos jurisdiccionales propios del país. El
ejercicio de esta jurisdicción presuponía que los jueces del Consulado contaban con la
autorización del poder público del territorio de origen y del de asentamiento66. Ello fue
posible gracias a la universalidad que desde los primeros tiempos se imprimió al Derecho
mercantil y a la comunidad de intereses que movía a los mercaderes. Solamente
escapaban a la jurisdicción del tribunal los delitos de sangre que siempre eran
competencia del Estado que acogía al Consulado.
Dentro del propio Estado también la competencia primordial del Consulado era la de
administración de justicia. Así se reconoce a los cónsules la jurisdicción en diversos
documentos, como la Real Provisión de 1543, en que se exponen las causas que hacen
necesaria la creación del Consulado de Sevilla. En ella se dice con relación a prior y
cónsules: “... y que éstos pudiessen conocer y determinar los negocios y causas que se
ofreciessen entre los dichos mercaderes, y sus factores sobre todas y qualesquier cosas
tocantes y dependientes y concernientes a su trato y comercio, según y como lo hazían y
podían hazer y devían hazer, el prior y cónsules de la dicha ciudad de Burgos sin dar lugar
a pleytos ni dilaciones sino conforme al uso y estilo de mercaderes”67.
En su origen estos tribunales se limitaban a dilucidar problemas surgidos entre los
hombres de la mar, tal y como queda patente en la V Partida. Sin embargo, en la medida
en que estos hombres de la mar eran indispensables para la realización de transacciones
comerciales fueron entrando en contacto con comerciantes y mercaderes tanto marítimos
como terrestres, por lo cual el ámbito de los primitivos tribunales del mar se fue
extendiendo con los Consulados a los litigios surgidos de esos contactos: contratos de
sociedades, cambios y actos mercantiles, quiebras, seguros, etc. Es decir, el Derecho
estrictamente marítimo comienza a fusionarse con el Derecho mercantil terrestre; ambos
derechos están perfectamente unidos en las ordenanzas consulares.
Para acogerse a la justicia consular había que ser mercader. Pero esta condición no era
exclusiva, puesto que, además de ser mercader, había que realizar actos de comercio o
derivados de la contratación entre mercaderes, factores u hombres de la mar, y de ellos
seguirse algún conflicto en que hubiese de intervenir la justicia mercantil.
Por último, debemos señalar que la justicia aplicada en los Consulados tenía ventajas
sobre la justicia ordinaria: era rápida, sumaria y sin intervención de abogados que
pudiesen dilatar los pleitos. La no intervención de abogados no suponía que las decisiones
vinculantes que se tomasen en estos tribunales fuesen hechas de espaldas a la justicia
ordinaria y al antojo de los cónsules. Las decisiones estaban fundamentadas en los usos y
costumbres del mar y, en algún caso, cuando la complejidad del pleito lo requería, los
propios cónsules podían solicitar el asesoramiento de algún letrado, tal y como lo
establecían, por ejemplo, las ordenanzas de los Consulados de México y Lima68, en las
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 67ENCINAS, D.:  C é d u l a r i o   I n d i a n o. Reproducción facsimil de la edición única de 1596.
Ed. Cultura Hispánica. Madrid, 1946. L. III fol. 167-170.
 68 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   L i m a de 1627, cap.. XIV
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que también se reconocen las características de la justicia mercantil, fundamentales para
la buena marcha de los negocios comerciales69.
Para los comerciantes, o personas que tenían algún trato mercantil con ellos, era
imposible sustraerse a la jurisdicción del Consulado. Cabría dentro de lo posible que
alguna de las partes en litigio estuviese interesada en el aplazamiento del acuerdo o en
dilatarlo sin razón aparente, o prefiriese sustanciar el pleito en la justicia ordinaria; ello no
era posible. En este sentido, las ordenanzas consulares son claras desde las burgalesas de
1538: se han de acatar las decisiones de prior y cónsules sin ningún tipo de justificación
en contra70. En cierto modo, este modelo especial de jurisdicción hacía a ésta una
“jurisdicción de clase”. El contacto comercial de personas ajenas al comercio con otras
inscritas en la universidad de mercaderes, o dedicadas a la actividad comercial, hacía a
aquéllas tener que aceptar obligatoriamente los usos y costumbres mercantiles, debiendo
renunciar a la jurisdicción ordinaria o al arbitrio de terceras personas en beneficio de la
autoridad consular.
Los asuntos que se sustanciaban bajo la jurisdicción del Consulado eran todos aquellos
relativos e inherentes a la actividad comercial: “ resulta de cuentas de compañía,
consignaciones, fletamentos, e seguros, riesgos, averías, mermas, y corrupciones, daños,
quiebras, faltas, y otras contrataciones, tocantes y concernientes al dicho comercio...”71.
Sin embargo, es cierto que en las ordenanzas consulares de México y Lima se especifican
de forma más pormenoriza que en las ordenanzas del Consulado de Burgos, todos los
conflictos posibles relativos al comercio marítimo72. Ello, no es debido a que se esté
dotando a los Consulados indianos de jurisdicción especial que no tenían los castellanos;
la explicación puede radicar en su propia idiosincrasia que hace que la mayor parte del
negocio comercial indiano haya de realizarse a través del mar.
El cambio en la jurisdicción de los Consulados vendrá en el siglo XVIII plasmado en
ligeras modificaciones derivadas de la diferente concepción que se les adjudica. La
diversidad de clases de sus integrantes: hacendados, comerciantes al mayor, mercaderes,
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 72En el preámbulo de las ordenanzas del Consulado de Lima se dice:”...que tengan jurisdicción y
poder conocer, y conozcan de todas, y qualesquier diferencias y pleitos, que hubiere, y le ofrecieren sobre
cosas tocantes, y dependientes a las mercaderías, y trato de ellas, y entre mercader y mercader,
compañeros, fatores, encomenderos, compras ventas, trueques, cambios, quiebras, seguros, cuentas,
compañías, que ayan tenido y tengan fatorías, que los dichos mercaderes y cada uno dellos huvieren dado
a sus fatores, assí en estos reynos como fuera dellos, y sobre fletamento de recuas y navíos assí entre sus
dueños y maestres, y sobre las cuentas como entre los dichos y sus fletadores y cargadores, sobre el
cumplimiento de sus conciertos y fletamentos, entregos de mercaderías y otras cosas, pagas dellas, y de
sus daños, y averías y de sus fletes, y otras diferencias que resultasen de lo dicho, y de las que huviere
entre los maestres de marineros, sobre las cuentas y ajustamientos de sus montas y soldadas, y de todas
las demás cosas, y de todo lo demás...”Tomás de BALLESTEROS, ob. cit., fol. 103.
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dueños de embarcaciones y sus factores, encomenderos y dependientes; la diferencia de
tareas realizadas por cada uno de estos grupos: actividades agropecuarias, marítimas,
comerciales, etc., propicia que no pudiesen, en general, beneficiarse de la jurisdicción
especial pues muchos de los litigios surgidos entre ellos entraban de lleno en la
jurisdicción civil.
Competencias con respecto a otros tribunales de administración de justicia
Las competencias de jurisdicción entre los Consulados y otros tribunales de justicia
estuvieron motivadas por dos razones. En primer lugar, algunos asuntos dudosos que bien
podían entrar dentro de la jurisdicción consular o ser susceptibles de ser juzgados en otras
jurisdicciones. También, como no, las rivalidades entre los jueces de distintas
jurisdicciones hacía que se inmiscuyesen en asuntos claros pertenecientes a la justicia
consular. Sin embargo, hay que resaltar que, desde el inicio de la existencia de los
Consulados como tribunales de justicia, siempre se trató de proteger la independencia de
la justicia mercantil lo que motivó, que ya en 1494, en Castilla, se reconociese su
separación definitiva de la justicia ordinaria.
El reconocimiento de esta autonomía consular en las cuestiones comerciales y
conflictos de la mar es recogido por la doctrina de la época, tanto en textos de autores del
Derecho indiano, propiamente, como en obras destinadas al ámbito peninsular, indicando,
una vez más, que las normas mercantiles eran “universales” y no tenían fronteras porque
los intereses de los mercaderes también lo eran73.
La mayoría de los pleitos que se intentaban sustraer a la autoridad de los Consulados
eran los denominados “casos de corte” que se pretendían trasladar a la Audiencia. Estos
casos, en que estaban involucrados de una parte viudas, huérfanos o menores y, de otra
parte, algún mercader, quedaban expresamente reservados al rey. Sin embargo, la
tendencia general en los distintos reinos de la monarquía española y en los diferentes
tiempos, fue que los Consulados resolviesen estas cuestiones. En este mismo sentido se
manifiesta la doctrina recogida en el siglo XVII74 y ya contenida en la Recopilación de
Castilla75.
En Indias, los conflictos de competencias entre tribunales fueron resueltos por el
Virrey tanto en México como en Lima. En los Consulados indianos del siglo XVIII de
Buenos Aires, Guatemala y Caracas, los asuntos de competencia se trataban de sustanciar
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dedicado al Consulado.
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SOLÓRZANO PEREIRA,  P o l í t i c a   I n d i a n a, L. VI, cap. XIV, nº 22, 23, 24, 25, 26, 27
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 75 R e c o p i l a c i ó n   d e   C a s t i l l a, 3, 13.
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“amigablemente” con intercambio de oficios entre los tribunales en liza, en los cuales
cada uno de ellos argumentaba las razones de su preferencia en el sustanciamiento de la
cuestión. Si al cuarto día no se había llegado a un acuerdo entre ellos, era el Regente del
distrito de su audiencia, previa remisión de los autos, quien resolvía, en un plazo máximo
de tres días, a que tribunal correspondía la jurisdicción del asunto pendiente76. Esta
decisión era inapelable.
También surgieron litigios entre los Consulados y los tribunales especiales. Estas
cuestiones de competencia se daban no por razón de la materia a sustanciar, sino debido a
la personalidad de alguna de las partes inmersa en juicios mercantiles. Generalmente, se
debieron estos problemas a otros asuntos pendientes, de alguna de las partes, con
tribunales como el de Cruzada, o el de Bienes de Difuntos con ocasión del fallecimiento
de algún mercader cuyos herederos estaban en España77. Tanto en estos casos como en
aquéllos en que los litigantes gozasen de algún tipo de fuero (militar, de nobleza o
eclesiástico), la doctrina mercantil acentuó la objetivación del proceso consular,
declarando que desde el momento en que el conflicto derivase de un acto comercial, éste
se sustanciase ante la jurisdicción consular78.
Los Consulados en el siglo XVIII
El Reglamento de Libre Comercio y la creación de los Consulados
El siglo XVIII marcó un cambio en el sistema comercial español con las Indias.
Abandonado el sistema monopolístico se optó, no sin dudas, por un régimen de
intercambio de comercio libre que suponía el advenimiento de un mercantilismo ilustrado
como previo paso al liberalismo económico adaptado a la realidad española. La apertura
de puertos al tráfico y la creación de nuevos Consulados intensificó el decaído comercio
ultramarino del siglo XVII.
El sistema comercial tradicional establecido por los Habsburgo respondía a una
concepción estrictamente mercantilista79. El objeto primordial del comercio consistía en
favorecer la extracción y transporte de metales preciosos a la metrópoli para evitar su fuga
a los mercados extranjeros. La forma más correcta de lograrlo era mediante el monopolio
y la centralización. Sin embargo, el sistema había sido a la larga perjudicial para el
desarrollo económico de España porque para mantenerse hubiera necesitado una
estructura industrial capaz de abastecer el mercado americano, por sí misma, en
contrapartida de los metales preciosos y que, además, hubiesen mantenido a los
competidores extranjeros apartados del comercio colonial.
                                                
 76 O r d e n a n z a s   d e   l o s   C o n s u l a d o s   d e   B u e n o s   A i r e s ,   G u a t e m a l a   y
C a r a c a s, A.G.I., Consulados, libro 34 bis, cap. XVII de todas ellas, fols. 107, 126 vto, 146 vto.
 77GACTO FERNÁNDEZ, E.: Ob. cit., pág.112.
 78 I b i d e m, pág. 113.
 79HARING, C. H.: Ob. cit., pág. 4 y ss.
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Desgraciadamente, ni se contaba con la estructura industrial, ni con los recursos
suficientes para, aplicando la fuerza, mantener alejados a los enemigos del ámbito
americano. Los constantes compromisos bélicos españoles y la concentración del
comercio en tres únicos puertos: Veracruz, Cartagena y Nombre de Dios (más tarde
Portobelo), provocaban la congestión del tráfico y como reacción, una mayor facilidad a
la entrada de productos extranjeros en puertos alejados de los mencionados anteriormente
que, por ende, estaban menos vigilados. Es decir, el sistema monopolístico y de
centralización favoreció la penetración ilícita extranjera y solamente beneficiaba a los
grupos privilegiados y a la Corona en menor medida de lo deseado80. El tráfico ilícito
representaba los dos tercios del comercio colonial en el año 1686. Sin embargo, solo era
el principio. Llegó a alcanzar su máximo indicador durante el siglo XVIII, a pesar de las
reformas administrativas de los Borbones. Ello indica que su causa profunda era la
tensión económica provocada por el exclusivismo colonial81.
Por otra parte, el hecho de que un solo puerto español, Sevilla y después Cádiz,
centralizase todo el comercio español con las Indias fue un elemento distorsionador que
dificultó considerablemente el desarrollo del resto del país. En la medida que las zonas
periféricas, especialmente Cataluña y el País Vasco, fueron alcanzando un mayor grado
de desarrollo fueron demandando su participación sin trabas en el tráfico comercial
americano. Además, este mercado americano podía ser la extensión idónea para los
productos industriales de estas zonas. En definitiva, la presión del desarrollo industrial y
de la burguesía mercantil terminaron con el monopolio gaditano.
El sistema comercial de siglos anteriores se había manifestado como inadecuado, ya
que había provocado una merma de la navegación y del comercio nacional y, por contra,
había favorecido el comercio ilícito de forma masiva, haciendo que los beneficiarios del
sistema fueran los extranjeros. A pesar de todo, algunos grupos se resistían a los cambios
que eran inevitables. Los intereses de la Corona y los sectores que habían estado
beneficiándose directamente del tráfico comercial monopolístico eran los más reacios.
Pero las guerras continuas hacían cada vez más difícil el mantenimiento del régimen de
flotas y, por otro lado, el desarrollo de zonas americanas como el Río de la Plata o la costa
chilena hacían necesario un cambio del sistema.
Los cambios propugnados por los integrantes del propio sistema eran diversos.
Algunos consideraban suficiente para el cambio aplicar una enérgica política de represión
que culminaría con la vuelta del comercio a las manos españolas. Medidas ejemplares y
violentas fueron las propugnadas por Tomás Ortiz de Landázuri, oidor de México.
También cabe señalar a Sancho de Moncada, que defendía la idea de que los
defraudadores del comercio pasasen directamente a ser reos del Tribunal del Santo
Oficio82. Aunque estas posturas fueron frecuentes durante el siglo XVIII, hay que señalar
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que fueron objeto de una crítica total y solamente arraigaron en quienes tenían interés en
la pervivencia del sistema.
Para buscar las soluciones al problema era necesario acotarlo en su integridad, y de
aquí parten las primeras divergencias. Mientras para unos eran “vicios” del comercio de
Indias, para otros, como Campomanes, eran errores del sistema. Como es evidente, para
los primeros el sistema era correcto pero había sido adulterado por algunos, por tanto,
bastaba volver al inicio para haber solucionado los problemas. Para los segundos, se
trataba de derivaciones naturales de los fallos de ordenación del sistema mismo83.
Campomanes, en sus Reflexiones sobre el comercio español a Indias, concede una
especial importancia al comercio exterior, especialmente al colonial. Dicha importancia
estaba derivada directamente de la observación que el autor hacía del desarrollo británico
en su expansión del comercio colonial y consecución de una potente marina. Al contrario
que otros autores, como Ustáriz y Ulloa, opinaba que en absoluto se podía considerar
como ventaja primordial del comercio exterior el conseguir un stock creciente de metales
preciosos84. A la vez que el desarrollo del comercio se conseguiría una mayor riqueza y
una mayor potencia estatal: “...la Nación que da la ley en el comercio, la da en la Marina,
y la da también con las armas, porque se halla en el estado de sustentar la guerra con
superioridad por más tiempo. Ahora se entiende el axioma: Dominus maris Dominus
orbis “85.
En 1765 se inician las primeras reformas tendentes a conseguir la liberalización del
comercio, en ellas tuvieron un influjo primordial las ideas de Campomanes. Estas
primeras medidas del comercio libre se debieron, ante todo, a la respuesta que se intentó
dar al fracasado sistema de flotas, y a la necesidad de intensificar el tráfico marítimo para
que éste incrementase los ingresos de la Hacienda. Se concretaron en un Decreto de 16 de
octubre de 1765 que abrió las islas principales del Caribe (Cuba, Santo Domingo, Puerto
Rico, Margarita y Trinidad) al comercio directo con los puertos peninsulares de Alicante,
Barcelona, Cádiz, Cartagena, Gijón, La Coruña, Málaga, Santander y Sevilla86.
A pesar de que este decreto tuvo un carácter comedido, sirvió para establecer los
principios generales que servirían de base a las reformas posteriores, mucho más
ambiciosas. Lo que no había conseguido el traslado del monopolio sevillano a Cádiz, el
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comercio directo con el Pacífico, o el navío de registro, supuso, en este caso, el Decreto.
El compromiso entre los intereses de grupos poderosos interesados en el mantenimiento
de sus antiguos privilegios y las ideas avanzadas de reformistas como Campillo y
Ustáriz87, que habían insistido en la abolición del sistema de flotas y galeones, era un
hecho. Bien es cierto, que el Decreto afectó más directamente a las islas del Caribe y
mantuvo el sistema de buques de registro en la América meridional, restableciendo las
flotas Cádiz-Veracruz, sin gran éxito comercial entre 1765-1776.
El período entre 1765 y 1778 fue de consolidación, de extensión cautelosa del sistema
y, a veces, de vacilación, aún cuando quedaba claro que el comercio libre era muy
beneficioso, al menos, para el Caribe. En 1778, cuando se estaba preparando el
Reglamento definitivo, se dieron una serie de decretos particulares extendiendo el
comercio libre a Chile, Perú y Río de la Plata, a la vez que se abrían los puertos españoles
de Almería, Palma de Mallorca, Santa Cruz de Tenerife y Tortosa. Finalmente, el 12 de
octubre de 1778 se promulga el Reglamento para el Comercio Libre que consta de 55
artículos, y los aranceles complementarios; a la vez, se abolen los derechos de palmeo,
toneladas, San Telmo, extranjería, visitas, reconocimientos de carenas, habilitaciones,
licencias para navegar y demás gastos anteriores al proyecto de 172088.
En el último cuarto del siglo XVIII, tras la promulgación del Reglamento, se promovió
una expansión masiva en el valor total de las exportaciones desde España a América89,
ascendiendo la proporción de productos nacionales desde un 38% a un 52 % en 1796,
siendo, de ello, un mayor número de productos agrícolas que industriales, con lo que la
estructura de la economía peninsular, a pesar de las oportunidades del mercado americano
a través del comercio libre, no varió. También la apertura de puertos españoles,
rompiendo el monopolio de Cádiz, posibilitó la creación de lazos comerciales con otros
puntos peninsulares como Barcelona, Málaga, Santander y La Coruña. A pesar de todo,
Cádiz continuó ostentando el mayor volumen de exportación peninsular (76% del total) 90.
La respuesta americana en cuanto a productos enviados a los 14 puertos españoles
abiertos al tráfico, fue de multiplicar por diez el volumen de los mismos entre los años
1782-1796. El control de los productos continuó siendo del puerto de Cádiz (84% del
total), aunque al tráfico se unieron La Coruña, Santander y Barcelona en mucha menor
medida91. Supuso, eso sí, un éxito en cuanto a la promoción de la explotación de recursos
naturales anteriormente descuidados en su exportación a España, como tabaco, cacao,
azúcar, cochinilla, índigo, cueros y otros productos agrícolas.
                                                
 87 I b i d e m, pág. 16
 88Artículo 6.  R e g l a m e n t o   p a r a   e l   C o m e r c i o   L i b r e. Ed. Bibiano Torres y Javier
Ortiz de la Tabla. Fac. de Filosofía y Letras de la Universidad de Sevilla. Escuela de Estudios
Hispanoamericanos. Sevilla, 1978.
 89FISHER, J.: “El impacto del comercio libre en América durante el último cuarto del siglo XVIII”.
En  E l   C o m e r c i o   L i b r e   e n t r e   E s p a ñ a   y   A m é r i c a   L a t i n a ,   1 7 6 5 - 1 8 2 4.
Fundación Banco Exterior. Madrid, 1987. pág. 29 y ss. Sostiene, sin embargo, que el impacto en las
exportaciones españolas fue menos importante que la estimación hecha tradicionalmente.
 90FISHER,J.:  E l   c o m e r c i o   e n t r e   E s p a ñ a . . ., pág. 22.
 91 I b i d e m, pág. 24 y ss.
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Los puertos de origen americanos fueron muy diversos, no menos de 47 individuales o
combinaciones de puertos. Los puertos del virreinato de la Nueva España fueron los más
importantes canalizadores de la producción de plata más intensa de la época. En segundo
lugar, las islas del Caribe, con Cuba a la cabeza, seguidas del puerto del Callao; puertos
del Río de la Plata, Venezuela y virreinato de Nueva Granada les seguían en importancia
exportadora. Aunque, quizás, no esté reflejado en las fuentes, fielmente, todo el tráfico de
Nueva Granada, dado el alto índice de contrabando y corrupción administrativa en centros
tan significativos como Cartagena de Indias.
En definitiva, el Reglamento para el Comercio Libre pretendía agilizar las relaciones
comerciales entre los territorios americanos y españoles y remodelar la estructura
socioeconómica del imperio español. Un obstáculo en la consecución de estos objetivos lo
constituyeron las oligarquías mercantiles de Sevilla-Cádiz, Lima y México representadas
en sus respectivos Consulados, y que los reformistas vieron como opositoras al progreso
porque anteponían sus intereses a los de la Corona y a los del resto de sus súbditos. De
ahí, los intentos de eliminar los Consulados de México y Lima, aunque fracasaron dado el
poder y la influencia de dichas instituciones.
Por tanto, el Reglamento vino a solucionar este conflicto no solo abriendo puertos
españoles y americanos al comercio -rompiendo el monopolio- sino que en sus artículos
53 y 54 determina la creación de nuevos Consulados reformando el sentido que hasta este
siglo habían tenido los mismos, abriendo la participación en ellos a otros sectores
sociales: agricultores, hacendados, industriales, etc. De esta forma, se trataba de romper el
poder de las oligarquías y adaptar las instituciones a los nuevos tiempos92.
Los Consulados peninsulares e indianos
La respuesta de los Consulados americanos de México y Lima a la creación de otros
nuevos fue compleja. El Consulado novohispano había tenido unos amos indiscutibles
hasta 1718: los almaceneros. A lo largo del siglo XVII el poder del capital comercial
había radicado en el control de la distribución de importaciones basada en el monopolio
de las mercancías europeas. Para ello, habían contado con la protección de los diferentes
                                                
 92 R e g l a m e n t o   p a r a   e l   C o m e r c i o   L i b r e, Artc. 53
“Como la mira principal que he tenido en esta amplia concesión se dirige dignamente a restablecer la
industria y felicidad de mis Vasallos, y que a este intento regulo por importancia y utilísimo, que en todos
los Puertos habilitados de España donde no huviere Consulados de Comercio, se formen ahora con
arreglo a las Leyes de Castilla e Indias, y Hacienda el formal establecimiento de estos Cuerpos
Nacionales, para que protexidos eficazmente de mi Real autoridad, y auxiliados de las Sociedades
económicas de sus respectivas Provincias, se dediquen a fomentar la Agricultura y Fábricas de ellas, y
también a estender y aumentar por quantos medios sean posibles la navegación a mis Dominios de
América”.
Artc. 54.
“Interin se formaliza la erección de estos Consulados y se prescriben sus funciones y facultades
respectivas al Comercio de Indias, han de conocer los Jueces de Arribadas de todos los asuntos judiciales
que ocurran con motivo de esta libre Contratación, y de sus sentencias asesoradas con Letrados conocidos
admitirán las apelaciones que se interpusieren para mi Consejo Real de las Indias, y no para otro Tribunal
alguno”.
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virreyes que contrarrestaban, con sus propias disposiciones, las decisiones metropolitanas
de amparo a los intereses gaditanos93.
El siglo XVIII, con la nueva política económica borbónica, supuso para la metrópoli la
recuperación de los dominios americanos eliminando las relaciones comerciales que las
potencias europeas habían establecido con América; se fomentó la infraestructura de
transporte y se intentó impulsar la industria y la agricultura españolas para capacitar la
cobertura del mercado indiano. Por otro lado, había que cambiar la estructura interna de
los dominios ultramarinos para que completaran el nuevo sistema económico del imperio:
exportación de materias primas baratas e importación de bienes manufacturados
procedentes de la península ibérica. Es decir, los territorios indianos se habían de
convertir en “colonias” en toda su integridad94.
En este entramado económico, la fijación de los precios fue el elemento que los
almaceneros novohispanos utilizaron para que los flotistas no lograran la internación en
sus dominios. Los comerciantes novohispanos del Consulado de México se resistieron a
las reformas y en muchos casos hubieron de cambiar de actividad invirtiendo sus capitales
o en la minería o en la agricultura. Dejaron de utilizar el comercio de importación-
exportación para controlar la circulación de la plata entrometiéndose en la producción, lo
que supuso que seguían presentes en los circuitos mercantiles pero de diferente manera95.
La oposición del Consulado limeño vino, por un lado, de las propias dificultades y
variados problemas que conllevaba adaptarse a las reformas ilustradas y, por otro lado,
por la pérdida de poder para los comerciantes que entrañaban estas reformas; con la
creación del Consulado de Buenos Aires se privaba al de Lima de extensos territorios que
estaban en su férula.
El Consulado de Lima estaba interesado en seguir manteniendo la exclusiva de la
redistribución de mercancías llegadas por el istmo de Panamá. No se permitió la llegada a
Buenos Aires más que de navíos sueltos a pesar de que el recorrido marítimo desde Cádiz
a Buenos Aires era el más directo y libre de peligros. Cuando en 1740 se terminó el
sistema de galeones, siguió sin aceptarse Buenos Aires como puerto y se prefirió
aumentar el recorrido de navegación a través del Cabo de Hornos. Es decir, lo que
verdaderamente estaba en liza era el poder de redistribución de las mercancías europeas
entre Lima o Buenos Aires; el puerto bonaerense se veía en la necesidad de incrementar
su tráfico comercial por la vía del contrabando mientras que Lima trataba de paliarlo con
la creación de la aduana interior de Córdoba96.
                                                
 93PÉREZ-HERRERRO, P.:  A c t i t u d e s   d e l   C o n s u l a d o   d e   M é x i c o   a n t e   l a s   r
e f o r m a s   c o m e r c i a l e s   b o r b ó n i c a s   ( 1 7 1 8 - 1 7 6 5 ). CSIC. Madrid, 1983, pág. 176
 94 I b i d e m, pág. 179
 95PÉREZ-HERRERO, P.: “El Reglamento para el comercio libre de 1778 y la Nueva España: los
cambios en los mecanismos de control económico utilizados por los comerciantes del Consulado de
México”.  E l   c o m e r c i o   l i b r e   e n t r e   E s p a ñ a   y   A m é r i c a   L a t i n a ,   1 7 6 5 - 1 8 2
4 . Fundación Banco Exterior. Madrid, 1987, pág. 295.
 96RUIZ RIVERA, J.: “Economía indiana”.  H i s t o r i a   g e n e r a l   d e   E s p a ñ a   y   A m é r i c
a. T. XI-1. Rialp. Madrid, 1983, pág. 202 y ss.
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Durante la primera mitad del siglo XVIII se mantuvo la situación por imperativos del
Consulado limeño, en un sistema anacrónico y muy costoso y plenamente acorde con el
régimen monopolístico. Así las cosas, la creación del de Buenos Aires supuso un duro
golpe para la estructura comercial limeña y, fundamentalmente, para la oligarquía
comercial. La Corona doblegó la oposición de los Consulados virreinales con la creación
de otros nuevos más competitivos y modernos, y más acordes con los fines reformistas.
El antecedente más próximo al carácter de los Consulados del siglo XVIII lo
constituyó la creación del Consulado de Madrid por pragmática de 9 de febrero de 1632.
Se trató de un organismo suprarregional para toda la Monarquía española y coordinador
de la política de fomento del comercio. Los distintos territorios estaban representados a
través de las figuras de sus cónsules y su prior: los cónsules debían ser de la corona de
Aragón, Italia, Portugal y Países Bajos; su prior era siempre castellano 97. En cuanto a la
jurisdicción, éste era independiente del resto de los Consulados peninsulares ya creados,
mientras que ejerció una coordinación como Consulado de Corte en todo lo “que mirase
al gobierno universal” para lo cual, los demás Consulados, habían de tener
“correspondencia” con él98. De esta forma, se convierte en una institución creada desde
arriba y no como consecuencia de la pujanza económica y de la necesidad experimentada
por la clase profesional para acelerar el ritmo de los negocios. Fue un instrumento para
tratar de reanimar durante el siglo XVII un comercio en declive; ingresaron en él
representantes de otros sectores de la economía, “ hombres de negocios” tanto españoles
como extranjeros en número de veinte y nombrados directamente por la Corona.
Siguiendo, en cierto modo, el espíritu del Consulado madrileño se crearon los nuevos
tribunales comerciales del siglo XVIII, a los que se denominó Consulados marítimos y
terrestres. Su objetivo primordial era el fomento de la industria, la agricultura y el
comercio, acorde con la idea expresada en el preámbulo y exposición de motivos del
Reglamento para el Comercio Libre de 1778, sin que ello desvirtuase el cometido de
administración de justicia en los pleitos mercantiles tal y como tradicionalmente se había
estado haciendo99.
Así pues, en España el año 1784 se creó el Consulado Nuevo de Sevilla, que desde
1717 se había trasladado a Cádiz; al año siguiente se fundan los de Alicante, Málaga, La
Coruña y Santander100; en 1786 el de San Cristobal de la Laguna; y en 1800 el de Palma
de Mallorca. En América se inicia la segunda etapa de fundaciones: en 1793 Caracas y
Guatemala; 1794 La Habana y Buenos Aires; en 1795 Veracruz, Guadalajara, Santiago de
Chile y Cartagena; en Montevideo se logró instaurar en 1812 independiente del de
                                                
 97 N o v í s i m a   R e c o p i l a c i ó n, 9, 2, 4.
 98 I b i d e m, 9, 2, 4.
 99En el capítulo primero de la erección del Consulado de Guatemala se dice: “Su instituto será la más
breve y fácil administración de justicia en los pleytos mercantiles, y la protección y fomento del comercio
en todos sus ramos”.  R e a l   C é d u l a   d e   1 1   d e   d i c i e m b r e   d e   1 7 9 3. A.G.I.,
Consulados, libro 34 bis, fol. 122 vto.
 100 O r d e n a n z a s   d e   l o s   C o n s u l a d o s   N u e v o   d e   S e v i l l a ,   S a n t a n d e r ,
A l i c a n t e ,   M á l a g a ,   L a   C o r u ñ a   y   S a n   C r i s t o b a l   d e   l a   L a g u n a. A.G.I.
Consulados, libro 34 bis, Fols. 1-101 y 160-169 vto.
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Buenos Aires. Con todos ellos se ponía fin a la exclusividad que habían ostentado México
y Lima.
Todos los Consulados creados al amparo de la Reglamentación del Comercio Libre de
1778, se hicieron según las leyes de Castilla dotándose de una planta similar tanto los
castellanos como los indianos. Las diferencias estribaban en el número de cónsules o
consiliarios, pero todos ellos estuvieron dotados de la misma finalidad: “su instituto será
la más breve y fácil administración de justicia en los pleytos mercantiles, y la protección y
fomento del comercio en todos sus ramos”101.
Aunque se ha dicho que el siglo XVIII supone una pérdida del carácter originario de
corporación cuya finalidad última era dotar de agilidad al aparato jurídico básico de la
contratación102, no parece que esto sea exacto. La condición jurisdiccional de la
institución no varía, aunque en la medida que los negocios mercantiles se hacen más
complejos desbordando el ámbito marítimo para alcanzar también el ámbito terrestre, fue
perdiendo su agilidad y adquiriendo una naturaleza más técnica. Su verdadera innovación
con la institución consular primitiva radica en la injerencia estatal a través de
nombramientos y en la función de control de la política económica que se les asigna, con
la entrada en ellos de otros sectores sociales no totalmente vinculados con la actividad
mercantil.
El primer Consulado indiano del siglo XVIII fue el de la ciudad de Caracas. Sus
ordenanzas tomaron como base las ordenanzas españolas de la institución bilbaína de
1737. A su vez, estas primeras ordenanzas sirvieron como modelo para el resto de las
indianas: Guatemala, Buenos Aires, La Habana, con pequeñas variaciones. Se pretendió
unificar la institución consular en toda América y Filipinas, pese a que cada cual, a
imitación de los españoles, pretendió elaborar sus propias ordenanzas ajustándolas a las
necesidades específicas de su territorio103.
Los Consulados borbónicos integrados por mercaderes y otras clases sociales como
hacendados, agricultores, navieros etc. supusieron una clara merma de poder para la elite
dedicada al comercio, si bien, por ejemplo en Buenos Aires, los grupos dirigentes se
vuelcan en las cuestiones internas: habilitar un puerto, defender el estuario, formar
navegantes, integrar los mercados internos dependientes de la capital. Se constituyen en
clase privilegiada de la nueva situación104 con una fuerte reticencia a la integración de los
hacendados.
A través de su Junta de Gobierno, se encargaron de la protección y fomento del
comercio. En este cometido, fue de vital importancia el desarrollo de la agricultura, la
mejora en los cultivos, etc. Es decir, la política económica que llevase al desarrollo de las
                                                
 101 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u e n o s   A i r e s, 30 de enero de 1794. A.G.I.
Consulados, libros 34 bis, cap. 1, fol 103 vto.
 102GACTO FERNÁNDEZ, E.: Ob. cit., pág. 41.
 103A.G.I., Consulados, libro 34 bis.
 104NAVARRO FLORIA, P.:  E l   C o n s u l a d o   d e   B u e n o s   A i r e s   1 7 9 0 - 1 8 0 6.
Universidad Complutense. Madrid, 1992, pág. 232.
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diferentes zonas sería el cometido principal de estas Juntas de Gobierno, novedad, por
otra parte, con relación a los antiguos Consulados105.
Uno de los problemas que tuvieron estas instituciones para cumplir la misión que se les
había encomendado fue la financiación. De una parte, los múltiples roces que se
produjeron entre los diferentes sectores integrantes de ellos, ya que la principal fuente de
financiación provenía del comercio y, sin embargo, se empleaba el dinero en el desarrollo
de la agricultura o en infraestructuras. De otro, los gastos siempre fueron superiores a los
ingresos, lo que dificultó la realización de todos los proyectos necesarios para el
desarrollo de la economía.
Por último, señalar que las ordenanzas de los Consulados dieciochescos tuvieron como
peculiaridad su uniformidad. De una parte, el hecho de que la constitución de la
institución viniese impuesta desde arriba y no se tomase en consideración las
recomendaciones o las preferencias de los comerciantes hizo que, salvo pequeñas
diferencias, su funcionamiento y su estructura fuesen similares; no hay que olvidar que se
tomó como patrón para la constitución de los indianos lo establecido en las leyes
castellanas106.
De otra parte, el Consulado de Bilbao, como veremos más adelante, fue el modelo que
se siguió para la creación de los diferentes Consulados, especialmente los indianos, que
tuvieron como normas reguladoras las propias ordenanzas del Consulado bilbaíno en
tanto no hubiese regulaciones específicas para cada uno de ellos107.
Esta característica, es la que nos hace reconocer una línea troncal en todas las
reglamentaciones consulares que es capaz de recoger la tradición a través de las
ordenaciones precedentes, y a su vez proyectan su influencia en nuevos Consulados. La
reglamentación sobre compañías comerciales, seguros, letras de cambio o fletamento
recogida en las ordenanzas del Consulado de Bilbao de 1737 son fácilmente reconocibles
en la legislación mercantil actual108.
                                                
 105“La protección y fomento del comercio será el cargo principal de esta Junta, y cumplirá con él
procurando por todos los medios posibles el adelantamiento de la agricultura, la mejora en el cultivo y
beneficio de los frutos, la introducción de las máquinas y herramientas más ventajosas, la facilidad en la
circulación interior, y en suma quanto paresca conducente al mayor aumento y extensión de todos los
ramos de cultivo y tráfico....”.  O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u e n o s   A i r e s de
1794.  I b i d e m, cap. XXII.
En idénticos términos se expresa la cédula de erección del  C o n s u l a d o   d e   C a r a c a s de 1793,
G u a t e m a l a de 1793, cap. XXII en ambas.
 106 N o v í s i m a   R e c o p i l a c i ó n , 9, 2.
 107 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u e n o s   A i r e s de 1794, cap. 2.
  O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   G u a t e m a l a de 1793, cap. 2
  O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   C a r a c a s de 1793, cap. 2.
 108VAS MINGO, M.: “Las cartas de fletamento en la comunicación marítima con América (siglos
XVI-XVIII)”.  A c t a s   1 ª   J o r n a d a s   “ P r e s e n c i a   d e   E s p a ñ a   e n   A m é r i c a :   a p o
r t a c i ó n   g a l l e g a “. Pazo de Mariñán, 1987, pp. 37-50.
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LOS CONSULADOS PENINSULARES E INDIANOS
Los Consulados peninsulares
El Consulado de Burgos
La ciudad de Burgos a fines del siglo XV era un emporio del comercio castellano; ello,
sin lugar a dudas, fue el principal motivo de su elección como ciudad sede del primer
Consulado de la Corona de Castilla109. Sin embargo, no parece éste el único motivo; el
hecho de ser la capital política atrajo la atención real sobre la ciudad, así como la
concentración de organismos de muy diversa índole. A esto se unió la circunstancia de
que Burgos era encrucijada en el camino de Santiago y, por tanto, fue cauce del arte y del
comercio que cruzaba los Pirineos. Con los peregrinos llegaron los mercaderes que se
establecieron en la ciudad del Arlanzón, creando colonias de francos y de flamencos. La
calle de los mercaderes fue una calle de peregrinación, y la principal arteria de la ciudad,
desde el Arco de San Juan al de San Martín, calle de San Lorenzo, calle Tenebregosa110.
Un último factor que impulsó el mercantilismo burgalés fue la proximidad de los
puertos cantábricos, cuyos diezmos pertenecieron a la mesa episcopal de Burgos,
situándola, por esta razón, entre una de las más ricas de la Península. En realidad el mar
Cantábrico fue un factor de riqueza para Castilla y el que propició la extensión de los
mercaderes castellanos por las plazas mercantiles del Atlántico Norte: Brujas,
fundamentalmente.
En la Brujas de la tardía Edad Media se producía la concentración de productos
procedentes de todas las partes de Europa y de mercaderes de muy distintas
nacionalidades; era, Brujas, un mercado seguro y el lugar idóneo para el intercambio y la
redistribución sin intermediarios. Los productos ingleses (plomo, estaño, cereales, cueros,
lana en escasa cantidad), los italianos que aportaban los productos mediterráneos, y los
castellanos que desde mediados del siglo XIV se centraban en la exportación de lana,
hierro vizcaíno, cueros, miel, cera, vinos y tintes. Además Brujas era el principal punto de
exportación de la industria textil flamenca (paños y tapices), lo que incrementaba aún más
sus buenas condiciones como gran mercado internacional111.
Por otra parte, también Brujas, gracias a los italianos, se convirtió en un gran centro de
actividades financieras, crédito y pagos. La afluencia de los mercaderes, así como la
confianza producida por el carácter habitual de los encuentros y negocios, y el
                                                
 109Un interesante estado de la cuestión de los estudios realizados sobre Burgos, relaciones de
dependencia entre la ciudad y los espacios dependientes, problemas y evolución de la fiscalidad
municipal, el sector mercantil burgalés, etc. se encuentra en BONACHÍA HERNANDO, J.A.: “La ciudad
de Burgos en la época del Consulado”.  A c t a s   d e l   V   C e n t e n a r i o   d e l   C o n s u l a d o   d e
B u r g o s. Excma. Diputación Provincial de Burgos. Burgos, 1994, pp. 71-76.
 110BASAS FERNÁNDEZ, M.: Ob. cit., pp. 29-30
 111LADERO QUESADA, M.A.: “El mundo comercial y financiero europeo (siglos XV y XVI)”.  A c
t a s   d e l   V   C e n t e n a r i o   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u r g o s. Excma. Diputación Provincial
de Burgos. Burgos, 1994. pág. 157.
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perfeccionamiento de las transacciones comerciales permitió la contratación de palabra en
la beurse, de donde proviene el término Bolsa112. A fines del siglo XV y principios del
siglo XVI, la ciudad de Brujas fue sustituida como mercado principal del Mar del Norte
por la ciudad de Amberes. La alternancia no se produjo como consecuencia del capricho
de todos los comerciantes europeos sino por la cada vez mayor importancia que el
Atlántico adquiría en la economía capitalista del siglo XVI.
Pero mientras tanto, Brujas fue la clave de la prosperidad de Burgos a través de las
lanas merinas castellanas. Junto con catalanes, vizcaínos, aragoneses y navarros, los
castellanos fueron una de las cinco “naciones” de mercaderes españoles establecidos en
Brujas. Junto con ellos, en los primeros decenios del siglo XIV, llegó el Consulado a
Flandes: el 11 de octubre de 1428. El Conde de Flandes, Felipe el Bueno, accedió a la
petición del embajador de Castilla, Sancho Ezquerra, y otorgó a Juan II el privilegio de
nombrar los primeros cónsules de la nación castellana en Brujas113. Sin embargo, los
mercaderes castellanos y vizcaínos no querían cónsules nombrados por el Rey sino
elegidos por ellos mismos, profesionales de su clase. El conflicto fue de resolución lenta.
En 1441 los castellanos tomaron la decisión de adoptar el nombre de “nación de España”,
y redactar unos estatutos, eligiendo por su cuenta a los cónsules. El 20 de noviembre de
1447, Juan II renunció a su derecho y privilegio de hacer el nombramiento de cónsules; el
29 de octubre de 1455, Enrique IV separó la de Castilla de Vizcaya naciendo dos
“naciones”: la de Castilla o España que agrupó a los mercaderes de Burgos, Sevilla,
Toledo, Segovia, Soria, Valladolid, Medina del Campo, Logroño y Nájera; la de
vascongadas, Asturias, Galicia e incluso Navarra que no tuvieron Consulado propio y
nación aparte hasta 1530114.
Precisamente, el año 1455 fue, según opina Basas Fernández, el año que comenzó a
existir la Universidad de Mercaderes de Burgos, origen del Consulado. Es decir, en la
agrupación mercantil de los mercaderes que negociaban en Flandes y que, desde 1455,
nombraba unos cónsules exclusivos para los mercaderes de su jurisdicción, nació el
primitivo Consulado del que no se tienen apenas noticias directas. Sin embargo, no fue
hasta el 21 de julio de 1494, cuando los Reyes Católicos otorgaron una pragmática
separando la jurisdicción mercantil de la ordinaria. Hasta ese momento los pleitos
comerciales eran juzgados por los tribunales civiles ordinarios; desde entonces los pleitos
mercantiles serían juzgados en Castilla por los propios mercaderes a semejanza de la ya
existente en Valencia y Barcelona. Es decir, se institucionalizan los usos mediterráneos en
los negocios con el Atlántico Norte, unificando el sistema y preparando el mundo
comercial para el colosal intercambio que habría de producirse con la llegada a las Indias
Occidentales.
Según la pragmática de creación, la jurisdicción recayó sobre las autoridades ya
constituidas en la Universidad de Mercaderes, elevándoles a la categoría de “jueces
                                                
 112 I b i d e m, pág. 158.
 113BASAS FERNÁNDEZ, M.: Ob. cit., pág. 31.
 114 I b i d e m, pág. 32.
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mercantiles”. La jurisdicción alcanzaba a todos los pleitos mercantiles dimanantes de la
contratación: factores, compras, ventas, cambios, seguros, fletamentos, etc.115.
La Corona concedió a los comerciantes, a semejanza del ámbito mediterráneo, todo lo
pedido por ellos excepto lo relativo a las apelaciones. Los de Burgos habían pedido que
las apelaciones se hiciesen simplemente ante dos mercaderes nombrados especialmente
para este cometido. Sin embargo, los Reyes Católicos, siguiendo con su política de
reforzar la autoridad real, determinaron se hiciesen ante el corregidor que fuese de la
ciudad de Burgos. Es decir, el Rey se reservó la última decisión administrativa de la
justicia mercantil. Aunque, para cerciorarse que todo se hiciese según las normas de
mercaderes, el corregidor debía nombrar dos de entre ellos para que le asesorasen; estos
mercaderes debían prestar juramento ante la misión que habían de cumplir116.
Desde el momento de la creación del Consulado, todos los pleitos pendientes de
carácter comercial referentes a los miembros de la Universidad de Mercaderes de Burgos,
tanto si estaban en la Chancillería como en el Consejo Real, debieron ser remitidos, en el
estado en que estuviesen, para ser solventados por él.
En cuanto a los medios ejecutivos pedidos por los mercaderes, los Reyes los otorgaron
plenamente. Las sentencias consulares no apeladas tendrían carácter ejecutivo y el merino
de la ciudad o su lugarteniente, las harían cumplir. También se les concedió la facultad de
ejecutar, hasta la completa restitución, en caso de fraude de algún factor o mercader. Los
delitos criminales se debían remitir a la justicia ordinaria.
A los factores de mercaderes y a los cónsules y factores de la Universidad residentes
en Flandes se les insta a rendir cuentas ante el Consulado en la Feria de Medina del
Campo de todo lo pendiente de los seis últimos años.
Capítulo importante, por la rivalidad que desató entre la ciudad de Burgos y Bilbao,
fue el relativo a los “fletes”. Aunque la petición de Burgos no decía nada con relación a
este tema, la Corona estimando que la cuestión lo merecía por ser indispensable para el
fomento y la conservación de la marina del reino, determinó que el Consulado tuviese el
cargo de fletar los navíos de las flotas de lanas con destino a Flandes, tanto en Burgos
como en Vizcaya y Guipúzcoa. Es decir, se les asignaba la preparación de las flotas del
Cantábrico no solo para los mercaderes burgaleses sino también para los de la “nación”
vizcaína117.
                                                
 115La pragmática de 1494 fue recogida en la 1ª parte de la ley I, título 13.,libro 3 de la Nueva
Recopilación, y en la ley I, título II del libro IX de la Novísima Recopilación.”Por la presente damos
licencia, poder y facultad y jurisdicción a Prior y Cónsules de los mercaderes de la ciudad de Burgos, que
ahora son y serán de aquí adelante, para que tengan jurisdicción de poder conocer y conozcan de las
diferencias y debates que hubiere entre mercader y mercader, y sus compañeros y factores sobre el trato
de mercaderías, así sobre trueques y compras y ventas, y cambios y seguros, y cuentas y compañías que
hayan tenido y tengan, y sobre afletamientos de naos, y sobre las factorías que los dichos mercaderes
hubieren dado a sus factores, ansí en nuestros Reynos como fuera dellos, así para que puedan conoscer y
conozcan de los diferencias y debates, y pleytos pendientes entre los suso dichos, como de todas las otras
cosas que se acaescieron de aquí adelante, para que lo libren y determinen breve y sumariamente según
estilo de mercaderes, sin dar lugar a largas ni dilaciones ni plazos de abogados”.
 116BASAS FERNÁNDEZ, M.: Ob. cit., pág. 35.
 117 I b i d e m, pag. 36.
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Por tanto, la pragmática de 1494 fue la causa del comienzo de hostilidades entre
Burgos y Bilbao, sobre todo por la cuestión de fletamentos que afectaba a los vizcaínos,
puesto que les colocaba bajo las órdenes del Consulado de Burgos. Los de Bilbao alzaron
su protesta y enviaron inmediatamente memoriales, procuradores y diputados ante los
Reyes y sus Consejos. El 14 de febrero de 1495 se otorgó una carta real concediendo la
exención al Señorío de Vizcaya de la jurisdicción del Consulado de Burgos, y dejando el
problema de los fletes a la discusión de unos delegados de ambas partes. Al no llegar a un
acuerdo, el 20 de septiembre del mismo año se promulgó en Tarazona una carta
declaratoria que, junto con una sobrecarta de 19 de enero de 1496 y una capitulación de
1499-1500, pretendieron dar soluciones parciales al problema de los fletes. Realmente, el
acuerdo no podía llegar porque para Bilbao el único acuerdo satisfactorio sería la
concesión de creación de Consulado como lo tenía Burgos; el 22 de junio de 1511 se
dirimió la contiendo con la creación del Consulado de Bilbao en los mismos términos que
lo tenía concedido Burgos, ya que su privilegio de concesión fue copia literal del
burgalés118.
Las ordenanzas
Ni el Consulado de Burgos ni la Universidad de Mercaderes hicieron dejación de sus
derechos y a partir del 30 de septiembre de 1536 se nombró una comisión encargada de
redactar, en el plazo de un año, las ordenanzas generales. Lope Pérez de Maluenda y
Diego López Gallo, expertos mercaderes burgaleses, dieron forma de ley a los usos y
costumbres conocidos y practicados en la contratación mercantil de la ciudad. El año
1537 fueron aprobadas por la asamblea general y confirmadas por Carlos V, en
Valladolid, el 18 de septiembre de 1538119. Tardaron, sin embargo, quince años en
imprimirse y fueron muy escasos los ejemplares de esta primera edición que circularon y
que se conservan en la actualidad120.
El siguiente hito en la reglamentación del Consulado de Burgos lo marca la pragmática
de 1558. Esta pragmática se compone de doce capítulos. En una primera parte se confirma
la jurisdicción del Consulado burgalés, apelación de sentencias, cuentas anuales de
factores, y la cuestión de los fletamentos a favor de Burgos. Sin embargo, a continuación
de la confirmación, se excluye al Condado de Vizcaya y provincias de Guipúzcoa y Álava
de la jurisdicción burgalesa. Ello supone que, tras las protestas bilbaínas y creación del
Consulado, se consagran definitivamente las dos jurisdicciones, afectando cada una
exclusivamente a los mercaderes de su “nación”, factores y criados121.
                                                
 118 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B i l b a o  de 1737, A.G.I., Consulados, libro 33.
(Oficina de la viuda de D. Manuel Fernández, Madrid, 1769)
 119 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u r g o s   d e   1 5 3 8. Ed. facsimil. Ed. Lex
Nova. Valladolid, 1988, fol. I-LIV.
 120Basas Fernández ha contabilizado cuatro ejemplares: uno en la Academia de la Historia, dos en el
Archivo del Consulado de Bilbao, y otro ejemplar (encontrado por él mismo) en el Archivo de la
chancillería de Valladolid, dentro de un pleito. Ob. cit. nota 110, pág. 42 y nota 72.
 121 N u e v a   R e c o p i l a c i ó n, 3, 13, 1.
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Asimismo, se concede la libertad de fletes para burgaleses y bilbaínos con la única
condición para maestres y cargadores de salir a la navegación en flota como fórmula de
prevenir los peligros del mar. La última novedad era la derivada de la concesión de
jurisdicción mercantil a los casos de Corte: regidores, viudas, huérfanos, etc.
La siguiente reglamentación general del Consulado es de fecha de 1572. Estas nuevas
ordenanzas supusieron una puesta al día de la regulación anterior y una adaptación a los
nuevos tiempos y a las circunstancias del comercio en ese momento122. En agosto de 1571
se presentó en la Corte un manuscrito signado por Alonso de Madrid, escribano del
Consulado. El 10 de enero de 1572 se confirmaron las ordenanzas con algunas enmiendas
y tachaduras. Las tachadas por el Consejo se referían al mes de recreo que había de darse
a los escribanos o secretarios de la Universidad; sobre apelaciones; sobre ejecución de la
letra aceptada; sobre fletamentos y sobre el flete de naves de pequeño tonelaje123. Con
relación a las apelaciones, una carta y real provisión de 23 de agosto de 1573, modificó
las recusaciones en las apelaciones tomando como modelo lo aprobado en las ordenanzas
del Consulado de Bilbao: para no dilatar los pleitos con la recusación de los “collegas”
que asesoraban al corregidor, de tal manera que no quedasen mercaderes en disposición
de realizar esta tarea, se limitó a seis u ocho los collegas recusados124.
Otra innovación importante fue la inserción en estas ordenanzas de tres formularios de
pólizas de seguro contra uno solo que figuraba en las de 1538. La regulación aseguraticia
que incorporaban las primitivas ordenanzas burgalesas fue tomada por la legislación del
Consulado de Sevilla y, tras ser perfeccionada, retorna a las ordenanzas generales de
1572: póliza de seguro del casco de la nao, la general reformada y la de Indias125.
Las ordenanzas de 1572 se mantuvieron en vigor durante casi dos siglos. hasta 1766.
Sin embargo, no solo vertebraron el funcionamiento del Consulado durante estas dos
centurias, sino que sirvieron de modelo a otras instituciones consulares.
Durante el siglo XVII y el XVIII se fue produciendo paulatinamente un decaimiento
del Consulado a la par que decrecía el comercio al mayor, lo que motivo que a mediados
del siglo XVIII se pretendió revitalizar la institución para lo que se promulgaron las
terceras ordenanzas generales de 1766; en esta ocasión la reforma de la institución fue
importante y acorde con la nueva política dieciochesca126.
                                                
 122BASAS FERNÁNDEZ en la obra ya citada, en la nota 110, en su página 47 y en notas de la 88 a
la 97, explica que estas ordenanzas (cuando él escribe su obra en 1963) eran poco conocidas por los
historiadores, aún cuando presentan algunas innovaciones interesantes. También alude al hallazgo por él
de el códice manuscrito de Martín Zaldivar en el Archivo de Simancas y anotado al margen por el propio
Zaldivar, así como también algunos capítulos de ordenanza tachados por el Consejo. Otros dos ejemplares
impresos han sido hallados por Basas Fernández: uno en la Biblioteca de Santa Cruz y otro en un pleito
de la Real Chancillería. No tienen pie de imprenta y parecen de la misma edición aunque presentan
diferencias en la encuadernación.
 123BASAS FERNÁNDEZ, Ob. cit., pág 48.
 124 R e c o p i l a c i ó n   d e   l a s   O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u r g o s. Ed.
Lex Nova. Valladolid, 1988.
 125 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u r g o s de 1572, núm. 43, 44, y 45.
 126 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u r g o s   d e   1 7 6 6. Ed. Lex Nova.
Valladolid, 1988.
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Las terceras ordenanzas generales están compuestas de XXIII capítulos en los que se
mantiene intacta la jurisdicción mercantil mientras que se modifica su composición. A
partir de estas ordenanzas podían formar parte del Consulado no solo los mercaderes al
mayor, naturales del reino, avecindados en Burgos y con caudal de veinte mil reales, sino
también -teniendo en cuenta las circunstancias del comercio burgalés- los tratantes en
paños, sedas, joyería y lencería, los cuales podrían nombrar cada uno de ellos un
representante. También se admitirían hacendados dedicados a la agricultura y a la
ganadería sin perjuicio de su nobleza heredada o adquirida127.
El procedimiento no presentaba variaciones con respecto a ordenanzas anteriores, en
este caso, la Junta General de Comercio vigilaría que se hiciese al estilo de los
comerciantes: de forma breve, sumaria, concisa y sin participación de abogados128. Las
apelaciones se harían ante el Intendente de Burgos asesorado por dos comerciantes o
mercaderes de la ciudad129.
El Consulado de Bilbao
Bilbao nació al albur de la institución de su villazgo. Con la concesión de la carta-
puebla adquirió una división y organización interior coherente: apareció la cámara del
pueblo, el concejo, alcaldes y regidores, un preboste y un cuerpo de leyes escritas para su
observancia y la comunidad de vecinos, en universidad y regimiento asumió las funciones
electiva, judicial y legislativa 130.
El impulso más importante que llevó a la creación de la villa fue, sin lugar a dudas, el
incremento notable del negocio comercial y marítimo. Las expediciones militares y las de
las cruzadas, las frecuentes peregrinaciones al camino de Santiago, y la extensión del
tráfico desde las colonias comerciales fundadas en los puertos del Norte, estableciendo
una corriente de tráfico comercial en la que, dado su posición geográfica, frecuentadas sus
radas por mareantes de otros países, jugó un papel decisivo la villa de Bilbao131.
Ya durante el siglo XIII, concurría en las empresas de la Liga, Hermandad y Hansa, y
ya en este tiempo practicaba un comercio de considerables proporciones; sus tratos se
extendían a los puertos de Francia, Inglaterra, y Flandes, y prosiguiendo la navegación
costera a lo largo de la península pusieron sus intercambios comerciales con Galicia,
Portugal, Andalucía, Levante y Cataluña, extendiendo sus expediciones hasta Guinea.
Bien es cierto, como se ha señalado en otro apartado anterior, que la participación de
los monarcas y mercaderes castellanos, los burgaleses, fue decisiva en la expansión
                                                
 127 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u r g o s   d e   1 7 6 6. cap. I, núm. IV y V.
 128 I b i d e m, cap. II, núm. I.
 129 I b i d e m, cap. II, núm. VI.
 130GUIARD Y LARRAURI, T.:  H i s t o r i a   d e   l a   N o b l e   V i l l a   d e   B i l b a o. Ed.
facsimilar de la primera edición. Editorial La Gran Enciclopedia Vasca. Bilbao, 1971. 4 Vols. Vol. I, pág.
188
 131GUIARD Y LARRAURI, T.:  H i s t o r i a   d e l   C o n s u l a d o   y   c a s a   d e   c o n t r a t a c
i ó n   d e   l a   v i l l a   d e   B i l b a o. Reproducción facsimilar de la primera edición. Ed. La Gran
Enciclopedia Vasca. Bilbao, 1972. 2 Vols. Vol. I, pág. 45 y ss.
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comercial bilbaína. Aunque también es cierto que en ocasiones el beneficio fue mutuo,
puesto que Burgos se sirvió de los navíos de los naturales y de un río navegable y
cabecero en el camino desde Castilla a la costa, estableciéndose una comunidad de
intereses entre ambos enclaves.
En el primer tercio del siglo XIV, constituido Bilbao en señorío y en confederación
marítima independiente, trató de atraer toda la importancia del comercio que antes
compartía con otros puertos vizcaínos, e incluso de considerarse rival del emporio
burgalés. Su excelente situación geográfica, la mayor comodidad de su puerto, y la
posesión de dos productos preciosos como el hierro y las lanas, fue consolidando su
importancia de tal manera que, al finalizar el siglo XV, era considerada como la plaza más
importante desde Bayona a Bayona 132.
Como en cualquier otro lugar de comercio floreciente, los mercaderes bilbaínos,
mareantes y maestres de naos tenían su cofradía de hombres de negocios, pero sin que
estuviese concedida una judicatura distinta de la ordinaria del ayuntamiento, salvo la
especial de apelación y casos particulares, que debía ser resuelta por el cuerpo de
regidores. Según fue ascendiendo en importancia la asociación de mercaderes, nombraron
sus propios diputados, mayordomos y jueces, quienes entendían de los asuntos menores
de la cofradía, y sus procuradores para representar y llevar los litigios ante el concejo y
apoderados para las apelaciones y las escrituras.
La forma de constitución de este primitivo gremio se infiere por lo conocido de la
práctica usada en los establecimientos y factorías puestos en las estaplas extranjeras y por
las declaraciones de los cartularios, sentencias de escabinos, actas de concordia y
numerosos otros testimonios de los archivos133.
En el año 1455 se separa la nación vizcaína de la castellana, concediendo a los
vizcaínos y a los guipuzcoanos la facultad de nombrar entre sí cuatro personas para
despachar los pleitos surgidos entre ellos a los que se llamaría, en correlación con la
designación de las autoridades administrativas y políticas, “fiel y diputados” y sin ninguna
jurisdicción sobre las personas que no perteneciesen a la “cofradía” o quisiesen
voluntariamente someterse a ella 134. Éste es, quizás, el antecedente más próximo a la
constitución del Consulado. Aunque, realmente, más que jurisdicción mercantil
propiamente dicha, parece que se les concedió a estos cónsules la facultad de arbitrar
entre las personas pertenecientes a la cofradía. De cualquier forma, como ya señalaba en
otras páginas, el arbitraje fue la primitiva fórmula de la jurisdicción especial de carácter
mercantil.
                                                
 132GUIARD Y LARRAURI, T.: “Noticia de la fundación, desenvolvimiento y extinción del
Consulado de Bilbao”. En  L a s   O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B i l b a o. Escuelas
Gráficas de la Santa Casa de Misericordia. Bilbao, 1931. pp. 11.
 133 I b i d e m, pp. 12.
 134 “... pero es mi merced que los dichos cuatro cónsules no hayan jurisdicción alguna sobre los
dichos vizcaínos, salvo si quisieren ser de su cofradía, ni los dichos vizcaínos asimismo tengan
jurisdicción sobre los otros mis súbditos, salvo si alguno o algunos de ellos ge la quisieren dar sobre sí-
mas que los dichos cónsules libren e terminen entre los de su cofradía la causa e debates que ocurrieren- e
los dichos vizcaínos e guipuzcoanos entre los suyos”.  I b i d e m, pág. 14.
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El ascenso de la comunidad de mercaderes fue tal que, en 1493 en la ciudad de Brujas,
se le concede la creación de la Casa de Vizcaya o Proetorium Cantabricum. La Casa era
la cámara y bolsa de las transacciones de los negociantes de la costa de Vizcaya. También
era el lugar a donde acudir en audiencia para determinar las diferencias surgidas del trato.
Se gobernaba por sus propios cónsules o fieles, tenía una serie de oficiales y se
determinaba en ella la contribución de averías correspondientes al gremio135. Con el
primer tercio del siglo XVI, la Casa, queda vinculada exclusivamente a Bilbao y su
Universidad y, más tarde, a su Consulado con dependencia directa.
Hasta el año 1494 Bilbao fue fortaleciendo su posición como ciudad de mercado y
pugnando con Burgos por no quedar sometida a ésta. Con la creación del Consulado de
Burgos, Bilbao entendió que se lesionaban los usos y costumbres que venía practicando y,
por tanto, opuso su derecho que vio ratificado en alguna forma por cartas reales
declaratorias de las pragmáticas despachadas a su solicitud en 1494 y 1496. Sin embargo,
el acuerdo entre las dos ciudades era dificultoso y en 1499 los mercaderes de Bilbao y el
Consulado de Burgos firmaron un acuerdo delimitando la expansión de los dos gremios.
En realidad este acuerdo también supuso el reconocimiento de la antigua cofradía de
mercaderes que, a partir de ese momento, pretendió obtener el mismo reconocimiento que
tenía la ciudad burgalesa. Doña Juana, en Sevilla el día 22 de junio de 1511 hace
extensivo a Bilbao el privilegio de concesión de Consulado; el gremio y asociación de
mercaderes y negociantes comenzó a llamarse Consulado Casa de la Contratación,
Juzgado de los hombres de negocios de mar y tierra y Universidad de Bilbao136.
La institución del Consulado marcó la etapa de mayor vigor de la Villa y de su
opulencia mercantil. El resultado del trabajo y el empuje de los bilbaínos se vieron
coronados por una acción poderosa de su comercio 137. Aunque la erección del Consulado
no fue obligatoria, sino sólo facultativa, fue aprobada y, aunque sus ordenanzas eran
concernientes al puerto y ría de Bilbao exclusivamente, llegó a extenderse a otras
repúblicas en donde conocía de naufragios etc.
El hecho de tomar como ordenanzas propias las otorgadas al Consulado de Burgos,
hizo que hubiesen de ser retocadas y ajustadas a las peculiaridades de la villa de Bilbao.
Se recurrió a las costumbres y usos de los mercaderes bilbaínos para rellenar las lagunas
que las burgalesas dejaban pero se contó, como era de esperar, con la resistencia y
oposición de los burgaleses. Lograron éstos, ya en 1512, la exclusiva en el afletamento de
lanas y que fuesen cargadas en naves de al menos doscientos toneles, impracticable desde
la barra de Bilbao, y lograron un acuerdo de monopolio de comercio con Portugalete138.
El Consulado bilbaíno fue el artífice de la defensa de la ciudad y el avío de las
fortificaciones y baterías que en Portugalete, Santurce y Algorta defendían la entrada a la
                                                
 135 I b i d e m, pág. 15.
 136 R e c o p i l a c i ó n   d e   l a s   O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B i l b a o. A.G.I.,
Consulados, Libro 33.
 Ed. Oficina de la Viuda de D. Manuel Fernández. Madrid, 1769.
 137GUIARD Y LARRAURI, T.:  H i s t o r i a   d e l   C o n s u l a d o . . ., pág. 10.
 138GUIARD LARRAURI, T.: N o t i c i a   d e   l a   f u n d a c i ó n ,   d e s e n v o l v i m i e n t o . .
., pág. 24.
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ría; reforzó la armería propia con mosquetes, arcabuces y almacén de pólvora; fomentó el
armamento de corsarios particulares y sostenía la vigilancia de enemigos con un servicio
de lanchas avisos que cruzaban el litoral hasta Pasajes y San Vicente de la Barquera. A
mediados del siglo XVII, en 1643-1644, fueron apresados catorce navíos; en el lapso
entre 1602-1642 se socorrieron a cerca de cuatro mil marineros y tripulantes de todas
nacionalidades139. Todavía a fines del siglo XVII, mediante el cobro de la avería nueva
(1%) se aprestaban dos fragatas propias para defensa, dado que se estaba en guerra con
Francia.
Se quejó durante toda esta centuria del crecimiento de los derechos reales, arbitrios,
imposiciones y monopolios que entendía contrarios a su comercio. También por la
obligación de alcabalas y aplicación de reglamento generales, provenientes de Madrid,
que consideraba contra el Fuero del Señorío. En su defensa utilizó a sus valedores en la
Corte y, agotados éstos, procedió a las “diligencias secretas” con los ministros reales, y a
la compra de los oficios públicos que entorpecían su comercio140.
Otro problema que acarreó el Consulado bilbaíno fue similar al de otras plazas
comerciales: la creciente influencia y poder que los comerciantes extranjeros fueron
acumulando. Los monarcas españoles fueron, a través de las capitulaciones de paces,
estipulando como habían de ser tratados en el reino los naturales de otras repúblicas. Sin
embargo, los comerciantes foráneos fueron rebasando los límites de los convenios;
ganaron permisos y gracias especiales buscando mayores ventajas comerciales, a la vez
que entorpecían e imposibilitaban en sus respectivos países los tratos comerciales de los
españoles.
La institución consular no mostró especial oposición, en principio, a los mercaderes
extranjeros que residían en la villa, y se mantenía consecuente con la libertad que había
reclamado para sí. Pero en vista del cariz que tomaban los negocios y monopolios de los
extranjeros, comenzó a restringir la libertad que antes practicaba. Los extranjeros llegaron
a denunciar al Consulado de vulnerar los pactos internacionales, lo que provocó
numerosos pleitos ante el Consejo Real, en 1640, tanto de holandeses como de
ingleses141. Sin embargo, apoyado por el ayuntamiento de la villa, en 1699 prohibió a los
extranjeros tener directa ni indirectamente encomiendas, comisiones ni factorías142.
El siglo XVIII se caracterizó por un ingente esfuerzo de remarcar su preponderancia y
pujanza comercial, que se vio dificultado por la guerra de sucesión de España y por un
clima tormentoso en las relaciones internacionales. La presencia del corso en las costas
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 141GUIARD LARRAURI, T.:  H i s t o r i a   d e l   C o n s u l a d o . . ., pp. 303 y ss.
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factorías, ni negociación de las personas asistentes en Castilla, ni recibir lanas, siendo el negocio y su
interés por mera factoría para comisión, y que ningún vecino ni natural bilbaíno usase en cabeza ni en
nombre de extranjero semejantes negocios, comisiones y encomiendas, “por que sólo se les permite la
libertad general de comerciar por sí y para sí derechamente sin mezcla de utilidad de extranjeros ni
forasteros ni con pretexto de compañía, porque en esta parte no puede haberla en perjuicio de los demás
vecinos”. GUIARD LARRAURI, T.: N o t i c i a   d e   l a   f u n d a c i ó n ,   d e s e n v o l v i m i e n t o
. . ., pág. 30
45
vizcaínas fue constante, bien es cierto, que ya era un factor para el que se estaba
preparado y entre 1738-1748, en Bilbao, se ofrecían más de cincuenta armadores para
sacar esta utilidad a sus embarcaciones.
Por otro lado, la aparición del Estado norteamericano sirvió para incrementar sus
relaciones comerciales con la villa de Bilbao, así como se intensificó la relación con los
países escandinavos. Multiplicaba sus servicios: fletamento de naves armadas para la
protección de convoyes de comercio y equipos de embarcaciones menores para proteger
el puerto.
En su relación con las colonias españolas, Bilbao fue un puerto importante en el
tráfico, a lo que coadyuvaron la creación de una compañía de comercio y navegación para
Buenos Aires, Tucumán y Paraguay y, en 1764, un proyecto de Compañía de la Luisiana
para la explotación de este territorio143.
En la segunda mitad del siglo XVIII el Consulado de Bilbao se manifiesta en todo su
esplendor. Tenía perfeccionados los servicios de puerto, pilotaje, lemanaje, barra,
fondeaderos, etc.; el método de telégrafo; establecido el avío de sanidad; la práctica de
policía de descarga con presencia de los corredores de navío y el escribano de
contrabando; el servicio de postas y correos, gracias a la obra de construcción del camino
desde Bilbao a Pancorbo.
Tenía cambio abierto para sus giros y libranzas con París, Londres, Amsterdam y
Hamburgo y era el cambio más ventajoso sobre Bilbao que sobre Cádiz o Madrid.
Albergaba una numerosa colonia de extranjeros regidos por sus correspondientes
“comisarios” la francesa, la inglesa y la holandesa. Era el depósito mayor de la
negociación de lanas, hierro y acero, estapla preferente de la introducción del bacalao y
las manufacturas del norte. Del tráfico con las Indias aportaba, aproximadamente, unos
sesenta navíos de cruz, y la flota de navegación general de la villa excedía de trescientos
buques y sobre tres mil matriculados, naturales de todo el señorío144. También fue pujante
su industria de cueros, tenerías, lienzos y velámenes, loza, vidrio, alfares, refino de
azúcar, anclas, cadenas, y astilleros en los que se construían hasta 1796 los correos
marítimos.
El exponente de su importancia creciente en la vida comercial y su pujanza lo
constituyen las Ordenanzas de 1737, conocidas simplemente como las Ordenanzas del
Consulado de Bilbao. En sus veintinueve capítulos se recoge, anticipándose en casi cien
años al Código de Comercio, el Derecho mercantil marítimo y el terrestre
conjuntamente145. Con ellas ganó Bilbao reputación de experiencia y celo en el comercio,
y sus ordenanzas fueron ejemplo de perfección y universalidad, como lo prueba que en el
lapso de 1737 a 1800 fueron reimpresas seis veces. Es más, las Ordenanzas del Consulado
de Bilbao siguieron vigentes en Uruguay hasta 1865; en Chile, hasta 1867; en Paraguay,
                                                
 143GARCÍA FUENTES. L.: “La economía virreinal en el siglo XVIII”.  A m é r i c a   d e   l a   I l u s
t r a c i ó n   a   l a   E m a n c i p a c i ó n. Ed. Nájera. Madrid, 1987, Vol. XI, pág. 335.
 144GUIARD LARRAURI, T.: H i s t o r i a   d e   l a   f u n d a c i ó n ,   d e s e n v o l v i m i e n t o . .
., pág. 36.
 145 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B i l b a o de 1737. A.G.I. Consulados, Libro 33.
Oficina de la Viuda de D. Manuel Fernández. Madrid, 1769.
46
hasta 1870; en Guatemala, hasta 1877; en Méjico, hasta 1884146. Esto, como se puede
apreciar ha contribuido, sin lugar a dudas, a reforzar las características del Derecho
marítimo, en que el tradicionalismo, la estabilidad y la universalidad han sido
fundamentales para su desarrollo.
A partir de 1800 se sucedieron una serie de reformas que supusieron el punto final no
sólo del Consulado bilbaíno sino de todos ellos. El año 1815 se estipula que los negocios
gubernativos y judiciales de los Consulados pasasen al ministerio de Hacienda, y el
examen de sus cuentas a la Junta de Comercio y Moneda. Finalmente, el 11 de enero de
1828 se creó la Comisión encargada de redactar el Código de Comercio; en breve tiempo
se tuvo listo el texto definitivo que fue promulgado el 30 de mayo de 1829. En noviembre
de aquel mismo año recibió el prior del Consulado dos ejemplares del Código de
Comercio y la comunicación oficial de su vigencia a partir del 1 de enero de 1830.
En Bilbao se instaló la Junta de Comercio el 22 de febrero de 1830, y el 19 de junio del
mismo año el Real Tribunal de Comercio. Con ellos concluía la vida del Consulado. Eso
sí, las Ordenanzas del Consulado de Bilbao dejaban su impronta en el Código recién
nacido, poniendo de relieve la línea evolutiva que ha llegado hasta nuestros días y que
certifica que el “Derecho de los comerciantes” siempre nace y se desarrolla apegado a la
práctica147.
Las ordenanzas
La erección del Tribunal, como ya se ha dicho, se produjo el 22 de junio de 1511 en la
ciudad de Sevilla mediante una Real Cédula de Doña Juana. En ella se reproduce la carta
dada por los Reyes Católicos para la constitución del Consulado de la ciudad de
Burgos148. La concesión de los Reyes Católicos a la ciudad de Burgos se hizo a petición
de Diego de Soria, regidor de la ciudad. En ella se pone de relieve la intencionalidad de
aligerar la jurisdicción mercantil para favorecer el comercio, y también que se toma como
modelo los Consulados ya existentes en la ciudad de Barcelona y Valencia 149.
Por tanto, la primera consideración que podemos hacer, con relación a la ordenación
consular bilbaína, es que se crea la institución sin introducir ninguna novedad con
respecto a la burgalesa, y unificando los usos y costumbres de las dos ciudades más
importantes del momento en el comercio atlántico. La jurisdicción concedida afectaba a
los pleitos entre mercaderes, mercaderes y sus factores, sobre las mercaderías, compras,
ventas, cambios, seguros, cuentas, compañías, fletamentos y factorías150. Los pleitos se
habían de determinar breve y sumariamente, sin dilaciones, malicia ni abogados. Las
apelaciones irían ante el corregidor asesorado por dos mercaderes. Igualmente se
reglamenta lo relativo a la obligatoriedad de los factores de rendir cuentas cada cinco o
                                                
 146ZABALA Y ALLENDE, V.: Ob. cit., pág. 80.
 147VAS MINGO, M.: “Las cartas de fletamento...”, pág. 42.
 148 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B i l b a o. A.G.I., Consulados, libro 33, pág. 11 y
ss..
 149 I b i d e m, pág. 8.
 150 I b i d e m, pág. 17.
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seis años, el fletamento de las naves y el cobro de la avería consular; estos dos últimos
aspectos fueron modificados posteriormente en las ordenanzas del Consulado bilbaíno
separando la jurisdicción de ambas naciones151.
En diferentes y sucesivos momentos se fueron modificando y adaptando los
ordenamientos consulares a las prácticas, usos y necesidades del lugar y del momento,
dejándose influir por otras reglamentaciones anteriores, hasta llegar al perfeccionamiento
de las ordenanzas generales de 1737152. En ellas se da la perfecta simbiosis de los usos y
costumbres mediterráneos con los atlánticos, sirviendo de modelo a las burgalesas de
1766 y al resto de los Consulados americanos del siglo XVIII153.
Las primeras ordenanzas generales formando cuerpo de constituciones escritas fueron
redactadas en 1531. En 1554, atendiendo a los cambios de los tiempos y a nuevas
necesidades, se revisaron y se declararon sus capítulos por más extenso en lo relacionado
con las elecciones y jueces, formalización de cuentas, juntas generales, seguros, sus
pólizas y albalás, la baratería de patrón, vituallas y aparejos, avería gruesa, demandas por
escrito, apelaciones, recusación de colegas y letras de cambio; estas ordenanzas fueron
confirmadas en 1560 por Felipe II154.
Por último, la ordenación general más importante lo constituyen las ordenanzas de
1737, de las cuales hay que hacer algunas consideraciones. En primer lugar, son el fruto
de una larga tradición y evolución legislativa peninsular que arranca de 1494 y que,
pasando por diversos momentos, tienen su culminación en ellas. De otra parte, las
ordenanzas de 1737 están influidas por las ordenanzas francesa de Marina de 1681, dada
por Luis XIV, con la influencia de Colbert y con la intervención del comerciante J.
Savary155. También la legislación mercantil castellana y la particular de las ciudades de
Barcelona, Sevilla y Burgos. En este sentido cabe destacar la legislación mercantil
castellana recopilada en el libro IX de la Novísima Recopilación, fruto de disposiciones
de Cortes o de los Consejos reales; el Libro del Consulado del Mar de Barcelona; las
ordenanzas consulares de Sevilla y Burgos, y desde luego, la literatura jurídica
mercantil156.
                                                
 151Véase nota 121.
 152Las primeras ordenanzas generales datan de 1531; 15-12-1560; 19-2-1672; 28-6-1675; 6-3-1679;
20-6-1688; 7-5-1731; 6-8-1737.  O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B i l b a o, Ob. cit.,
confirmaciones, cap. primero.
 153ZABALA Y ALLENDE, V.: Ob. cit., pág. 80.
 154GUIARD Y LARRAURI, T.:  H i s t o r i a   d e l   C o n s u l a d o . . ., nota 131, Vol. I, cap. V,
pág. 213-240.
Al parecer,las ordenanzas generales ratificadas por el gremio en 1531 no obtuvieron confirmación real
ni fueron publicadas. Las ordenanzas redactadas en 1554 y confirmadas en 1560 representan una revisión
de las ordenanzas de 1531. Están reproducidas por Guiard en la obra citada en la nota 131 en el Vol. I, pp.
582-598; las ordenanzas de 1554 en las pp. 598-621.
 155TORRES LÓPEZ,M.: “El proceso de formación de las ordenanzas de Bilbao de 1737”.  L a s   O r
d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B i l b a o. Academia de Derecho y Ciencias Sociales de
Bilbao. Escuelas Gráficas de la Santa Casa de Misericordia. Bilbao, 1931. pág. 55.
 156La literatura jurídica durante el siglo XVI, en lo que se refiere a los asuntos marítimos y
comerciales, se caracteriza, fundamentalmente, no por los temas que serán abordados sino por la forma de
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hacerlo. Es decir, la inmensa mayoría de los tratadistas, al menos los más representativos, invierten su
esfuerzo en definir, desde el punto de vista moral, la licitud o no de los tratos y contratos a la luz de la
teoría escolástica sobre la usura. De modo, que desde esta perspectiva, no son “obras mercantilistas” en
sentido estricto, sino que son enormemente eruditas sin que ello desvirtúe su valor jurídico. No estaban
dirigidas solamente a los comerciantes, sino que también se dirigían a personas doctas en teología y en
algunos casos concebidas como manuales de confesores; su lengua habitual era el latín.
De estas obras, pero dirigidas a los comerciantes y sin la carga erudita, se desglosaría otro grupo cuyo
primordial interés estriba en el desarrollo del tema de la “usura” abordado desde los cambios, préstamos,
intereses, o cualquier otro tipo de contrato. Algunas otras obras tratan temas, que sin ser propiamente
tratados jurídicos, abordan éstos desde su perspectiva legal.
En cuanto a la literatura jurídica marítima o mercantil indiana hay que señalar que se nutre,
fundamentalmente, de obras no específicamente dedicadas o surgidas al amparo del tráfico comercial
indiano sino que parten de tratadistas generales del Derecho castellano, probablemente incentivados por
la intensidad y particularidad de los problemas que conllevaba dicho tráfico. Habrá que esperar hasta el
siglo XVII, en que el Derecho Indiano alcanza su momento de madurez, para contar con auténticos
tratados de Derecho mercantil, terrestre o marítimo, propiamente indianos. A pesar de no ser un momento
de expansión económica, se va a producir la eclosión de las obras jurídicas indianas más importantes.
Importantes, no tanto por la cantidad como por la calidad, repercusión de dichas obras e influencia y
personalidad de sus autores. La lengua utilizada, por lo general, será el castellano. También van a perder,
en gran medida, el carácter erudito y moralizante que habían tenido en la época precedente. A pesar de
todo, se continuarán publicando obras en latín como prolongación de la tónica del siglo anterior, aunque
dejarán paso a otro tipo de literatura en que podríamos apreciar un elemento de análisis para, desde el
Derecho, tratar de corregir los defectos del sistema comercial y devolverle el esplendor que desde los
años veinte del siglo XVII había perdido; dentro de toda esta literatura habría que señalar a los arbitristas
de ese siglo.
Véase:
AVILÉS, F.:  N o v a   d i l i g e n s   a c   p e r   u t i l i s   e x p o s i t i o   c a p i t u m ,   s e u   l e g u
m   p r a e t o r i m ,   a c   j u d i c u m   s y n d i c a t u s   r e g n i   t o t i u s   H i s p a n i a e. Medina del
Campo, 1557
BAEZA, G.:  T r a c t a t u s   d e   d e b i t o r e   i n o p e   e x   C a s t e l l a n a   c o n s u e t u d i n e
c r e d i t o r i b u s   a d d i c e n d o. Granada, 1570. 3 vols.
MARIANA, J.:  D e   p o n d e r i b u s   e t   m e a s u r i s. Toledo, 1599
------, D e   m o n e t a e   m u t a t i o n e . s./l., 1609
PALACIOS DE SALAZAR, M. de.:  P r a x i s   t h e o l o g i c a   d e   c o n t r a c t i b u s   e t   r e s
t i t u t i o n i b u s. Salamanca, 1585.
ALBORNOZ, B.:  A r t e   d e   l o s   c o n t r a t o s. Valencia, 1573. Otra ed. Huete, 1573
AZPILCUETA, M.:  C o m e n t a r i o   r e s o l u t o r i o   d e   u s u r a s. Salamanca, 1556
-----, C o m e n t a r i o   r e s o l u t o r i o   d e   c a m b i o s. Salamanca, 1556
-----, M a n u a l   d e   c o n f e s o r e s   y   p e n i t e n t e s. Salamanca, 1557
MERCADO, T.:  S u m m a   d e   t r a t o s   y   c o n t r a t o s   d e   m e r c a d e r e s   d i v i d i d o
e n   s e i s   l i b r o s. Salamanca, 1569. Otra ed. Sevilla, 1571, adicionada en la 3ª ed. Sevilla, 1587;
Madrid, 1977, 2 vols. edición y estudio preliminar N. Sánchez- Albornoz.
VILLALÓN, C. de.:  P r o v e c h o s o s   t r a t a d o s   d e   c a m b i o s   y   c o n t r a t a c i o n e s
d e   m e r c a d e r e s   y   r e p r o b a c i ó n   d e   u s u r a s. Valladolid, 1541, 1545 y 1546. Otras ed.
Sevilla, 1542, Córdoba, 1546.
Obras del siglo XVII escritas en latín y con características similares a las del siglo XVI serían:
ALFARO, F.:  D e   o f f i c i o   f i s c a l i s. Madrid, 1606, 1639 y 1686.
MOLINA, C.:  T r a c t a t u s   c o m m e r c i o r u m   c o n t r a c t u m   e t   u s u r a r u m. Colonia,
1606
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Teniendo en cuenta, pues, la influencia de la legislación mercantil castellana y la
particular de las ciudades, las ordenanzas del Consulado de Bilbao no son un oasis en un
desierto, no representan una brusca transformación de la legislación mercantil, sino un
momento en el desarrollo progresivo de la misma, eso sí, con novedades, aunque no son,
en conjunto, algo totalmente nuevo. Su novedad radica en el hecho de representar la
primera recopilación conjunta del Derecho mercantil marítimo junto con el terrestre, tal y
como ya hace en su obra Hevia Bolaños157.
Las fuentes de las ordenanzas de 1737 fueron, tal y como se señala en su preámbulo,
ordenanzas anteriores158, con incidencia variable dependiendo de su importancia y
extensión, como las de averías de 1517; las de seguros de 1520; las generales de 1531; las
de pilotos de 1561. También pudieron tener su incidencia algunas otras ordenanzas no
confirmadas por el Rey pero si tenidas en cuenta por los redactores de las de 1737, como
las de 1588 que constaban de ciento siete capítulos159.
                                                                                                                                         
RODRÍGUEZ,G.:  D e   a n n u i s   e t   m e n s t r u i s   r e d i t i b u s. Medina del Campo, 1604
Escrita en castellano pero con las mismas características:
VÁZQUEZ DE ESPINOSA, A.:  C o n f e s i o n a r i o   g e n e r a l ,   l u z   y   g u í a . . . s u s   c a u
s a s   m o r a l e s   y   c i r c u n s t a n c i a s   c o n   l o s   t r a t o s   y   c o n t r a t o s   d e   l a s   I n d i
a s   d e l   P i r ú   y   N u e v a   E s p a ñ a . . . Madrid, 1623
Obras de arbitristas cabrían destacar:
CASTRO, J.: S a b i d o   e l   c o m e r c i o   q u e   l a   E u r o p a   t i e n e   e n   l a s   I n d i a s . . .
s./l., s/a.
PELLICER DE OSSAU, J.:  C o m e r c i o   i m p e d i d o   p o r   l o s   e n e m i g o s   d e   e s t a
m o n a r q u í a. Madrid, 1639
SUAREZ DE GAMBOA, J.:  A d v e r t e n c i a   d e   d a ñ o s   q u e   s e   s i g u e n   p a r a   e l   R
e a l   i n t e r é s   d e   S . M .   c o m o   e n   e l   d e   l a   N u e v a   E s p a ñ a . Madrid, 1621
Las obras más importantes de la literatura jurídica indiana:
HEVIA BOLAÑOS, J.:  L a b y r i n t h o   d e   c o m e r c i o   t e r r e s t r e   y   n a v a l ,   d o n d e
s e   t r a t a   d e   c o n t r a t a c i ó n   d e   t i e r r a   y   m a r . . . Lima, 1617; otras eds: dos en Madrid,
en 1619, Valladolid, 1623 y 1629. Junto con la  C u r i a   P h i l i p p i c a . . . Madrid, 1644 en
innumerables ediciones hasta 1841.
VEITIA LINAJE,J.:  N o r t e   d e   l a   c o n t r a t a c i ó n   d e   l a s   I n d i a s   o c c i d e n t a l e
s. Sevilla, 1672. Ed. por S. Chiappioni, Buenos Aires, 1945. Edición facsimilar, estudio preliminar de
Francisco de Solano, Ministerio de Hacienda. Madrid, 1981.
 157 Véase nota anterior.
 158“...teniendo como presentes, así dichos Reales Privilegios, como las referidas Ordenanzas
antecedentes, que son (además de otras que las precedieron) las confirmadas por los señores Reyes D.
Felipe Segundo, en quince de diciembre del año de mil quinientos y sesenta; D. Carlos Segundo, en diez y
nueve de febrero del de mil seiscientos setenta y dos; veintiocho de junio de mil seiscientos setenta y
cinco; seis de marzo de mil seiscientos setenta y siete; veinte de julio de mil seiscientos ochenta y ocho; y
D. Felipe Quinto (que Dios guarde) en siete de mayo de mil setecientos treinta y uno, y otros
instrumentos y papeles que nos han parecido conducentes”. Preámbulo de las Ordenanzas de 1737.
 159TORRES LÓPEZ, M.: Ob. cit., pág. 61
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Constan las ordenanzas de 1737 de 29 capítulos de los que la mayoría están basados en
legislación local160. Sin embargo, es clara la influencia de las Ordenanzas francesas para
el comercio de 1673 y para la Marina de 1681. En primer lugar, los propios redactores de
las ordenanzas bilbaínas afirman la utilización de ambos textos en las de 1737. Pero no
son estos los únicos testimonios. En la protesta de los comerciantes extranjeros ante la
promulgación de las ordenanzas del Consulado de 1737 y, sobre todo, en la contestación
del Tribunal a los alegatos de los extranjeros se habla repetidamente de la concordancia
de las Ordenanzas en cuestión con otras extranjeras, especialmente francesas, y aunque en
alguna ocasión se hace resaltar, en concreto, con la Ordenanza francesa para el comercio
de 1673161 y la de Marina de 1681, los comerciantes extranjeros creen que la
concordancia del artículo 20 de las bilbaínas está mal hecho en la interpretación de las
francesas162.
Por último, señalar que aún cuando se ha hablado de la importancia de las ordenanzas
de 1737 como primer Código Mercantil es necesario insistir en un aspecto. Es el primer
Código Mercantil que reúne la legislación marítima y terrestre acorde con la mentalidad
de la época. Es decir, es una reglamentación para la que el hombre como individuo centra
                                                
 160Agrupando por materias el contenido de las ordenanzas, Torres López alude en la pág. 62 de la
obra ya citada, las siguientes fuentes de ellas:
 J u r i s d i c c i ó n   d e l   C o n s u l a d o   y   c a r g o s   d e l   m i s m o: 1512, 1587, 1597, 1675,
1731, y en los generales de 1531, 1560, 1588 y presuntas de 1674 posiblemente iguales a las de 1560.
 A v e r í a   ( i m p u e s t o ): 1518, 1562 (alusión), 1563, 1635, 1678 y 1692 y en las generales ya
citadas.
 R í a   y   p u e r t o: 1611. En relación con ellos las de averías.
 S e g u r o s: 1520 y 1558 y las generales.
 A v e r í a s   g r u e s a   y   o r d i n a r i a: 1562 (alusión). Decreto del Consulado de 1635 y las
generales.
 L e t r a s   y   p a g a r é s: 1672, 1674, 1675, 1677, 1687, y 1688, y una disposición en las generales.
 P i l o t o s : 1562, 1596, 1612, 1644, 1665, 1681 y 1691.
 161“...como que no había algún número o artículo que hubiese dejado de estar arreglado o por la ley o
por práctica del mismo comercio, no solo en dicha villa sino en las potencias extranjeras... y porque el
artículo tercero del capítulo noveno, sobre no añadir en punto de libros alguno que no fuese
indespensablemente necesario a todo comerciante y por lo mismo conforme a derecho y práctica en
Bilbao y en todos los lugares de comercio del mundo, conducía a evitar la precisa confusión de no tenerle,
y los inconvenientes que se seguirían de ello, así a los que no los usasen, como a los que tratasen con ellos
por lo que había en el mismo establecimiento en sus reynos, y con mayor rigor en el de Francia”. Citado
por Torres López, ob. cit., pág. 64.
Con relación a las sociedades mercantiles se expresa en similares términos, como sucede con relación
a los seguros. Más explícito es cuando se refiere a la obligación de tener el libro mayor en que establece
la semejanza con “... las potencias extranjeras tienen la misma Ordenanza, y señaladamente la Francia en
el título 3 de los del año 1673, en el artículo I que dice: Los nogociantes y mercaderes, tanto por mayor
como por menor tendrán un libro que contendrá todos sus negocios, sus letras de cambio, sus créditos y
débitos, y últimamente el dinero empleado en el gasto de casa...”
 162“ Y porque el capítulo vente y dos, por si, y en lo que incluía el artículo veinte, era desarreglado e
imperceptible; pues aunque se había copiado del veinte y dos de las Ordenanzas de Francia, del año
pasado de mil seiscientos y ochenta y uno, se le había dado diversa inteligencia...”. Torres López, ob. cit.
pág. 66.
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los intereses económicos; esos intereses económicos individuales eran los que daban
carácter a la organización exterior del proceso económico y a la vida de los negocios163.
Los comerciantes que redactaron las ordenanzas del Consulado, pretendieron agotar la
materia de su especialidad y entendieron que en ellas se encontraba la solución a cuantos
problemas pudiese plantear el comercio conforme a sus criterios: “... a cuyo fin se havían
nombrado de conformidad seis personas de los comerciantes de esa villa los más
prácticos, e inteligentes, y de mejor concepto, para que con vista de todas las
antecedentes, antiguas, y modernas de las reales cédulas citadas, confirmaciones
posteriores, y los demás papeles, e instrumentos, y casos prácticos, que necesitasen; y que
tomando de todo lo que huviesen menester, las formasen, y dispusiesen con expresión, y
comprehensión a todos los casos, y cosas, que en lo natural, y regular del Comercio
pudiesen ofrecerse”164. Por tanto, repasando las ordenanzas podemos comprender de
forma exacta lo que en su época significaba la totalidad del Derecho de los comerciantes.
Sin embargo, cotejando el contenido del Código de Comercio se pueden echar en falta
instituciones como la Bolsa, las compañías anónimas, los Bancos, el depósito, o los
préstamos.
En 1737 ya existían todas las instituciones antes mencionadas con raíces antiguas,
algunas de ellas. Sin embargo, el hecho de que no consten en las ordenanzas de 1737 es
precisamente porque todas ellas se entrelazan formando el entramado jurídico del
comercio moderno en que el negocio bancario se corresponde con operaciones realizadas
por una clientela que nada tiene que ver con el comerciante que, tratadistas del Derecho,
definieron desde el siglo XVI al XVIII, y que era el que movilizaba el tráfico comercial,
el que formaba parte de los Consulados y el que redactaba sus ordenanzas165.
El Consulado de Sevilla
Tras el descubrimiento de América, en mayo de 1493, se nombra a Juan Rodríguez de
Fonseca, Arcediano de Sevilla y Capellán de la Reina, para que cooperase con Colón en
los preparativos del segundo viaje; se había dado el primer paso para el desarrollo de un
sistema administrativo tendente a la fiscalización del comercio y la navegación entre
España y las tierras recién descubiertas166. Sin embargo, con la creciente corriente
comercial se hizo necesaria la creación de una institución que centralizase todos los
aspectos concernientes al monopolio comercial; ésta no fue otra que la Casa de la
Contratación creada en 1503 y, probablemente, inspirada por el mismísimo Rodríguez de
Fonseca.
                                                
 163ELÍAS Y SUÁREZ, A.: “Una excursión a través de las instituciones jurídicas contenidas en las
ordenanzas del Consulado de Bilbao”. En  L a s   O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B i l b a
o. Escuelas Gráficas de la Santa Casa de Misericordia. Bilbao, 1931, pág. 79 y ss.
 164 C o n f i r m a c i ó n   r e a l   d e   l a s   O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B i l b a o
d e   1 7 3 7 .  A.G.I., Consulados, libros 33, fol. 2.
 165SOLÓRZANO PEREIRA, J.: Ob. cit. Libro VI, capítulos VII-XVII.
HEVIA BOLAÑOS, J.: Ob. cit. Libro I, cap. I, nº 3 y ss.
 166HARING, C.H.: Ob. cit., pág. 29 y ss.
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Así, con las ordenanzas fechadas en 20 de enero de 1503 en Alcalá de Henares,
comienza la andadura del primer cuerpo administrativo radicado en la Península, que
nacía con vocación de ser una “casa de comercio”; un centro que fomentase el trato de la
Corona con las Indias. En sus almacenes se recogían las mercancías y abastos navales; sus
funcionarios debían mantenerse en contacto con los factores reales radicados en Indias;
observaban la situación del mercado y, en función de ello, compraban y vendían para
beneficio de la Corona. Por último, llevaban registro sistemático y pormenorizado de
todas sus transacciones167.
Aunque la Casa de la Contratación, en un principio, pudo tomar como ejemplo para su
funcionamiento a la Casa da India fundada por los portugueses para comerciar con la
India, pronto hubo de adaptarse a la realidad: no se podía mantener el monopolio de la
Corona y se había de dar paso a la iniciativa privada. Por sí misma, no podía abastecer las
nuevas tierras para conseguir su desarrollo.
Los cometidos de la Casa fueron muy amplios: llevaban los libros registros respecto al
ingreso y descargo del tesoro real; control sobre la emigración a las Indias; registro de
cargamentos, instrucciones para los capitanes de mar; control sobre los bienes de difuntos
en América; inspección de barcos; expedición de licencias; control de la correspondencia
a través del Correo Mayor; también se constituyó en oficina hidrográfica, y escuela de
navegación, etc.
Pero el aspecto que aquí más nos interesa resaltar, es la faceta jurisdiccional de la
Casa. Los miembros de la Casa de Contratación actuaron, casi desde sus inicios, como
tribunal de justicia en casos que implicaban infracciones a sus reglamentos, o litigios
entre comerciantes y marinos que hacían el comercio a Indias. Constituían un tribunal
similar a los Consulados existentes hasta ese momento en Burgos o Barcelona.
Como los negocios controlados por la Casa de Contratación iban en aumento se hizo
indispensable ir regulando su jurisdicción tanto ordinaria, en lo civil y criminal, como
privilegiada, en lo mercantil o comercial; la razón de ello era los continuos roces con las
justicias ordinarias de la ciudad de Sevilla y de la audiencia de los Grados sevillana. Por
otra parte, los comerciantes o tratantes de Indias ya vislumbraban la necesidad de contar
con un Consulado propio que ordenase las operaciones y los contenciosos entre
mercaderes como lo tenía la ciudad de Burgos y, desde 1511, la ciudad de Bilbao.
El día 26 de septiembre de 1511, doña Juana otorgó una real provisión y ordenanza
aclarando la jurisdicción de la Casa: entendería de las diferencias o debates entre
“tratantes y mercaderes y sus factores, maestres, contramaestres, calafates o personas que
tengan compañías, fletes, seguros de navíos o contratos”. Los pleitos se resolverían “breve
y sumariamente, sin figura de juicio, la verdad sabida como lo pueden hazer en sus causas
y mercaderías los cónsules de los mercaderes de Burgos conforme a la pragmática que
cerca dello tienen”. También les competía las causas civiles y criminales de todo lo
relativo al apresto de navíos y su guarda, echazones de mercaderías, etc. Es decir, se les
otorga la jurisdicción mercantil que desde 1494 se había separado en Castilla de la
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ordinaria, tal y como la tenía concedida el Consulado de Burgos. También la jurisdicción
civil y criminal en lo relativo a los aprestos de navíos y echazones168.
En realidad la Casa de la Contratación, en sus primeros años de vida, se convierte en
un organismo que transciende lo puramente administrativo para centralizar todo el
intercambio oficial y particular que se hiciese con las Indias, añadiéndose a ello la
administración de justicia. Con el paso de los años, y la creación del Consejo de Indias
primero, y del Consulado de Sevilla después, se vio aligerada de alguna carga aunque no
será hasta 1583 cuando quede perfectamente perfilada la vida de la institución169.
Sin embargo, los roces de competencias con las justicias ordinarias de la ciudad de
Sevilla por las causas civiles y criminales persistieron, y el 10 de agosto de 1539, Carlos
V, dio una Real Provisión y ordenanzas sobre la jurisdicción de la Casa. En ella se hace
especial mención, por las personas que participaron en su elaboración, que está gestada
por el Consejo de Estado y no por el Consejo de Indias; en su capítulo primero se
establece que la Casa entendería de los pleitos civiles y criminales derivados de la
ejecución y cumplimiento de las ordenanzas otorgadas por los reyes sobre la contratación,
navegación y hacienda real. Las apelaciones de los pleitos de más de 40.000 maravedíes
pasarían al Consejo de Indias, mientras que las menores irían a la audiencia de los Grados
de Sevilla170.
En las causas criminales, los capítulos IV y V estipulaban que la ejecución de las penas
a los transgresores de las ordenanzas y provisiones reales relativas a la contratación y
navegación correspondía a la Casa y no a las justicias ordinarias. Los delitos, hurtos etc.
cometidos en los viajes de ida o venida de las Indias, mientras se estuviera en los navíos o
de las mercancías mientras no se hubiesen depositado en la Casa, corresponderían a ésta.
Cuando las penas llevasen aparejada muerte o mutilación se remitirían al Consejo de
Indias. Si el delito se cometía o se descubría después del desembarco, los particulares
podían optar por la jurisdicción de la Casa o de las justicias ordinarias de Sevilla 171.
                                                
 168ENCINAS, D.:  C e d u l a r i o   I n d i a n o, T. III, fol. 144.
 169 En 1583 ya se ha separado definitivamente la jurisdicción mercantil de la Casa habiendo pasado
desde 1543 al recién creado Consulado de Sevilla. La Casa queda exclusivamente con la jurisdicción
ordinaria civil y criminal:
Cap. I. se le concede a la Casa dos jueces letrados “guardando el estilo que se tiene en la nuestra
audiencia de grados de la dicha ciudad de Sevilla”.
Cap. II. Se elimina de las apelaciones a la audiencia de los Grados en causas de cuantía menor de
40.000 maravedíes, siendo la vista y la revista en la Casa. El Presidente de la Casa estaría en la revista
con voto en los pleitos civiles de 150.000 maravedíes arriba; en los civiles superiores a 600.000
maravedíes, las apelaciones irían al Consejo de Indias.
Cap. III. Las causas criminales en vista y revista quedarían en la Casa salvo en los “commisos” y en
los casos en que concurriese muerte natural, mutilación de miembro, pena corporal, vergüenza pública o
tormento que irían en apelación de primera sentencia al Consejo de Indias.
 R e a l   P r o v i s i ó n   y   O r d e n a n z a s dadas por Felipe II en El Pardo a 26 de noviembre de
1583. ENCINAS, D.:  C e d u l a r i o   I n d i a n o, T. III, fol. 138-39.
 170   I b i d e m,  R e a l   P r o v i s i ó n   y   O r d e n a n z a   d e   1 0   d e   a g o s t o   d e   1 5 3 9
T. III, fol. 142-144.
 171 I b i d e m, T. III, fol. 142-44, cap. IV y V.
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En cuanto a la justicia mercantil se hace la precisión de la obligación que los factores
tenían de acudir a la ciudad de Sevilla a rendir cuentas a los mercaderes de los negocios
realizados en las Indias, como se establecía en la Real Provisión de 1514, sin introducir en
ella ninguna novedad172.
Finalmente, por real provisión dada por Carlos V en Valladolid, el 23 de agosto de
1543 se autoriza la creación del Consulado de Sevilla, el nombramiento de prior y dos
cónsules y se les asigna la jurisdicción privilegiada en lo mercantil “sobre cosas tocantes
y dependientes a las mercaderías que se llevaren o embiaren a las dichas nuestras Indias o
se traxeren dellas y entre mercader y mercader y compañía y factores, así sobre compras y
ventas, cambios y seguros, y cuentas y compañías que ayan tenido y tengan, como sobre
fletamientos de naos y factores que los dichos mercaderes, y cada uno dellos ovieren dado
a sus factores. Assí en estos reynos como en las Indias, y de todas las otras cosas que
acaecieren y se ofrecieren de aquí adelante: tocantes al trato y mercadería de las dichas
Indias de que hasta agora han podido y pueden conocer los dichos nuestros oficiales que
residen en la dicha ciudad de Sevilla, en la Casa de la Contratación de las Indias...”173.
Con esta real provisión se ponía fin a la jurisdicción mercantil de la Casa. Ésta se desplaza
a la institución consular, como tradicionalmente se había estado haciendo en la Corona de
Castilla desde 1494.
A partir de ese momento los mercaderes integrados en la Universidad sevillana
comienzan la elaboración de sus ordenanzas, pero ya cada año podían contar con el
nombramiento de un prior y dos cónsules para llevar a cabo la tarea jurisdiccional, al
estilo que se hacía en el resto de los Consulados castellanos174. Las apelaciones a las
causas se dilucidarían en la Casa de la Contratación con un oficial nombrado por la
Corona y asesorado por dos mercaderes nombrados por el Consulado; si ellos
confirmaban la sentencia dada por prior y cónsules, ésta adquiría el carácter de firme sin
                                                
 172 I b i d e m, T.III. fol. 142-144, cap. III.
 173 I b i d e m,  R e a l   P r o v i s i ó n   d e   2 3   d e   a g o s t o   d e   1 5 4 3. T.III, fol. 167-170.
Curiosamente, si aceptamos las noticias que Antonio de Herrera en su obra  H i s t o r i a   g e n e r a l
d e   l o s   h e c h o s   d e   l o s   c a s t e l l a n o s   e n   l a s   i s l a s   d e   t i e r r a   f i r m e   d e l   m
a r   o c é a n o nos suministra, la Casa de la Contratación, en 1525, ya habría pedido al Rey “que diese
facultad para elegir los mercaderes cargadores entre sí, Prior y Cónsules, de la misma manera que se hacía
en Burgos”. Década Tercera, libro séptimo, capítulo primero.
Sin embargo, en ninguna otra fuente consultada hemos hallado referencia a la petición reseñada por
Herrera. Veitia Linage en su  N o r t e   d e   l a   C o n t r a t a c i ó n   d e   l a s   I n d i a s   O c c i d e n t
a l e s, Libro I, cap. XVII, núm. 3 y siguientes, da como primera fecha para la creación del Consulado
sevillano la de 23 de agosto de 1543 sin hacer referencia a otros antecedentes.
Véase VILA VILLAR, E.:”Algunas consideraciones sobre la creación del Consulado de Sevilla”. En
A c t a s   d e l   C o n g r e s o   d e   H i s t o r i a   d e l   D e s c u b r i m i e n t o. Real Academia de la
Historia. Madrid, 1992. T. IV, pp. 53-65.
La Real Provisión original de creación del Consulado se encuentra en el Archivo General de Indias y
fue publicada por Real Díaz, J.J.: “El Consulado de cargadores a Indias; su documento fundacional”.  A r
c h i v o   H i s p a l e n s e. Sevilla, 1968, tomos XLVIII-XLIX, núms. 147-152.
 174“...por estilo de entre mercaderes, sin libelos ni escriptos de abogados, salvo solamente la verdad
sabida y la buena fe guardada como entre mercaderes sin dar lugar a luengas de malicia, ni a plazos ni
dilaciones de abogados...”. ENCINAS, D.:  C e d u l a r i o   I n d i a n o.   R e a l   P r o v i s i ó n   d e   2
3   d e   a g o s t o   d e   1 5 4 3. T. III, fol. 169.
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posibilidad de nuevo recurso o apelación, y era la propia Casa quien se encargaba de su
ejecución175.
La creación del Tribunal mercantil hispalense supuso el refrendo a los mercaderes de
la Universidad de Sevilla que venían ejerciendo el comercio antes del descubrimiento de
América, si bien el comercio ultramarino, por su magnitud, se convirtió en la actividad
principal o única de muchos de ellos176. La Universidad de Mercaderes parece que no
contó con un reglamento específico a diferencia de otras instituciones gremiales aunque
aglutinó a los mercaderes que más tarde formaron parte del Consulado e, incluso,
ocuparon cargos de prior o cónsules.
No cabe duda de que los comerciantes salieron reforzados con la creación de la
institución. Era algo suficientemente probado en otras ciudades castellanas dedicadas
principalmente al comercio, que los Consulados dinamizaban las transacciones
comerciales. A la vez, eran un núcleo de poder de los comerciantes que en muchas
ocasiones tenían intereses divergentes con la Corona. En el caso sevillano, los
comerciantes tuvieron que hacer frente a los numerosos “préstamos forzosos” que la
Corona tomaba de las remesas de metales preciosos que llegaban a Sevilla con destino a
particulares177. El daño que estas incautaciones hacían al comercio lo trataban de paliar
con la obtención de privilegios. En esta tensión hay que encuadrar la petición y posterior
obtención del privilegio de creación del Tribunal sevillano.
El Consulado se crea tomando como modelo el de la ciudad de Burgos, su sede sería la
propia Casa de la Contratación a la que estaría permanentemente vinculado. La
independencia del Consulado fue relativa porque siempre estuvo supeditado a la Casa: la
ejecución de sus sentencias correspondía a los oficiales de la Casa, las apelaciones se
hacían a ella, y según se fue haciendo más compleja la vida consular debía rendir cuentas
sobre el cobro de diferentes impuestos en la Contratación.
Las audiencias eran los lunes, miércoles y viernes de 9 a 11 de la mañana en invierno,
y de 8 a 10 en verano. Si el asunto era lo suficientemente importante podía seguirse la
sesión por la tarde otras dos horas178. Las actividades que realizaba durante esos días eran,
por una parte, las internas propias de la organización y estructura de la institución. Por
otra parte, actividades relacionadas con la profesión o actividades gremiales, actividades
judiciales, actividades financieras, y actividades relacionadas con el tráfico mercantil179.
                                                
 175 I b i d e m, T. III, fol, 169.
 176HEREDIA HERRERA, A.: “El Consulado de mercaderes de Sevilla, una institución “retrasada”
del descubrimiento”. En  A c t a s   d e l   C o n g r e s o   d e   H i s t o r i a   d e l   d e s c u b r i m i e n t
o. Real Academia de la Historia. Madrid, 1992. T. IV, pág. 39 y ss.
 177VILA VILLAR, E.: ob. cit., pág. 58.
 178 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 5 6. Cap. 9, en HEREDIA
HERRERA, A.: “Las ordenanzas del Consulado...”.
 179HEREDIA HERRERA,A.:”Apuntes para la historia del Consulado de la Universidad de
cargadores a Indias, en Sevilla y en Cádiz”.  A n u a r i o   d e   E s t u d i o s   H i s p a n o a m e r i c a n
o s. Sevilla, 1970. T. XXVII, pág. 25 y ss.
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En cuanto a las actividades internas fueron las inherentes a la organización de la
entidad: nombramiento de prior y cónsules y de otros funcionarios; organización de sus
archivos, y actuaciones referidas a las cuentas de cobros de impuestos, etc. De todas estas
actividades destaca, por su importancia, la elección de prior y cónsules que había de
hacerse los días 2 de enero de cada año, tal y como se regula en los cinco primeros
capítulos de las ordenanzas. Sin embargo, durante el siglo XVII hubo muchos años que se
siguió de forma irregular el nombramiento de las autoridades consulares. En los primeros
años del siglo se suspendió el nombramiento numerosas veces por orden del Consejo “por
estar pendientes los ajustamientos de algunos negocios graves, que convenía continuarse
con aquellas mismas personas que se hallaban ya instruidas, y enteradas dellos, o por
otras razones...”180. En otras ocasiones, la alteración fue una prórroga de los cargos por
otro año, o la suspensión de la elección por unos días. En cualquier caso, parece que los
comerciantes, cuando se les daba opción de expresar su parecer, optaban por seguir con
los nombramientos de la forma tradicional contenida en las ordenanzas181. Reconstruidas
las listas de prior y cónsules desde 1552 hasta 1600, se pone en evidencia que en ellas no
figuran extranjeros en los cargos directivos, y que existe repetición de algunos nombres o
de algunas sagas familiares, lo que bien podía representar que una pequeña minoría
ejercía una clara influencia en la institución consular182.
Durante el siglo XVII la aristocracia hispalense no rechazó las actividades mercantiles
y los responsables del comercio fueron vinculándose cada vez más con la nobleza. El
dinero obtenido del comercio les servía para adquirir hábitos y cargos municipales, así
como para realizar uniones matrimoniales ventajosas. No hay que olvidar que el
“mercader” que realizaba el comercio al mayor estaba poniendo en práctica una actividad
útil a la república, no así el que se dedicaba al “menudeo”183. Como dato curioso, cabe
resaltar que en la segunda mitad del siglo XVII eran escasos los priores y cónsules que no
habían ingresado en alguna orden militar como la de Santiago, la más codiciada, o la de
Calatrava. También era frecuente compatibilizar las tareas consulares con cargos de
gobierno municipal como los de alcaldes mayores o veinticuatro184.
En el siglo XVIII los hombres que regían el comercio sevillano y el Consulado
hispalense tenían las mismas características ya señaladas para los mercaderes del XVII.
Muchos de ellos pertenecían a las mismas familias que tradicionalmente se habían
dedicado al comercio, habiendo sido sustituidos los padres por los hijos en los cargos
                                                
 180VEITIA LINAGE,J.: N o r t e   d e   l a   c o n t r a t a c i ó n   d e   l a s   I n d i a s   O c c i d e n t a
l e s. Ed. Francisco de Solano. Ministerio de Hacienda. Instituto de Estudios Fiscales. Madrid, 1981.
Libro I, cap. XVII, núm.9.
 181 I b i d e m, L.I, Cap. XVII, núm. 10 y 11
 182HEREDIA HERRERA, A.: “Historia de un depósito documental: el archivo del Consulado de
cargadores en Sevilla”.  A c t a s   d e   l a s   I I   J o r n a d a s   d e   A n d a l u c í a   y   A m é r i c a.
Sevilla, 1983, pág 497 y ss.
 183HEVIA BOLAÑOS, J.:  C u r i a   F i l í p i c a. Primera edición Madrid,1644. En el  C o m e r c i
o   T e r r e s t r e, libro primero, capítulo primero.
 184HEREDIA HERRERA, A.: “Los dirigentes oficiales del Consulado de cargadores a Indias”.  A c t
a s   d e   l a s   I I I   J o r n a d a s   d e   A n d a l u c í a   y   A m é r i c a. Sevilla, 1985, pág 22 y ss.
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consulares; la mayoría perteneciente a familias adineradas, de alguna orden militar, y
desempeñando oficios públicos en el municipio185.
Otras actividades que realizaba el Tribunal sevillano consistían en las propiamente
corporativas mediante juntas particulares o juntas generales en que se trataban los
intereses y derechos de sus miembros, labores de carácter benéfico como el socorro a
mercaderes necesitados o sus familias; de carácter religioso con la asistencia a actos
litúrgicos, celebración de misas, como la del Espíritu Santo para pedir su inspiración antes
de la elección de prior y cónsules, o para pedir la ayuda divina en la feliz arribada de la
flota, etc. También es notorio el esfuerzo realizado, en los últimos años de vida del
Consulado, de la creación de una escuela de comercio donde se enseñaría geografía,
química, o los principios de maquinaria e hidráulica186.
Otra faceta importante es la referida al control que la institución hacía sobre las
incautaciones o “préstamos” forzosos que la Corona tomaba de los particulares y devolvía
mucho tiempo más tarde con la promesa de que no volvería a suceder y con un interés
bajo. En otras ocasiones se le requería directamente para que hiciese préstamos al Estado
en momentos de crisis a cambio de licencias y mercedes a los mercaderes187.
Por lo que se refiere al control del tráfico comercial con las Indias, el Consulado
asumió desde su creación la mayor parte de los cometidos que tenía la Casa de la
Contratación como hacer armadas o despachar navíos a Indias o tener personas en la
Corte188. Tras la desaparición de la Casa en 1790 otras de sus funciones pasaron a ser
realizadas por el Consulado de Cádiz.
Pero lo verdaderamente importante que realizó el Consulado hispalense, a semejanza
de los otros tribunales consulares, fue su tarea jurisdiccional. Precisamente, uno de los
motivos que movió a la Corona a su creación fue “para que determinassen todos los
pleytos, y diferencias, que huviere entre los tratantes en Indias”189. El eje central de la
jurisdicción concedida a semejanza del burgalés, pivota en torno a las “mercaderías”.
Todos los negocios de compra, venta, cambio, seguros o transportes de las mismas entre
Sevilla y las Indias eran los que producían los pleitos entre los mercaderes y por tanto su
jurisdicción correspondía al Consulado, como ya se ha expuesto en páginas anteriores190.
                                                
 185HEREDIA HERRERA, A.:  S e v i l l a   y   l o s   h o m b r e s   d e l   c o m e r c i o   ( 1 7 0 0 - 1
8 0 0 ). Sevilla, 1989, pp. 143 y ss.
 186HEREDIA HERRERA, A.: “Apuntes para la historia...”, pág. 245.
 187Parece que la cantidad de acreedores era tan grande y las quejas tan numerosas que se creó dentro
del Consejo de Indias, en el siglo XVIII, la llamada Junta de Prorrateo, cuya misión específica era
resolver el pago de las cantidades adeudadas a los comerciantes sevillano.
Cfr. nota 84 del trabajo citado en nota anterior.
 188 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 5 6. Cap. 14.
 189 P e t i c i ó n   d e   l o s   c ó n s u l e s   s e v i l l a n o s   i n s e r t a   a   l a s   O r d e n a n z a s
d e   1 5 5 6. Ed. citada en nota 178.
 190 R e a l   P r o v i s i ó n   d e   1 5 4 3. ENCINAS, D.:  C e d u l a r i o   I n d i a n o, T. III, fol.
167-170
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La justicia mercantil se administraría como tradicionalmente se venía haciendo: breve,
sumaria, la verdad sabida y sin intervención de abogados. Sin embargo, la Corona,
entendiendo que los negocios que podían llegar al Tribunal eran de gran importancia y
envergadura, autoriza a que prior y cónsules puedan asesorarse de un letrado, al que
pagaría sus honorarios191. Los diferentes casos que habían de ser resueltos ante la justicia
mercantil podían serlo mediante el voto conforme de prior y dos cónsules, o bien con la
resolución conforme de sólo dos de ellos aunque, en este caso, habría de ser firmada por
los tres. Caso de que uno de ellos, o prior o un cónsul, estuviese ausente, podían
administrar justicia los otros dos miembros que fuesen presentes. Si los dos presentes no
llegaban a un acuerdo a la hora de dictaminar, habían de reunirse con el prior o cónsul
más antiguo del año anterior para que al menos hubiese dos de ellos en acuerdo192.
Las apelaciones, según se ha expuesto en páginas precedentes, iban a la Casa de la
Contratación en donde las veía un oficial, nombrado expresamente por la Corona,
asesorado por dos mercaderes. Si la sentencia era coincidente con la del Consulado, se
convertía en sentencia firme. La ejecución de la misma correspondía a los funcionarios de
la Casa; contra esta segunda sentencia conforme no existía posibilidad de apelación. Por
contra, si la sentencia de la Casa era revocatoria de la emitida por prior y cónsules, y
alguna de las partes quería apelar, la Casa “retorne a reveer conociendo del tal negocio”,
sin que, para la nueva sentencia, existiese posibilidad de apelación193. La ejecución de la
sentencia correspondía a prior y cónsules a través del ejecutor y alguacil de la Casa.
Finalmente, hacer referencia al papel “recaudatorio” que ejerció. Por una parte,
realizaba el cobro de cantidades que gravaban sobre las mercancías y cuya finalidad era
acrecentar las arcas reales; de estas cantidades había de dar cuenta anualmente a la Casa
de la Contratación. De otra, recaudaba cantidades, que no podían ser consideradas
“impuestos”, que eran destinadas a las mejoras de instalaciones de los propios
comerciantes como el de almacenado, el de diputación, etc., o bien, la avería que servía
para el pago de las “medidas de seguridad” del comercio mediante la guarda de la flota, y
que cobró el Consulado hasta su supresión en 1660. Por ultimo, la avería consular, o
blanca al millar, que se recaudaba para el pago de los gastos propios del Consulado como
los sueldos de los funcionarios, servicios, limosnas y obras pías194.
Estrechamente vinculada a la vida del Consulado hay que poner de relieve la rivalidad
entre Sevilla y Cádiz. Desde el segundo viaje de Colón, y por un decenio, el puerto
gaditano fue el preferido para realizar el tráfico indiano. Con el establecimiento de la Casa
de la Contratación en Sevilla queda designado oficialmente el puerto sevillano como el
único para centralizar los negocios mercantiles con Indias. Esta situación se mantuvo
hasta 1717 en que nuevamente se resolvió a favor de Cádiz. Bien es cierto, que en alguna
medida Cádiz siempre disfrutó de un trato privilegiado, como el derecho a despachar un
número determinado de toneladas, el desplazamiento de juez oficial de la Casa, la
                                                
 191 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 5 6, cap. 16.
 192 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 5 6. cap. 10 y 13.
 193 R e a l   P r o v i s i ó n   d e   c r e a c i ó n   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 4 3.
C e d u l a r i o   I n d i a n o. T. III, fol. 169.
 194 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 5 6, cap. 20 y 21.
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creación del Juzgado de arribadas, la creación de su correduría mayor de Lonja o el
establecimiento de su aduana en 1693 independiente de Sevilla 195.
El día 12 de mayo de 1717, Felipe V, trasladó el Consulado hispalense a la ciudad de
Cádiz junto con la Casa de la Contratación, con la consiguiente protesta de los sevillanos
que veían reducido su influjo en las tramas del comercio indiano. Realmente, las razones
geográficas habían pesado a la hora de hacer el traslado; todas las expediciones y flotas se
armaban en Cádiz y las principales naciones de comerciantes flamencos, genoveses,
franceses, etc. tenían representaciones y mantenían contactos, desde allí, con sus países de
origen.
Sin embargo, Sevilla no se conformó. En 1722 se nombró una junta para examinar el
problema presidida por el Marqués de Miraval, siendo secretario Jerónimo de Ustáriz.
Cada una de las ciudades, a través de sus representantes, defendió su primacía; alegó
Cádiz, la comodidad de la navegación en su bahía frente a los peligros de la barra de
Sanlúcar y la poca profundidad del Guadalquivir; Sevilla minimizaba las dificultades de
navegación del Guadalquivir frente a la seguridad que ofrecía su puerto resguardado de
los ataques enemigos. La Junta dictaminó a favor de Sevilla, y por real cédula de Luis I,
en 1725, se ordenaba que la Casa volviese a Sevilla. La protesta de Cádiz fue inmediata y
consiguió que Felipe V, en 1727 dejase sin efecto lo acordado anteriormente,
permaneciendo en Cádiz ambas instituciones, hasta su extinción196.
Una nueva etapa se inició, para el Consulado de Sevilla, con total independencia de la
institución trasladada a Cádiz, tras las reformas borbónicas y la creación de nuevos
Consulados al albur del Reglamento de Comercio Libre. En el año 1784 se crea un
Consulado en Sevilla al que los historiadores han denominado Consulado Nuevo, con el
fin de distinguirlo del antiguo creado en 1543. Esta nueva etapa del Consulado sevillano
se caracteriza, en primer lugar, por la procedencia del mismo; el antiguo, al igual que sus
homónimos, se crea a instancias de los mercaderes para resolver los asuntos inherentes al
comercio. Éste, igual que el resto de Consulados dieciochescos, se crea a instancias de la
Corona, como ya se ha expuesto en páginas precedentes. El aumento del comercio no fue
el único objetivo de estas nuevas instituciones; el fomento de la industria y la agricultura
ocuparon buena parte de su quehacer, y los miembros que lo componían no eran
exclusivamente comerciantes, sino que también había hacendados, industriales, navieros,
etc.197.
La pretendida intensificación del tráfico entre Sevilla y América no se produjo; Cádiz
fue la beneficiaria directa del descenso del intercambio con el puerto sevillano 198. Las
medidas del comercio libre y la creación del Consulado Nuevo de Sevilla tuvieron escasa
incidencia sobre el tráfico del puerto de Sevilla, pudiéndose afirmar que las instituciones
                                                
 195HEREDIA HERRERA, A.: “Apuntes para la historia del Consulado...”. pág. 228-229.
 196 I b i d e m, pág 229.
 197 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 7 8 4. Cap. 1. A.G.I.,  C o n s u
l a d o s, Libro 34 bis, fol.2.
 198HEREDIA HERRERA, A.: “El Consulado nuevo de Sevilla y América”.  A c t a s   d e   l a s   V
J o r n a d a s   E s p a ñ a - A m é r i c a. Sevilla, 1986, pág. 292 y ss.
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creadas para contribuir al fomento de la economía regional sevillana y, en general, del
área bajoandaluza, fueron un fracaso199.
Siguió siendo, como antes lo fue el Consulado Viejo, un apoyo económico para la
Monarquía, especialmente en los gastos derivados de guerras -con Francia- o la
contribución a los gastos de las expediciones enviadas para detener la independencia
americana aunque, en algún caso, tuvo que recurrir a la contribución de otras personas y
estamentos no matriculados en el comercio. Finalmente, la vida de la institución se
extinguió en 1860200.
Las ordenanzas
Tal y como ya se ha expuesto en líneas precedentes, las primeras ordenanzas datan de
14 de julio de 1556. El documento original, conservado en el archivo del Consulado
estuvo en Sevilla hasta 1717 en que se trasladó la mayor parte de la documentación de la
institución a la ciudad de Cádiz, junto con la institución misma. El archivo del Consulado
pasó desde su ubicación gaditana al Archivo General de Indias a principios de siglo. La
real provisión confirmatoria de las ordenanzas, fue a parar al Archivo de Indias separada
de los fondos del Consulado y, junto a otros documentos procedentes de la Biblioteca
provincial de Cádiz, formó parte de un legajo denominado “Papeles Curiosos”201.
La necesidad de redactar las ordenanzas y dejar perfectamente delimitadas las
funciones del Tribunal consular quedó patente en la propia real provisión de creación del
mismo, de fecha 23 de agosto de 1543202. A pesar de que todos los años se elegían prior y
dos cónsules, el Consulado se quejaba de la falta de precisión y detalles para su
organización y funcionamiento y de la falta de recursos para sostener a la institución. De
modo, que los mercaderes solicitan de la Corona se les autorice a elaborar unas
ordenanzas que posteriormente redactaron con la ayuda de Hernán Ruiz, y revisión del
Consejo de Indias, teniendo como modelo inmediato las del Consulado de Burgos. Salvo
algunas modificaciones, fueron aprobadas y confirmadas por real provisión fechada en
Valladolid en 14 de agosto de 1556203.
                                                
 199TINOCO RUBIALES, S.: “El Consulado nuevo de Sevilla y el comercio libre: un balance en
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Fundación Banco Exterior. Madrid, 1987, pág. 119.
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 201HEREDIA HERRERA, A.: “Las ordenanzas del Consulado...”, pág. 150.
 202 C e d u l a r i o   I n d i a n o, III, fol. 169. En la Real Provisión de 23 de agosto de 1543 se dice:”
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A esta Real Provisión se une la petición de los mercaderes solicitando ordenanzas para el Consulado
tal y como ya las tenían Valencia y Burgos. Además se añade la licencia real al prior y cónsules de la
Universidad de mercaderes de Sevilla para elaborar las ordenanzas junto con el personal del Consejo de
Indias. Todo ello forma cuerpo con las ordenanzas de 1556 posteriormente confirmadas en 1681.
 203HEREDIA HERRERA, A.: “Las ordenanzas del Consulado...”.
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Las ordenanzas sevillanas, en lo que atañe a la organización del Tribunal, jurisdicción
y elección de prior y cónsules no presenta novedades con respecto a sus homónimas
burgalesas de 18 de septiembre de 1538, que fueron tomadas como modelo. La
innovación se presenta en lo referente a la parte aseguraticia de las mercancías. Tomando
como referencia la única póliza general inserta en las ordenanzas de Burgos de 1538, se
perfecciona y se hacen tres: una general de ida a Indias sobre mercaderías, excepto
bestias, esclavos, cascos, aparejos, fletes y artillería de las naos204; una segunda póliza
general de venida de Indias en que las limitaciones a la póliza no estriban en la calidad de
la mercadería, para la que no hace ninguna excepción, sino que las precisiones y
limitaciones estriban en el trayecto a seguir desde el puerto de carga hasta su llegada a la
Península205; una tercera póliza general sobre cascos de los navíos que realizaban la
carrera de Indias sin limitación de entradas y salidas de puertos206.
Pero quizás, la perfección en los seguros no radica tanto en las pólizas como en los 33
capítulos de ordenanza dedicados a regular las obligaciones y derechos de los asegurados
y de los aseguradores sobre las mercaderías y naos207. Se trata por todos los medios de
eliminar las prácticas abusivas de las dos partes que intervenían en la aseguración ya que,
ambas, formaban parte de los mercaderes; el no asegurar la misma mercancía varias
veces, la vía de apuesta en la aseguración, y otras acciones incidían negativamente sobre
el comercio porque propiciaban acciones fraudulentas en que se perdían mercancías o
navíos de forma intencionada. Para atajar estas prácticas se estipula que solamente se
puedan asegurar las dos terceras partes del valor del casco de cualquier navío208. También
se incluye un capítulo de ordenanza en que se estipula que el seguro sea nulo cuando se
asegura la nave después de perdida o producido el siniestro en un lugar en que, por tierra,
a legua por hora, el asegurado hubiera podido conocer el siniestro antes de concertar el
seguro209.
Estas ordenanzas, incorporando las tres clases de pólizas de seguros -casco de la nao,
la general reformada y la de venida de Indias- fueron retomadas años más tarde por el
Consulado de Burgos formando el cuerpo de ordenanzas de 1572210.
Asimismo, en estas ordenanzas de 1556 se observa, con respecto a la real provisión de
1543, un incremento del personal de plantilla de la institución: se creó un asesor letrado y
un portero211 que podrían elegir prior y cónsules, y asignarles un salario “competente”;
                                                
 204 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 5 6.  I b i d e m, pág. 172 y
173.
 205 I b i d e m, pág. 173-175.
 206 I b i d e m, pág. 178-180.
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inclusive.
 208 I b i d e m, cap. 32.
 209 I b i d e m, cap. 33.
 210 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u r g o s   d e   1 5 7 2. Ed. Lex Nova.
Valladolid, 1988, núms. 43, 44 y 45.
 211 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 5 6, cap. 16.
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también se creó un letrado y solicitador para que acudiesen a la Corte212; otro cargo
importante de nueva creación fue el bolsero o receptor de la avería consular o “blanca al
millar”, quien rendiría cuentas de lo recibido al prior y cónsules213.
El cobro de la avería consular era trabajoso, y pronto hubo de ser nombrado otro
funcionario más que se ocupase del cobro de ésta y otras rentas, juros y derechos de
escribanías de naos. También la correspondencia del Consulado aumentó de volumen así
como el trabajo del propio archivo, que ya estaba determinado en las ordenanzas214, con
lo cual se hizo necesario el nombramiento de un secretario contador215. A principios del
siglo XVII ya estaba completa la plantilla fija del Consulado, pagándose los salarios de
los ingresos consulares.
La siguiente revisión de las ordenanzas de 1556 se hizo el 19 de noviembre de 1681.
En ella, se reproduce de manera literal la anterior normativa consular sin ninguna
alteración, salvo las precisiones relativas a las recusaciones del juez de apelaciones. Esta
disposición vino motivada por la recusación que se hizo del juez de apelaciones de la
Casa de la Contratación y el paso del pleito a la Audiencia de los Grados, no siendo este
tribunal el natural en los asuntos del comercio. La decisión real estipuló que en las
recusaciones del juez de apelaciones se siguiese el mismo orden que ya estaba establecido
para la recusación de prior o cónsules. En todo caso, las causas para la recusación se
debían dar ante el Presidente de la Casa de la Contratación que determinaría si eran
suficientes o no 216.
Por último, las ordenanzas generales de 1784 suponen una innovación con respecto a
la normativa anterior. Estas ordenanzas no son una continuación de las anteriores porque
se dan para un Consulado distinto, el Consulado Nuevo. Es decir, el Consulado
tradicional y antiguo de Sevilla se traslada a la ciudad de Cádiz en 1717, y allí continua su
vida con plena vigencia de las reglamentaciones de 1556 y 1681. Sin embargo, las
ordenanzas de 1784 suponen la creación de un Consulado “nuevo” en la ciudad de Sevilla
de las mismas características que el resto de los Consulados peninsulares del siglo XVIII,
como ya se ha dicho anteriormente. La inspiración de este nuevo Consulado sevillano no
responde a las necesidades específicas de los comerciantes sino a los deseos de la Corona
de promover el comercio, la industria y la agricultura. En este sentido, estas ordenanzas
recogen la integración en la estructura consular de otros sectores sociales que hasta el
momento no habían pertenecido a ella. Las ordenanzas nuevas no difieren del resto de
ordenaciones consulares peninsulares como La Coruña, Santander, Málaga o San
Cristobal en Canarias, o de los indianos de Buenos Aires, Guatemala o Caracas217 de
                                                
 212 I b i d e m, cap. 17.
 213 I b i d e m, cap. 21.
 214 I b i d e m, cap. 19.
 215El secretario contador de principios del siglo XVII, se desdobló en las Ordenanzas del Consulado
Nuevo de Sevilla de 1784, en dos funcionarios: secretario escribano, y contador.  O r d e n a n z a s   d e l
C o n s u l a d o   N u e v o   d e   S e v i l l a   d e   1 7 4 8, A.G.I.,  C o n s u l a d o s, libro 34 bis, cap. II.
 216 Real Cedula de 19 de noviembre de 1681, inserta junto con las ordenanzas de 1556, impresas en
Sevilla en 1739. HEREDIA HERRERA, “Las ordenanzas del Consulado...”.
 217Véase las ordenanzas consulares recogidas en A.G.I.,  C o n s u l a d o s, libro 34 bis.
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fechas próximas. Quizás, la única diferencia puede estribar en la diferente cuantía exigible
a los miembros pertenecientes al Consulado -en este caso 8.000 pesos para los dueños de
fábricas o propietarios de embarcaciones, 12.000 pesos para hacendados y comerciantes
por mayor y mercaderes- o en el número de consiliarios pertenecientes a hacendados,
comerciantes, mercaderes o navieros que se exigían en Sevilla218.
La jurisdicción era sobre pleitos “entre comerciantes, mercaderes, dueños de fábricas y
embarcaciones, sus factores, encomenderos y dependientes estén o no matriculados sobre
ventas, compras, y tratos puramente mercantiles, portes, fletes, averías, quiebras,
compañías, seguros, letras y demás puntos relativos al comercio de tierra y mar”. El
sistema de dilucidar los pleitos el tradicional: “a estilo llano, la verdad sabida, y buena fe
guardada, sin admitir pedimentos, ni alegaciones de abogados”219.
Por último, las apelaciones se hacían ante el Asistente de la ciudad de Sevilla, que
actuaba de juez de alzadas, y al que asesoraban dos comerciantes nombrados por la
matrícula del Consulado220. Tras hacerse firme la sentencia solamente se podía presentar
recurso de nulidad o “injusticia notoria” ante el Consejo de Indias para los casos relativos
al comercio indiano, y al Consejo Real y Supremo de Castilla para los asuntos
concernientes al común del comercio221.
El Consulado de Cádiz
Ya, brevemente, se han expuesto las circunstancias que motivaron el traslado del
antiguo Consulado sevillano a la ciudad de Cádiz en 1717. Este traslado de ciudad no
supuso ninguna ruptura ni modificación de la institución en su andadura gaditana. No se
forman ni promulgan ordenanzas nuevas para esta etapa del Consulado; continuaron
vigentes la sevillanas de 1556. En el año 1787 se reimprimieron sobre la edición sevillana
de 1739 con la única diferencia de una portada distinta222.
El crecimiento natural de la institución propició cambios y modificaciones en la
plantilla con la creación de los “diputados de flotas”. En el Reglamento de galeones y
flotas de 1720 se establecieron los lugares de las ferias a las llegadas de las flotas, las
prerrogativas de los diputados del comercio de España, etc. En cada flota irían tres
diputados, auxiliados por un asesor letrado, con jurisdicción para entender en los pleitos
de los factores que viajaban en ellas. Su jurisdicción era privativa, haciendo que hubiesen
de inhibirse los tribunales y justicias americanas; su decisión tenía el mismo valor que los
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 219 I b i d e m, cap. XXVII.
 220 I b i d e m, Cap. XXX.
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 222HEREDIA HERRERA, A.: “Apuntes para la historia del Consulado...”, pág. 230. Véase nota 6 de
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acuerdos del Consulado evacuados por prior y cónsules. En definitiva, eran casi
Consulados itinerantes para los asuntos de los factores223.
En el año 1729, el 23 de noviembre, a instancias del ministro Patiño, se da un
Reglamento224 que viene a modificar su composición, pero del cual no queda claro como
se inserta, desde el punto de vista jurídico, con las ordenanzas vigentes. El Reglamento
excluía del comercio a los hijos y nietos de extranjeros nacidos en España, aún cuando iba
contra una sentencia contraria al Consulado de 27 de septiembre de 1725 y una real
ejecutoria de 14 de febrero de 1726, que reconocían la españolidad de esos vasallos225.
Bien es cierto, que esta reforma tuvo corta vida porque fue anulada, ante las
representaciones y recursos de los jenízaros, por real cédula de 20 de abril de 1742 y de
21 de enero de 1743. A partir de esas fechas no hubo modificación en el tema, aun cuando
siempre hubo dudas de cómo verificar el domicilio, en los reinos españoles, de los padres
de estos extranjeros. La dificultad provenía, precisamente, de la dedicación de éstos al
comercio226.
La ausencia de unas ordenanzas específicas para la institución gaditana hizo que
durante un siglo se dilatasen los trabajos de preparación de las mismas, sin llegar nunca a
buen puerto. Las diferentes necesidades del comercio a lo largo del siglo XVIII propició
que estas tareas, recopiladoras de la legislación anterior y elaboradoras de nuevo
articulado, pasasen por diferentes etapas: una primera, de 1734 a 1778 que desarrolló
Pedro Muiños, dedicada a reunir los antecedentes documentales; una segunda, de 1778 a
1790, en que con la promulgación del Reglamento de Comercio Libre, la creación del
Consulado nuevo de Sevilla y la supresión de la Diputación de comercio, obligó a
replantearse lo elaborado hasta ese momento; una tercera, de 1790 a 1829, en que se
planteó la elaboración de un cuerpo de leyes mucho más ambicioso que contemplase el
comercio en su integridad, y que en el 1829 ya se hizo innecesaria con la promulgación
del Código de Comercio 227.
Sin embargo, aún no disfrutando el Consulado gaditano de unas ordenanzas
específicamente suyas, su vida consular se fue regulando, como tradicionalmente se había
venido haciendo, con los usos y costumbres nacidos de la práctica del comercio y con
numerosos reglamentos que puntualmente modificaban algún punto concreto de la vida de
la institución: sobre sueldos, contabilidad del 1% de avisos, gastos ordinarios y
                                                
 223REAL DÍAZ, J. J.:  L a s   f e r i a s   d e   J a l a p a. Sevilla, 1959, pp. 37 y ss.
 224A.G.I., Indiferente General 2.301.
 225RUÍZ RIVERA, J.: “Patiño y la reforma del Consulado de Cádiz en 1729”.  T e m a s   A m e r i c
a n i s t a s. Sevilla, 1985. Pág. 17.
 226ANTÚNEZ Y ACEVEDO, R.:  M e m o r i a s   H i s t ó r i c a s.Edición facsimil de la edición de
1797. Ministerio de Hacienda. Instituto de Estudios Fiscales. Madrid, 1981. Parte Quinta, artículo III,
pág. 289.
 227 Para ver pormenorizadamente este tedioso proceso de elaboración de las ordenanzas HEREDIA
HERRERA, A.: “Reglamento y ordenanzas del Consulado de Cádiz en el siglo XVIII”.  A c t a s   d e   l a
s   I V   J o r n a d a s   d e   A n d a l u c í a   y   A m é r i c a. Sevilla, 1985, pp. 59-77.
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extraordinarios de las diputaciones de flotas, sobre la división de la Secretaría y
Contaduría, etc.228.
En el siglo XIX, con la pérdida de las colonias, Cádiz entró en un tiempo de crisis que
repercutió en la vida consular. Para contrarrestar la decadencia del comercio, el 30 de
mayo de 1829, quedó el puerto gaditano abierto como puerto franco, aunque esta
situación sólo se prolongó hasta el año 1832.
Con la promulgación del Código de Comercio en 1829, pasó a formar parte del grupo
primero de tribunales junto con Barcelona, Bilbao, Cádiz, La Coruña, Madrid, Málaga,
Palma de Mallorca, Santander, Sevilla y Valencia 229. Ellos, conocían de las causas
mercantiles en primera instancia, quedando la segunda y tercera en la jurisdicción
ordinaria, estableciéndose que conocieran de las apelaciones las Audiencias y
Chancillerías con lo que quedaba roto el sentido tradicional de los Consulados como
mantenedores de la jurisdicción mercantil separada de la ordinaria, al menos no en su
totalidad. Probablemente, esta dualidad de jurisdicciones habría que buscarla en el
redactor del Código, Sáinz de Andino, influenciado por el Código francés230. Finalmente,
el 6 de diciembre de 1868 se promulgaba el Decreto de unificación de fueros, cuyo
artículo primero establecía: “desde la publicación del presente decreto, la jurisdicción
ordinaria será la única competente para conocer... de los negocios mercantiles”231. Con
ello se ponía fin a la tarea jurisdiccional que habían venido desempeñando todos los
Consulados.
Los Consulados indianos del siglo XVII
El siglo XVII fue decisivo para la sociedad indiana y para el desarrollo de sus
instituciones. Durante esta centuria tuvieron lugar profundas transformaciones en el seno
de la sociedad, cuyo origen habría que buscarlo en los factores económicos. Aunque la
tendencia universal en este siglo va unida al desarrollo de la civilización occidental, para
España y sus reinos ultramarinos parece que fue negativa. El movimiento secular del
imperio español se encuentra indeleblemente unido a una de las grandes fases del
capitalismo comercial que se inicia en el siglo XVI y se frena en el siglo XVII232.
En esta centuria, las Indias fueron cada vez más autosuficientes en lo económico, y en
este sentido transformaron sus estructuras para adaptarse a las necesidades que se hacían
                                                
 228 1741, 13 de noviembre. Sobre sueldos y contabilidad del 1% de avisos.
1773, 6 de marzo. Sobre sueldos y gastos ordinarios y extraordinarios de las diputaciones de flotas.
1790, 9 de noviembre. Sobre la división de la Secretaría y Contaduría del Consulado.
 I b i d e m, pág.76.
 229Real Decreto de 7 de febrero de 1831. En AVECILLA, P.: D i c c i o n a r i o   d e   l a   l e g i s l a
c i ó n   m e r c a n t i l   d e   E s p a ñ a . Madrid, 1849. pág. 317.
 230LANGLE, E.: “La jurisdicción mercantil en el Código de 1829”. En  B o l e t í n   d e   l a   U n i v
e r s i d a d   d e   G r a n a d a, febrero, 1930, nº 7, pág. 85.
 231GACTO FERNÁNDEZ, E.: Ob.cit. nota 23, pág. 179.
 232GARCÍA FUENTES, L.: “Estructura y coyuntura económica”. En  H i s t o r i a   g e n e r a l   d e
E s p a ñ a   y   A m é r i c a. América en el siglo XVII. Ed. Rialp. Madrid, 1985. T. IX-1, pág. 223.
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acuciantes: se generaliza el trabajo asalariado, aparición del peonaje, y supresión, excepto
en la minería, de encomiendas y repartimientos; cristaliza el proceso de acumulación de la
propiedad rural mediante el sistema de composición de tierras, reflejado en el nacimiento
de las haciendas y la consolidación de la estancia; los metales preciosos indianos
provocaron la inflación y se tradujo en un abaratamiento de los productos mineros y en
una gradual disminución de la producción; las industrias navales y de obrajes alcanzaron
un relativo y modesto desarrollo, conformando el perfecto antecedente de la fábrica actual
en que dominó una mentalidad capitalista.
Por lo que respecta al comercio, hay que señalar que se produjo un floreciente
intercambio interregional, reflejo de una mayor autosuficiencia. Esto supuso, según los
datos de la Casa de la Contratación, un claro retroceso para el comercio peninsular.
Tres fueron los factores que hicieron surgir un floreciente comercio entre las distintas
regiones americanas. De una parte, el cambio que experimentó la economía indiana a lo
largo del siglo XVII. De otra, la mayor autonomía de los reinos indianos con respecto a la
Península y, por último, la disminución de las remesas de caudales y el crecimiento de las
inversiones en las propias provincias233.
Las regiones americanas desarrollaron nuevas fuentes de riqueza y reinvirtieron en la
producción y explotación de sus propias economías. Tanto México como Perú
diversificaron sus economías con lo que comenzó a desarrollarse el comercio
interprovincial. El comercio entre México y Perú consistió principalmente en artículos de
lujo y manufacturas mexicanas a cambio de plata. Perú importaba textiles, muebles, joyas,
cueros y libros de México, y pagaba con vino, plata y mercurio. Además se intensificó la
reexportación de productos procedentes de Filipinas, llegando a alcanzar un monto
superior a los tres millones de pesos anuales.
A fines del siglo XVI la clase de los comerciantes indianos, tanto novohispanos como
peruanos era muy pujante. A ellos habría que añadir los factores o representantes de los
comerciantes españoles que se afincaron en América y realizaron sus propios negocios,
amén de los tradicionales, a comisión, y algunos comerciantes independientes, y agentes
de firmas exportadoras de otros Consulados. Poco a poco, con las oportunidades
lucrativas que ofrecía el mercado interno, van incrementando su riqueza y poderío
chocando con los intereses de los comerciantes andaluces. La clase mercantil novohispana
determinó crear un gremio regido por ellos mismos y solicitó de la Corona, en los últimos
años del siglo XVI la creación de un tribunal consular similar a los españoles; los
comerciantes peruanos hacen los propio. En junio de 1592, la Corona concede el
privilegio a los mercaderes de la Nueva España. Un año más tarde, el 29 de diciembre de
1593, se concede la creación de la institución consular a la ciudad de Lima.
                                                
 233 I b i d e m, pág. 234.
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El Consulado de México
El 15 de junio de 1592, a petición del cabildo, justicia y regimiento de la ciudad de
México, y de los más importantes mercaderes de ella 234, el Rey concede la creación del
Consulado a semejanza de los existentes en la ciudad de Burgos y de Sevilla. El
documento se presentó ante el Virrey, presidente y oidores de la audiencia de México, y
aunque se hizo contradicción por los escribanos de cámara y relatores de la Real
Audiencia, comenzó la vida consular con la elección de prior y cónsules conforme lo
establecido por las ordenanzas del Consulado sevillano que entraron en vigor, en tanto no
se elaborasen las suyas propias235.
El 13 de marzo de 1593 el documento se recibió por el cabildo y la audiencia de
México, haciéndose público un acuerdo prometiendo el cumplimiento de la real cédula, y
formalizar la erección del cuerpo administrativo del Consulado. Meses más tarde, con la
anuencia del virrey, se empezaron a dar los primeros pasos para conformar el Consulado,
realizándose una serie de reuniones entre los comerciantes, que cristalizaron, el 7 de enero
de 1594, en una junta para elegir a los electores quienes en un número de 30 podrían
elegir a su vez, según las normas de elección indirecta establecidas en algunos
Consulados españoles, a los diputados, cónsules y prior quienes por un año administrarían
los asuntos de naturaleza mercantil y jurisdiccional del comercio en la Nueva España236.
La institución consular, según la petición de los propios mercaderes, llevaría el nombre
de “Consulado de México, Universidad de los mercaderes de la ciudad de México e
Nueva España”. La advocación elegida fue la de la Inmaculada Concepción de María y la
de San Francisco, y sus insignias la “Limpia Concepción de la Virgen María y las llagas
del Seráfico San Francisco” que se harían constar en el sello y edificios del Consulado237.
El ámbito territorial sobre el que quedó establecido el Consulado mexicano, según se
especifica en las primeras ordenanzas, fue la ciudad de México, y las provincias de la
Nueva España (Nuevo Reino de Galicia, Nueva Vizcaya, Guatemala, Yucatán y
Soconusco). En la esfera de lo personal, tendría jurisdicción sobre todos los mercaderes
que tratasen con los reinos de Castilla, Perú, Islas Filipinas, y China 238.
Sus primeros cometidos fueron de protección al comercio mediante la defensa de los
mares del sur y la ruta de la nao de China. Se intentaba proteger el intercambio comercial
que existía entre México y Perú, y que frecuentemente se veía alterado por las incursiones
                                                
 234Los mercaderes que piden al Rey la concesión del Consulado son: Andrés de Loya, Pedro de la
Barrera, Bartolomé Cano, Francisco de Andonaegui, Domingo Cano, Antonio Castillo y Diego Hurtado
de Peñalosa.  R e a l   C é d u l a   d e   e r e c c i ó n   d e l   C o n s u l a d o de 15 de junio de 1592.  O r d
e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   M é x i c o. Imprenta de Don Mariano Ontiveros. México,
1816.
 235 I b i d e m, pág. 1-4.
 236SMITH, R. S.:  T h e   i n s t i t u t i o n   o f   t h e   C o n s u l a d o   i n   N e w   S p a i n. Duke
University. Carolina del Norte, 1994, pág. 63 y 64.
 237Las insignias pueden verse en la edición de las ordenanzas del Consulado citadas en nota 234.
 238 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   M é x i c o de 1607, cap. 1.
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de los piratas ingleses. Asimismo, se contrató un navío que auxiliase a los galeones que
regresaban de Manila 239.
Otro tipo de actividades realizadas fueron, por ejemplo, una serie de acuerdos que se
establecieron con los barqueros del puerto de Veracruz. Mediante la firma de un contrato,
se fijó el precio que estos barqueros percibirían por descargar las mercancías de los barcos
que venían de la Metrópoli, con lo cual, tanto para el Consulado como para este cuerpo de
trabajadores, se resolvía el servicio, el costo y el pago por las mercancías descargadas.
También se llevaron a cabo obras de mejora del puerto, estableciendo la ruta exacta que
habían de seguir los navíos que entraran en la zona portuaria. De este modo, evitaban los
peligrosos arrecifes y escollos que abundaban en la rada. También se mejoraron las
fortificaciones de la fortaleza de San Juan de Ulúa en Veracruz, y la zona de desembarco
en la bahía de Acapulco. Se recaudaron subsidios permanentes para mejorar las
condiciones de los puertos, y se crearon grupos de vigilancia que tenían como finalidad
proteger las recuas de mulas que transitaban con la mercancía por el camino Veracruz-
México-Acapulco, o viceversa.
Durante el siglo XVII fue acrecentando su poder y protegiendo sus intereses,
especialmente de clase. Al ser una institución creada por una clase social con una enorme
influencia, sirvió para consolidar y tutelar los intereses, sobre todo, de los comerciantes
más ricos. El hecho de ser una sociedad estamental con una práctica social que hacía del
clientelismo una forma de resolver muchos problemas individuales o de grupo, provocó
que el tribunal consular, más que agilizar los litigios, fuera un instrumento de los
comerciantes con mayor poder económico para obtener un fallo favorable. En
contrapartida, como sucedía en los Consulados peninsulares, también obtenía favores y
privilegios de la Corona como fue la exención de determinadas alcabalas o su reducción,
como sucedió en 1637240.
No todos los mercaderes novohispanos estuvieron conformes con el funcionamiento de
la institución. De hecho, algún grupo quiso separarse de la Universidad de Mercaderes,
pero las propias ordenanzas se lo impedían, y el prior y cónsules las aplicaron con todo
rigor241. También los comerciantes que vivían fuera de la ciudad de México se sintieron
fuertemente perjudicados por el monopolio que tenían los capitalinos sobre la jurisdicción
mercantil. Esta cuestión siempre estuvo presente a lo largo del siglo XVII, y fue un
elemento que favoreció los intereses de la Corona frente al poder consular. Las reformas
borbónicas canalizaron este sentimiento creando otros Consulados en el territorio
novohispano, como el de Veracruz el 17 de enero de 1795242.
La clase comerciante novohispana, durante el siglo XVII, se convirtió en la clase más
poderosa. El comerciante tuvo grandes excedentes de capital y comenzó a diversificar sus
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 241 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   M é x i c o  de 1607, cap. XXVIII.
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de Comercio Exterior, México, 1976, pp. 173-195.
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actividades económicas; pasó a ser prestamista, gran propietario de tierras y empresario.
Se introdujeron en la vida municipal mediante la compra de cargos públicos, y también
extendieron sus redes a los altos cargo eclesiásticos a través de los hijos que abrazaban la
religión. De esta forma, tenían más posibilidades de llegar a ocupar los cargos más
importantes dentro de la organización eclesiástica o de acceder con mayor rapidez a los
préstamos de la iglesia convertida en institución crediticia. El Consulado se convirtió en
la institución perfecta para controlar la actividad comercial de los grandes mercaderes.
En cuanto a las relaciones entre el Consulado mexicano y el sevillano, hay que señalar
que fue, la mayoría de las veces, una relación conflictiva. Las dos instituciones, al
participar en una misma actividad mercantil y en la búsqueda y control de los mercados,
hizo que su conexión desembocase en graves conflictos que alteraron muchas veces,
durante largos lapsos de tiempo, la economía de la metrópoli y la novohispana.
Con el fortalecimiento de los comerciantes novohispanos en el comercio de los mares
del norte y del sur, y el dominio de los circuitos comerciales y económicos, la rivalidad
entre los comerciantes peninsulares (flotistas) y los integrantes del Consulado de
comerciantes de México (almaceneros) se hizo inevitable. Estos conflictos se agravaron
en la lucha por el control de la ruta de la nao de China, constante durante el siglo XVII y
agravados a fines del siglo XVIII, que repercutió en las arcas reales con rupturas en el
reflujo de capitales243.
Con la promulgación del Reglamento de Comercio Libre de Carlos III, se pretendió
que todos los puertos españoles pudieran comerciar con las colonias americanas. Sin
embargo, en este caso, el Consulado mexicano se veía gravemente perjudicado por la
merma de poder que entrañaba. Una institución que había centralizado las actividades
económicas y con una gran influencia en lo social y en lo político, que había acentuado el
centralismo comercial del virreinato, fue dividida aprovechando las inquietudes de los
comerciantes perjudicados por el clientelismo de los grupos de poder que se encontraban
radicados en él. A Veracruz y a Guadalajara se les concede la erección de nuevos
Consulados en el año 1795 por lo que México, para contrarrestar la pérdida de poder, crea
en las principales plazas mercantiles diputaciones que podían resolver los conflictos entre
comerciantes244.
Los Consulados como instituciones, tuvieron una vida similar a la española. La
desaparición de ellos se dio de forma paulatina debido a que fueron suprimidas por los
gobiernos estatales. El Congreso del Libre Estado de México suprimió la función
jurisdiccional en 1824, y en enero de 1827 se disuelve definitivamente una de las
instituciones más arraigadas en la vida económica novohispana 245.
Las ordenanzas
A semejanza de lo que tradicionalmente se había venido haciendo en la erección de los
Consulados peninsulares, se autoriza a los mercaderes novohispanos a elaborar
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 245SIMTH, R. S.:  T h e   i n s t i t u t i o n   o f   t h e   C o n s u l a d o, pág. 80.
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ordenanzas propias por las que había de regirse la institución en el futuro. En el primer
momento, tras su creación, la Corona determina que se gobierne con las ordenanzas del
Consulado de Sevilla 246, o en su defecto con las de Burgos. Así se hará hasta el año 1607
en que los comerciantes, tras redactar sus ordenanzas, teniendo como modelo las
sevillanas de 1556, presentan al Consejo de Indias y al Rey su articulado para su posterior
aprobación. El 16 de agosto de 1607 en San Lorenzo del Escorial, son aprobadas, con
algunas modificaciones a las que haremos referencia más adelante, las primeras
ordenanzas consulares novohispanas e indianas.
Estas primeras ordenanzas fueron impresas en tres ocasiones a lo largo de su historia:
en 1636; la segunda ocasión en 1772, y la tercera vez en 1816, algunos años antes de la
desaparición del Tribunal247. Se mantuvieron inalterables en las tres ediciones, sin que la
Corona introdujese modificaciones en el cuerpo de ordenanzas salvo la regulación
incluida en la Recopilación de las Leyes de los Reinos de las Indias, que con carácter
general, se promulgaron en 1680248. Estas leyes, incluidas en la Recopilación son tanto
para el Consulado de México como para el de Lima; de ambas hablaremos en su
momento.
Las ordenanzas confirmadas por el Rey en 1607, y elaboradas por los comerciantes
novohispanos, constan de 38 capítulos que se reparten de la siguiente forma: los diez
primeros tratan de la organización corporativa del Consulado, elección de miembros y
diputados, y ausencias de prior y cónsules; a partir del capítulo XI y hasta el XIII se
regula sobre las recusaciones de prior y cónsules; el XIV, trata del orden a guardar en los
juicios, forma de sentencia, etcétera; XIV, sobre apelaciones de autos interlocutorios, y
hasta el XVI sobre los jueces de apelación; hasta el XXII sobre los diferentes oficiales del
Consulado; XXIV, la obligatoriedad de tener arca de tres llaves y archivo consular; XXV
al XXVIII, sobre la posibilidad de nombrar una persona representante del Consulado ante
la corte y el respeto que se debe guardar a prior y cónsules, así como las sanciones a quien
incurriese en desobediencia; del XXIX al XXXII sobre los cobros de la avería consular
con inserción de diferentes cédulas reales; del XXXIII al XXXV diversos aspectos de la
vida consular; XXXVI sobre seguros y aseguradores; XXXVII y XXXVIII obligatoriedad
de guardar las ordenanzas y aceptar los cargos electos249.
En cuanto al contenido de sus capítulos, hay que señalar que, es evidente, que los
redactores tuvieron como modelo las sevillanas de 1556, en cuanto a la elección de prior y
                                                
 246Diversas reales cédulas insertas en el preámbulo de las ordenanzas del Consulado de México de
1607. Edición Imprenta de Mariano Ontiveros. México, 1816. fol.1-10. En lo sucesivo, el foliaje citado
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Comercio de México capital.
 248Libro IX, título XLVI, Leyes 1-76.
 249Véase nota 247.
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cónsules y vida administrativa del Consulado. En otros temas se hubieron de adaptar a las
circunstancias propias de la organización territorial indiana. En este sentido, como más
relevante, lo relativo a las apelaciones; aún teniendo como modelo las sevillanas, el rey,
visto por el Consejo de Indias, puntualiza a la redacción de los mercaderes que el juez de
apelaciones sea un oidor de la Audiencia Real de México, nombrado por el virrey250.
Otro asunto importante lo constituyó el cobro de la avería consular para hacer frente a
los gastos inherentes al Tribunal, como personal del mismo o asistencia a obras derivadas
de su propia actividad. En Sevilla se cobraba una “blanca al millar”, o un maravedí al
millar, de todas las mercancías que salían para el comercio con Indias y que pertenecían a
los tratantes del comercio indiano. Los comerciantes novohispanos propusieron a la
Corona, en numerosas ocasiones, el cobro de la avería consular por tiempo indefinido,
comenzando a cobrar el “quarto de uno por ciento” de todas las mercaderías y esclavos
que entrasen o saliesen por mar desde la Nueva España a la mar del sur o del norte y
pertenecientes a cualquier mercader, integrante o no de la Universidad mexicana. La
Corona, visto el asunto con los del Consejo de Indias, permitió el cobro, siempre que no
sobrepasase el “dos al millar” (dos maravedíes al millar) y por un plazo de dos años, que
fue prorrogado constantemente. Pero la Corona no accedió, ni siquiera en la confirmación
de las ordenanzas, al cobro indefinido del gravamen consular; desde 1593 se fue
concediendo el cobro por períodos prorrogables de dos años. Finalmente, en la
confirmación de las ordenanzas se continúa prorrogando por dos años, sin hacerla
perpetua, pero con la salvedad de que sólo pagarían la licencia sobre las mercadurías de
los mercaderes matriculados en su Universidad, y no de todos como era la pretensión del
Consulado251.
Sorprende, sin embargo, que las ordenanzas novohispanas no regulasen ningún asunto
referente a los seguros de mercancías o a los aseguradores. Ahora bien, aún alegando en
ellas que, en ese momento, era innecesario hacer ordenanzas sobre seguros porque en
Nueva España no se acostumbraba a asegurar las mercaderías ya que no había
aseguradores, se ordena que para todo lo relacionado con estos asuntos se sigan las
ordenanzas del Consulado de Sevilla252.
Con la promulgación de la Recopilación de las Leyes de los Reinos de las Indias en
1680, en el libro noveno dedicado al comercio y la navegación, se incluyen las
ordenanzas de los Consulados, tanto novohispanas como limeñas. En el título XLVI y en
sus setenta y seis leyes, se respeta, prácticamente, la reglamentación confirmada por la
Corona en 1603 con algunas pequeñas modificaciones que, probablemente, habrían sido
introducidas antes de estar elaborada la Recopilación. Los dos temas más significativos
están relacionados con el cobro de la avería consular y con las recusaciones de prior y
cónsules.
                                                
 250 A u t o   d e   v i s t a   d e l   C o n s e j o   d e   I n d i a s. En él se confirman algunos capítulos de
las ordenanzas redactadas por los mercaderes, y se hacen determinadas puntualizaciones a otros capítulos.
Se encuentra inserto en la edición de las Ordenanzas del Consulado de México citadas en nota 247, fol.
54.
 251Véase el capítulo XXIX de las ordenanzas fol.37, y el auto confirmatorio fol. 60.
 252Capítulo XXXVI, fol. 50.
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En cuanto al cobro de la avería consular se dejó establecida en un dos al millar de
todas las mercaderías, esclavos y cualquier otra cosa que entrase por mar o tierra en las
provincias de Nueva España, de forma indefinida, pero solamente de las mercaderías de
los mercaderes matriculados o por matricular en su Universidad253.
Con respecto a las recusaciones se incluye en la Recopilación las modificaciones
introducidas por la Corona a las ordenanzas elaboradas por los mercaderes254. Las
recusaciones, con causa, podrían hacerse ante el prior y cónsules del año precedente sobre
el juez de apelaciones, en caso de prosperar, el virrey nombraría otro oidor para
solventarlas255; en las recusaciones contra prior y cónsules, con causa probada, se podía
hacer sin limitaciones, tantas veces como pareciere a las partes que convenía a su
justicia256.
Finalmente, la Recopilación incluye una serie de leyes, en el mismo libro y título,
destinadas a los Consulados indianos pero que regulaban la actuación de los mercaderes y
de los factores257. En todo caso, las cuestiones no incluidas específicamente en este
cuerpo de leyes, quedaron salvadas por la vigencia de las ordenanzas de los Consulados
de Burgos y Sevilla258.
El Consulado de Lima
A semejanza de la situación planteada por los mercaderes novohispanos, también los
limeños, dado el volumen de los negocios y las diferencias que se suscitaban entre las
partes que comerciaban, finalizando la centuria comienzan a plantearse la erección de la
estructura consular. Los miembros más acaudalados y poderosos de la capital peruana
tenían el propósito de incrementar el comercio y agilizar los procedimientos judiciales en
los que se veían inmersos. El cabildo, en el que estaban integrados los comerciantes, fue
el promotor del establecimiento del Consulado. En 1592, sus alcaldes ordinarios, Damián
de Meneses y el capitán Jerónimo de Guevara, viajan a la Península en comisión del
ayuntamiento con instrucciones en este sentido259.
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 254Modificaciones a los capítulos de ordenanza 11, 12, 13, y 16. Ver la edición de las ordenanzas
citada en nota 246.
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 259“Yten a de pedir confirmación de la petición de los mercaderes de esta ciudad cuyo comercio es
grueso por ser la fuente de donde mana todo el preveymiento de las demás ciudades de este Reyno y de
las provincias de Chile por lo cual y para los negocios que se ofrecen entre los mercaderes es muy
necesario haber un Consulado de prior y cónsules como lo hay en la ciudad de Sevilla ase de suplicar a Su
Magestad sea servido de proveer que lo haya en esta ciudad con las mismas constituciones, leyes,
privilegios, excensiones que los tiene el Consulado de Sevilla”.  L i b r o s   d e l   C a b i l d o   d e   L i m
a, t. XI, Sesión de 1º de junio de 1592. Cit. por MOREYRA PAZ-SOLDÁN, M.  E l   T r i b u n a l   d e l
C o n s u l a d o   d e   L i m a. Lumen. Lima, 1950, pp.39.
73
Las gestiones fueron rápidamente acogidas por Felipe II, expidiéndose la cédula de
erección con fecha de 29 de diciembre de 1593260. Es claro, que la correspondencia previa
de los mercaderes a la Corte solicitando la creación de la institución, y la posición
favorable del Virrey, García de Mendoza, permitió su fundación. De cualquier forma, la
cédula de erección, como era habitual en los Consulados tanto peninsulares como
indianos, no contenía punto reglamentario alguno. Tan solo se hacía referencia a la
necesidad de su creación y a que “los mercaderes que al presente residen y adelante
residieren en ella, para elegir prior y cónsules, los cuales pueden conocer y determinar
todos los negocios entre los dichos mercaderes y sus factores... como lo hacen y pueden
hacer el prior y cónsules de las dichas ciudades de Burgos y Sevilla”261. La cédula fue
leída en Lima el 28 de septiembre de 1594.
Los regidores y comerciantes se reunieron, además de los oficiales reales, el 30 de
septiembre, y pidieron licencia para una asamblea general a fin de aprobar lo resuelto por
real cédula. Dos semanas más tarde, el 14 de octubre de 1594, los mercaderes presentes
en la sesión del cabildo manifestaron el aplazamiento de la constitución del Consulado
alegando “que en esta ciudad y tierra no hay nada estable”262.
Se desconocen con exactitud los motivos que llevaron a los comerciantes a solicitar del
Rey la creación del Consulado, y luego a dejar en suspenso su cumplimiento. Algún autor
lo explica por las desavenencias entre los negociantes de Lima y el cabildo de la
ciudad263, mientras que para otros se debió a una oposición de la Audiencia de Lima por
recelos ante su posible pérdida de poder264. Más parece, como señala Encarnación
Rodríguez Vicente, que se debió a una negativa del propio comercio, por cuanto la
petición original de creación del Consulado no se debió a un deseo unánime de la
mayoría, sino a la petición de una minoría, la más adinerada, y aunque constituían la
oligarquía del estrato mercantil, no representaban en puridad los intereses de todos; lo que
sí ocurrió en la fundación definitiva del Consulado en 1613, poniéndose en juego
intereses de clase, y no de grupo como sucedió en 1593265.
Nuevamente, en 1612, los mercaderes insistieron en la erección de él bajo los auspicios
del virrey Marqués de Montesclaros a condición de que las reuniones de los mercaderes
fuesen presididas por el alcalde ordinario Francisco de Sosa266. La primera sesión se
celebró el 25 de enero de 1613, y se llevó a efecto en el convento de la Merced. La
                                                
 260 R e a l   C é d u l a   d e   e r e c c i ó n   d e l   C o n s u l a d o   d e   L i m a de 29 de diciembre de
1593. En MOREYRA PAZ-SOLDÁN, M.: Ob. cit., Apéndice Documental, pág. 56. También en
AYALA, M. J.: Ob. cit., T. IV,  C o n s u l a d o s, pág. 200.  C e d u l a r i o, tomo 18, fol. 102 vtº, nº
137.
 261MOREYRA, M.: Ob.cit., pág. 56.
 262 I b i d e m, pág. 41.
 263LOHMANN VILLENA, G. cit por RODRÍGUEZ VICENTE, E.:  E l   t r i b u n a l   d e l   C o n s
u l a d o   d e   L i m a   e n   l a   p r i m e r a   m i t a d   d e l   s i g l o   X V I I. Cultura Hispánica.
Madrid, 1960, pág. 21.
 264VARGAS UGARTE,R.:  H i s t o r i a   d e l   P e r ú. Siglo XXI. Buenos Aires, pág. 82.
 265RODRÍGUEZ VICENTE, E.: Ob. cit., pág. 22.
 266Decreto de Gobierno de 20 de enero de 1613, cit. por Moreyra, M. ob. cit. nota 260, pág. 42.
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conclusión fue la necesidad de creación del Tribunal acogiéndose a la real cédula de
erección dada por el Rey en 1593. Entendían que era necesario por ser la única institución
capaz de amparar sus haciendas y la contratación y comercio en general267.
Se creó una comisión para agilizar los trámites jurídicos, y de forma unánime se
solicitó del Virrey la creación del Tribunal, además se facultó a un grupo de comerciantes
para que fuesen el órgano consultivo de todos ellos, ante la imposibilidad de nuevas
reuniones generales que hubieran paralizado el desarrollo de la tramitación.
Las reticencias que hasta ese momento había tenido el cabildo se podían fundamentar
en la competencia que el Consulado, como Tribunal, ejercería en adelante. Se ponía en
entredicho la preeminencia de los intereses economicosociales locales del grupo de los
encomenderos, frente a los acaudalados advenedizos, beneficiados directamente del
monopolio mercantil que había establecido la Metrópoli. Sin embargo, a pesar de la
conducta siempre alerta que mantuvo el cabildo, se inclinó por la instauración del tribunal
mercantil, poniendo en evidencia que tuvo un gran peso en la decisión, la corriente de
opinión favorable a ello que propiciaron los mercaderes más ricos, y la aquiescencia del
Virrey268.
En Junta General de 8 de febrero de 1613, el Virrey, con el parecer de oidores, alcaldes
de corte, fiscales, y contadores del Tribunal de Cuentas y los Oficiales Reales de
Hacienda, aprobó el establecimiento del Tribunal con jurisdicción “para el conocimiento
de las causas tocantes a su trato y comercio y que resultan de cuentas de compañías,
fletamientos, daños, quiebras y otras contrataciones... para la conservación, alivio y
acrecentamiento del comercio general, que es nervio principal sobre que se sustenta la
máquina de estos Reinos”269. A continuación, el Virrey expidió provisión real con fecha
21 de febrero para ejecutar lo acordado que prescribía la instalación del Consulado con
jurisdicción plena, a semejanza de lo que se establecía para los Consulados de las
ciudades de Burgos y Sevilla270. La confirmación real a lo acordado llegó el 16 de abril de
1618; en la cédula confirmatoria, el Rey, accede a su creación, concedía la jurisdicción a
prior y cónsules y facultaba al Virrey para que elaborase las ordenanzas que habrían de
regir a la institución271. Sorprende, en este caso, que la elaboración de las ordenanzas no
se encomiende a los propios mercaderes, como tradicionalmente se había venido haciendo
en Burgos, Bilbao, Sevilla y México, sino que sea la autoridad virreinal la encargada de
ello, con una mentalidad más próxima a los cambios del siglo XVIII que a la tradición
consular castellana. Especial mención hace la Corona a que el Virrey procure “del
despacho de sus pleitos, y diferencias y con el menos perjuicio, que fuere possible de la
                                                
 267Acta de la Junta General reunida en el Convento de la Merced el 25 de enero de 1613. En
Moreyra, M. ob. cit., pp. 57-59.
 268MORREYRA, M.: Ob. cit., pág. 45.
 269 J u n t a   G e n e r a l   d e   o i d o r e s ,   T r i b u n a l   d e   C u e n t a s   y   O f i c i a l e s   R e
a l e s, celebrada el 8 de febrero de 1613. En MOREYRA, ob. cit. pág. 59-60.
 270 P r o v i s i ó n   R e a l   d e   2 1   d e   f e b r e r o   d e   1 6 1 3 , dictada por el Virrey Marqués
de Montesclaros. En MOREYRA, ob. cit. pág. 60-61.
 271 R e a l   C é d u l a   c o n f i r m a t o r i a   d e   l a   c r e a c i ó n   d e l   C o n s u l a d o de 16 de
abril de 1618. En BALLESTEROS, T.: Ob. cit., Tomo primero, título XLII, fol. 102.
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jurisdicción ordinaria”272, siendo la separación de ambas jurisdicciones la génesis de los
tribunales consulares. La confirmación y refrendo definitivo de las ordenanzas del
Consulado de Lima, tras pasar el obligado examen del Consejo de Indias, se produjo el 30
de marzo de 1627.
La vida del Consulado como tribunal de justicia estuvo plagada de innumerables
problemas con otras instituciones de administración de justicia por cuestión de
competencias. La razón de ello habría que buscarla en las difusas y ambiguas fronteras
jurisdiccionales entre los diversos tribunales y las diferentes jurisdicciones, sin que la
orden real de que el Virrey pudiese determinar “a quien correspondía el conocimiento de
las tales causas” fuese suficiente para eliminar los roces273.
Las quiebras y alzamientos fueron motivo de discordia entre el Consulado y la
Audiencia. El primero se ocupaba de delimitar las responsabilidades civiles y la segunda
de la causa criminal que siempre pensó la Audiencia debía tener prioridad, reclamando la
vista de ambas jurisdicciones. Reclamó que los embargos fuesen hechos por la sala del
crimen con asistencia de un cónsul, aunque el pago a los acreedores se llevara a efecto en
el tribunal mercantil274. Similar situación se planteó con el contrabando, tratando de
inmiscuirse, el fiscal de la audiencia, en revisar los pleitos consulares para determinar si
había existido ocultación o fraude a la Real Hacienda, o mercancías sin registrar etc.
Otros puntos de fricción lo constituyeron los conflictos de jurisdicción con el Juzgado
de Bienes de Difuntos, en los decesos de mercaderes en sus viajes a Tierra Firme o a
España. Generalmente, era el virrey quien dirimía las cuestiones sin que cesasen, por ello,
las reclamaciones y las contiendas entre ambos tribunales275.
En cuanto a las actividades extrajudiciales que efectuaba la institución, cabría señalar
la de administrador de los impuestos o tributos como servicio público. De esta actividad
salía beneficiada la Corona que podía calcular montos fijos de ingresos -alcabalas,
almojarifazgo o decomisos-, pero también salía beneficiado el Consulado porque a través
del sistema de asiento sabía cómo sacar beneficios de las actividades de sus miembros.
También fue intermediario entre los que poseían dinero para hacer su préstamo a la
Corona -mercaderes- y quien lo necesitaba de forma perentoria, la Corona. De ello
procuró sacar los mayores beneficios, logrando para el comercio no sólo la eliminación de
muchas directrices políticas que lo perjudicaba, sino también privilegios y mercedes a
cambio de sus aportaciones monetarias: donativos, préstamos y juros.
Otro problema que se plantea el Consulado en defensa de los intereses de los
mercaderes matriculados en su Universidad, es el de la venta ambulante. Desde los inicios
del asentamiento español, los “ambulantes” habían sido individuos de casta y negros. Los
cabildos habían intentando dejarlos fijos arrendándoles “cajones”, pero no fue posible
porque no estuvieron dispuestos a mermar sus ingresos con el pago de contribuciones, por
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 273 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   L i m a de 1627.  I b i d e m, Cap. XIX, fol. 109.
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Audiencia de Lima, 99. Cit. por Rodríguez Vicente, ob. cit., pág. 126.
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lo que terminaron abandonándolos. A fines del siglo XVII, el virrey peruano Conde de
Lemos, recibió una orden terminante de España para que prohibiera el comercio
ambulante. Pero no se le dio cumplimiento, con la consiguiente protesta del cabildo y el
Consulado. La realidad es que los “mercachifles” de la época tenían una gran
importancia, ya que sus mercancías no eran verduras como en los primeros tiempos, sino
géneros de contrabando. A pesar de que se hizo de ellos un gremio y se les incluyó en el
Consulado, siempre fueron conflictivos y causaron tensiones en su seno porque eran
difíciles de controlar, molestaban a los vendedores de inmuebles y cajoneros, y suponían
un “riesgo” para el orden interno de la institución276.
La vida de la institución consular limeña fue de 272 años, con una breve desaparición
intermedia: un decreto de San Martín de 6 de marzo de 1822 lo convirtió en Cámara de
Comercio, suprimida por Bolívar en 1824. En mayo de 1825 fue restablecido
nominalmente como Tribunal del Consulado, aunque siguió sin poder administrar justicia
mercantil, que sólo le fue devuelta por una ley de 26 de noviembre de 1829. Superó los
vaivenes de la emancipación peruana y quedó funcionando como lo estaba en la época de
su creación. Logró sobrevivir hasta finales del siglo XIX (21 de octubre de 1885) cuando,
finalmente, se transfirió la justicia mercantil a la justicia ordinaria, como se había hecho
en España277.
Las ordenanzas
Las primeras ordenanzas limeñas, como ya se ha dicho en páginas anteriores, tienen
fecha de 30 de marzo de 1627 en que, tras ser revisadas por el Consejo de Indias, fueron
aprobadas y confirmadas por el Rey. Consta su articulado de 49 capítulos los cuales se
dedican a los siguientes temas: los cuatro primeros a establecer las condiciones y formas
de elección de prior y cónsules; hasta el IX de la obligatoriedad de aceptar los cargos y
sobre las ausencias de los cargos electos; del IX al XII sobre el nombramiento de
escribano, oficiales del Consulado, asesores, procuradores, solicitadores, letrado y agente
en la ciudad de Sevilla; del XIII al XV procedimiento de las audiencias; XVI al XVIII
sobre las recusaciones; XIX sobre las competencias de jurisdicción; XX al XXII
dedicados a la ejecución de las sentencias y a los asesoramientos legales de prior y
cónsules; hasta el XXIX dedicados a diversos aspectos de las audiencias y de la vida
consular; el XXX y XXXI dedicado al cobro de la avería consular y su percepción por el
receptor; XXXII sobre el archivo consular; de la XXXVII a la XLV dedicadas a regular la
actividad de los factores; XLV sobre seguros; XLVI a XLIX sobre la obligatoriedad de
cumplimiento de las ordenanzas y el carácter de supletoriedad que tendrían las de Burgos
y Sevilla278.
En lo que se refiere a los aspectos más relevantes que suponen alguna modificación
con respecto a las ordenanzas del Consulado novohispano, cabría destacar, en primer
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lugar, el hecho de que éstas sean elaboradas directamente por el virrey sin intervención de
los mercaderes, aunque, bien es cierto, que este hecho no hace que la ordenación consular
sea sustancialmente diferente, porque parece claro que para su redacción se tuvieron
presentes los antecedentes tanto castellanos -Burgos y Sevilla- como el novohispano.
En segundo lugar, el tema de las recusaciones. En el caso limeño vuelven a tener como
modelo las sevillanas, y solamente admite dos recusaciones probadas de prior y cónsules,
mientras que las novohispanas no ponían límite a las mismas ni para prior, cónsules o sus
acompañantes279.
El cobro de la avería consular se determina en dos al millar de todas aquellas
mercaderías y esclavos que entrasen y saliesen por mar o tierra de la ciudad de Lima y
puerto del Callao280. Sin embargo, al Consulado mexicano se le había puesto limitación
sobre el pago de la avería en aquellas mercaderías y esclavos pertenecientes a las personas
matriculadas en su Universidad281 y por un límite específico de tiempo.
Con relación a los seguros de mercancías y naos se toma como modelo el capítulo de
ordenanza de las de México. Es decir, quedan las ordenanzas de Sevilla vigentes en todo
lo relativo a las pólizas de aseguración y aseguradores282, puesto que no se acostumbraba
a asegurar en la ciudad de Lima.
La Recopilación de las Leyes de los Reinos de las Indias de 1680, como se señaló con
referencia a las ordenanzas del Consulado de México, incluyen en su libro IX las
ordenanzas del Consulado limeño283. Compulsadas las ordenanzas aprobadas en 1627 con
las ordenaciones incluidas en la Recopilación de 1680 no se aprecia ningún cambio de
verdadera importancia, como antes sucedió con las novohispanas, incluyéndose, en algún
caso, la misma ordenanza para ambos Consulados284. Solamente en lo relativo al cobro de
la avería consular, la Recopilación unifica criterios, y establece también para el
Consulado limeño el cobro exclusivamente sobre las mercaderías y esclavos
pertenecientes a las personas matriculadas en su Universidad285.
                                                
 279 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 5 6, cap. XI.
 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   M é x i c o   d e   1 6 0 7, cap.XI, reformado por auto
de revista del Consejo y confirmado por el rey en la aprobación de las ordenanzas en 1607.
 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   L i m a   d e   1 6 2 7, cap. XVI.
 280 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   L i m a   d e   1 6 2 7, cap. XXX.
 281 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   M é x i c o, cap. XXX. Reformado por auto de
vista del Consejo de 19 de junio de 1603, y por auto de revista de 24 de julio de 1604 y confirmado por el
Rey en la aprobación de las ordenanzas de 16 de agosto de 1607.
 282 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   L i m a   d e   1 6 2 7, cap. XLV.
 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   M é x i c o   d e   1 6 0 7, cap. cap. XXXVI.
 283 R e c o p i l a c i ó n   d e   l a s   L e y e s   d e   l o s   R e i n o s   d e   l a s   I n d i a s, 9, 46, 1-72.
 284 I b i d e m, 9, 46, 52
 285 I b i d e m, 9, 46, 52.
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De las ordenanzas de 1627 se hicieron numerosas ediciones fechadas en 1630, 1635,
1680, 1723, 1768 y 1820286. Otras dos reproducciones de ellas se corresponden, la
primera al gobierno de Melchor de Navarra, Duque de la Palata recogidas y coordinadas
por Tomas de Ballesteros en 1685, y la segunda reimpresión correspondiente al mandato
de Antonio Manso de Velasco, Conde de Superunda, en 1752287.
El Consulado de Manila
Aunque cronológicamente, el Consulado de Manila, no se corresponde con los
Consulados indianos descritos en las páginas precedentes, haremos referencia a él, en este
punto, porque al igual que el resto de las instituciones filipinas, quedan un tanto relegadas
a la hora de estudiar las instituciones y la organización indiana. No hay que olvidar que,
aún con las peculiaridades que la lejanía de su territorio imponía, la organización filipina
participa de los mismos principios que impulsaron el gobierno y administración del resto
de los reinos de las Indias. En este sentido, el Consulado manilense fue similar a los
Consulados indianos del siglo XVIII en cuanto a su reglamentación. En cuanto a su
existencia, tuvo las dificultades propias de la singularidad del tráfico comercial del galeón
de Manila. Por otra parte, no quedaría completo el mosaico de los Consulados
comerciales sin hacer referencia a la institución que participó en una ruta comercial tan
importante como fue la que hacía el “galeón de Manila”.
España, tras renunciar a su derecho en el archipiélago de las Molucas, puso sus ojos en
Filipinas, pues aunque no se conocían sus riquezas, su localización geográfica le hacía ser
el puente idóneo entre China y Japón. A esta situación geográfica habría que sumar el
descubrimiento por Urdaneta del derrotero de regreso de las Islas a la Nueva España; con
ello se inauguraba la vía de la “Nao de Acapulco”, que durante dos centurias canalizó el
comercio entre China y México288. Los manilenses eran los intermediarios que
compraban los tejidos de seda y porcelanas a los sangleyes y los remitían a Acapulco.
Manila jugaba el papel de “factoría de tipo fenicio”289, monopolizando el comercio
entre China y América. Desde Filipinas salían barcos cargados de mercaderías a puertos
de Nueva España, Perú y otros lugares de América, sin ningún tipo de restricciones. El
comercio con España fue el directamente perjudicado por este intercambio, sobre todo,
por la competencia que representaban los tejidos de seda procedentes de China. Otro
problema que suscitaba este comercio era la vuelta a Manila con los galeones cargados de
                                                
 286Estas seis ediciones están citadas por Moreyra ob. cit. nota 260, pág 49, son: 1630, 1635, 1680,
1723, 1768 y 1820. De todas ellas, utilizó y conoció la que se hizo bajo el Virreinato de Amat de 1768,
impresa en la Casa de los Niños Huérfanos Expósitos, siendo prior Juan Antonio de Bustamante Quijano.
 287La primera edición del tomo primero de las Ordenanzas del Perú de Tomás de Ballesteros se hizo
en 1685. Una nueva edición corregida se corresponde con la reimpresión en Lima en la imprenta de
Francisco Sobrino y Bados, el año 1752. Ninguna de estas dos ediciones están recogidas en la obra de
Moreyra citada en nota 260.
 288MARTÍN PALMA. M. T.:  E l   C o n s u l a d o   d e   M a n i l a. Universidad de Granada.
Granada, 1981, pp. 7 y ss.
 289DÍAZ TRECHUELO, L.:  P h i l i p p i n e   E c o n o m y   i n   t h e   S e c o n d   H a l f   o f   t h
e   X V I I I   t h   C e n t u r y. Manila, 1966, cit. por MARTÍN PALMA, pág. 8.
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oro y plata y objetos de regalo, con lo cual se producía una huida de los tesoros indianos
hacia oriente.
En 1593, mediante varias disposiciones, quedó regulado el tráfico comercial con
Filipinas: en adelante, los novohispanos tuvieron prohibido realizar el tráfico comercial
con Filipinas que quedó reservado a los comerciantes residentes en las Islas. Aunque no
podían realizarlo mediante factores o encomenderos sino que había de ser hecho por ellos
mismos, habiéndose de trasladar a Nueva España. Otra limitación consistía en la
estimación del valor máximo que podían tener las mercancías que anualmente
atravesarían el Pacífico hacía la Nueva España y que no podían sobrepasar los 250.000
pesos de a ocho reales. El retorno hacia Filipinas no superaría en ningún caso los 500.000
maravedíes. Por último, el tráfico quedaría concentrado en el puerto de Acapulco290.
Este comercio, para Manila, supuso el nacimiento de una minoría formada por los
mercaderes más poderosos que se convirtieron en la elite. No se preocuparon de
desarrollar otros sectores de las Islas y perjudicaron el asentamiento en ellas de otras
clases sociales, sobre todo de pobladores. Las ganancias de estos comerciantes fueron
inmensas, aunque el mantenimiento de estas tierras para la Corona fuera ruinoso291.
Los comerciantes manilenses fueron celosos en la guarda del monopolio comercial
frente a los intereses andaluces porque de ello dependía su supervivencia. Consiguieron
que el permiso de comercio se mantuviese durante el siglo XVII, incluso se aumentó en
1702 a 300.000 pesos de ida a Acapulco y el doble en el retorno.
Durante el siglo XVIII se resistieron a cualquier tipo de reforma que se pudiese
introducir en su sistema comercial, defendiendo a ultranza el monopolio con Acapulco. Se
pretendió abrir una nueva ruta a su comercio a través del Cabo de Buena Esperanza,
vedado hasta ese momento por el Tratado de Tordesillas, con el fin de sacar a las Islas del
abandono a que estaban sometidas y no tuvo el resultado apetecido. El navío “Buen
Consejo”, llegó el 1 de octubre de 1766, tras invertir diecisiete meses en la travesía. Fue
recibido muy mal por los comerciantes que trataron de boicotear los objetivos que tenía
propuestos por la Metrópoli. Se realizaron otros 14 viajes más sin obtener resultados
positivos por contar siempre con la oposición del comercio manilense, que logró abortar
todo tipo de iniciativas y que adquirió una mayor fuerza con la creación del Consulado en
1769292.
La creación del Consulado vino de la mano del gobernador Simón de Anda y Salazar,
hombre que se interesó muy vivamente por todos los problemas que las Islas tenían. Se
fundó a los seis años de firmado el Tratado de París (1763) y tras la toma de Manila y
                                                
 290LORENZO SANZ, E.: “El comercio”. En  H i s t o r i a   G e n e r a l   d e   E s p a ñ a   y   A m é r
i c a.Ed. Rialp. Vol. VII. Madrid, 1982, pp. 693 y ss.
 291Señala MARTÍN PALMA a través de la obra de Pedro de Morga, que la situación del
Archipiélago a principios del siglo XVII era ruinosa para la Corona que había de mandar dineros de lo
derechos de alcabala obtenidos en el puerto de Acapulco y de las Cajas Reales de México, porque lo que
proporcionaba el 3% de las mercancías que los chinos introducían en Manila era insuficiente. (Véase la
voz “Chinos” en AYALA, M.J.: Ob. cit.)
 292MARTÍN PALMA, T.: Ob.cit., pág. 12.
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Cavite por los ingleses, y una sublevación indígena 293. Todo ello unido, había asestado un
duro golpe al comercio que había pasado, prácticamente, a manos de los sangleyes con la
consiguiente entrada en el puerto de barcos franceses e ingleses que llevaban por
testaferros a moros o armenios que figuraban como dueños de las expediciones.
La petición de erección del Consulado la habían hecho los vecinos de Manila, según
consta en un voluminoso legajo, sin fechar, pero que debe datar de los años 1723-1726.
En él se hace relación a la polémica suscitada entre la ciudad de Manila y el comercio con
el Consulado de Sevilla (en ese momento trasladado a Cádiz), por poseer el monopolio de
la seda en Nueva España294.
El último recurso que le quedaba al comercio manilense era la creación de un
Consulado desde el que podrían defender sus intereses dando una mayor fuerza al
comercio. A partir de 1726 los manilenses comienzan a ganar terreno frente al Consulado
andaluz y logran obtener el monopolio de la seda. Aún tardaron algunos años en obtener
la creación de su propia organización consular por razón de la distancia del Archipiélago
de la Corte, lo que retrasaba cualquier tipo de gestiones. Y, de otro lado, por la difícil
situación que pasaron las Islas durante la guerra de los Siete Años.
La cédula de erección del Consulado, conservada en el Archivo General de Indias295,
está fechada en Madrid el 19 de diciembre de 1769. En esta cédula se crea el “cuerpo del
comercio” formado por “profesores comerciantes”, y a ellos se les faculta para, en
número de siete, formar el gobierno del Tribunal siendo prior, dos cónsules y cuatro
diputados296.
Una vez que la cédula llegó a Manila, se reunió un cabildo extraordinario y fue leída
junto con su Reglamento. De ello tomó cuenta el escribano, y el regidor, en nombre de
todos los asistentes, y realizó el ceremonial propio del acatamiento y obediencia a los
mandatos reales297.
Según el propio Reglamento, formarían parte del cuerpo del comercio: los españoles
filipinos mayores de 25 años y cabezas de familia con un caudal conocido de ocho a diez
mil pesos; los gachupines o americanos que llevasen residiendo diez años en las Islas, y
que dispusiesen del mismo capital que los españoles filipinos. Con el censo del comercio
                                                
 293MOLINA, M.:  H i s t o r i a   d e   F i l i p i n a s. Ed. Cultura Hispánica. Madrid, 1984. 2 vols.
Vol. I, pág. 177.
 294Legajo citado por MARTÍN PALMA, Ob. cit. en su nota 12, pág. 58.
 295Real Cédula de erección del Consulado de Manila de 19 de diciembre de 1769. A.G.I., Filipinas,
legs. 940 y 967. Cit. por MARTÍN PALMA, pág. 59.
 296 T e s t i m o n i o   d e   l a s   d i l i g e n c i a s   p r a c t i c a d a s   e n   o b e d e c i m i e n t o   d
e   l a   R e a l l   C é d u l a   d e   1 9   d e   d i c i e m b r e   d e   1 7 6 9 . MARTÍN PALMA, T.: Ob. cit.
pág. 151
 297“en nombre de todos los concurrentes, estando todos en pie tomó con respeto y obediencia sobre
una mesa cubierta de terciopelo morado la mencionada real Cédula y Reglamento nuevo, la besó y puso
sobre su cabeza... cuyo acto se observó y executó estando yo presente...”  L i b r o   d e   a c u e r d o s   o
r d i n a r i o s   y   e x t r a o r d i n a r i o s   d e l   c o m e r c i o   d e   M a n i l a, fol. 149 vtº a 151 vto.
I b i d e m, pág. 62.
81
hecho298, el 27 de mayo de 1771, resultaron elegidos el prior, cónsules y diputados, con lo
que el gobernador declaró, finalmente, erigido el Consulado de Manila.
Tuvo encomendado, desde la cédula de erección, el desarrollo del comercio y el
fomento de otras facetas que hiciesen florecer la vida de las Islas. En este sentido, los
objetivos del Consulado manilense estaban plenamente en consonancia con la creación
del resto de Consulados peninsulares e indianos del siglo XVIII. Para ello contó con los
Reglamentos de Comercio de 15 de septiembre de 1726 y el de 8 de abril de 1734; en
ambos se lograba conservar el comercio de la seda con la Nueva España, caballo de
batalla de los comerciantes frente al monopolio defendido por el Consulado andaluz.
A pesar de haber sido creado con la intención de ser un elemento importante en el
fomento y desarrollo de las Islas fue, sin embargo, el menos decisivo para lograrlo. Los
mercaderes que lo componían se opusieron fervientemente a cualquier tipo de cambio que
supusiese la ruptura del comercio tradicional de la nao de Acapulco que tan pingües
beneficios les había reportado.
Desde 1765, antes de su creación, se había comenzado de manera modesta el comercio
directo entre el Archipiélago y España. El primer navío supuso para España el
aproximarse a una serie de productos totalmente desconocidos, despertando el interés de
los peninsulares. Para los manilenses supuso la pérdida del control tradicional, y el
considerar que Madrid realizaría una vigilancia más estricta de sus negocios. Se creó,
frente a este intento de aproximación, tal ambiente de hostilidad que el navío sufrió un
acto de sabotaje en Cavite que estuvo a punto de provocar su pérdida en alta mar en el
viaje de vuelta299. Durante dieciocho años se continuó con la ruta del Cabo de Buena
Esperanza, resultando, a pesar de la oposición, positivo para las Islas.
En cuanto a sus relaciones con otras instituciones peninsulares, fueron de diversa
índole. Los intereses de los integrantes del Consulado, contrarios al comercio directo,
hicieron que sus relaciones con la sociedad mercantil que los Cinco Gremios Mayores
enviaron a Manila fuesen de integración. Los comisionados y factores madrileños
llegaron a Filipinas con la finalidad de comprar géneros y traerlos a la Península; los
miembros del Consulado los integraron en el comercio con Acapulco admitiéndolos en el
reparto de boletas de la nao. Esto les produjo más beneficios que el comercio directo y de
esta forma lograron apartarlos de su objetivo primitivo y fueron cada vez ampliando más
sus negociaciones con la Nueva España.
Sin embargo, la Compañía de Ustáriz contó con la oposición frontal del Consulado
para realizar sus negocios, aunque obtuvo el beneplácito del gobernador que les autorizó a
comerciar libremente con Lima y otros puertos americanos ante la imposibilidad de enviar
el navío a España.
Por último, señalar que la institución dio su visto bueno a la creación de la Sociedad
Económica de Manila en 1781300 siendo, incluso, el prior del Consulado vicedirector de
                                                
 298 I b i d e m, pág. 63-65.
 299 I b i d e m , pág. 120 y ss.
 300RODRÍGUEZ BAENA, M. L.:  L a   S o c i e d a d   E c o n ó m i c a   d e   A m i g o s   d e l   P a
í s   d e   M a n i l a   e n   e l   s i g l o   X V I I I . Escuela de Estudios Hispanoamericanos. Sevilla, 1966.
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ella. Cuando la Sociedad necesitó fondos para llevar a cabo sus proyectos y se solicitó al
Consulado ayuda económica consistente en la mitad de sus ingresos de avería,
comenzaron los recelos. A los tres años de creada comenzaron los problemas debido a las
decisiones que adoptaban referentes a cultivos y fabricación de paños. Pretendieron que el
Consulado se hiciese cargo de los gastos que ocasionaba sus errores económicos, por lo
que el cuerpo de comercio quería que todas las decisiones que tomase la Sociedad, antes,
fuesen sancionadas por él. Sin embargo, la Sociedad siempre gozó del favor Real aunque
el hecho de que en el Consulado se agrupasen la mayoría de las personas que podían
sostenerla, hizo que la vida de la Sociedad fuese corta301.
Finalmente, la creación de la Compañía de Filipinas el 10 de marzo de 1785, a pesar de
mantener el comercio de la Nao, fue objeto de rechazo por parte del Consulado302. La
táctica de rechazo fue la de enviar memoriales a la Corte contrarios a la Compañía,
denunciar los incumplimientos de los estatutos de la misma y solicitar igualdad, con ella,
en el pago de derechos y aranceles comerciales. La Compañía, por su parte, trató por
todos los medios de que se suprimiese el comercio con Acapulco entendiendo, que ello
era la causa de la pobreza y el ínfimo desarrollo de las islas. En 1815, se puso fin al
monopolio comercial de la nao. Pero en realidad tampoco la Compañía pudo aprovechar
la coyuntura porque no estaba en las mejores condiciones y tan solo sobrevivió veinte
años al tradicional comercio con la Nueva España303.
Las ordenanzas
El proceso de elaboración de unas ordenanzas propias fue tarea dificultosa para el
Consulado filipino, no tanto por su redacción y preparación, cuanto por las vicisitudes que
concurrieron sobre ellas y que demoraron durante veintiocho años su promulgación.
La primera redacción parece que se hizo en 1776 pero nunca llegaron a ser conocidas
porque se perdieron, lo que provocó tensiones entre el gobierno de Madrid y el comercio
manilense. La primera noticia de ellas se tiene a través de un testimonio en un expediente
actuado en averiguación de su paradero a instancias del Gobierno 304.
Por tanto, el primer proyecto conocido de ordenanzas data de julio de 1807, en que el
Consulado presenta a la revisión de los Oficiales Reales, el Contador Mayor y el Capitán
General, la redacción del articulado que había de regir la vida de la institución. Tras su
revisión, se pasó a la sanción real que fue dada el 26 de agosto de 1828, con lo que nacía
                                                
 301 I b i d e m, pág. 212 y ss.
 302DÍAZ-TRECHUELO, L.:  L a   R e a l   C o m p a ñ í a   d e   F i l i p i n a s. Escuela de Estudios
Hispanoamericanos. Sevilla, 1965.
 303MARTÍN PALMA, M. T.: Ob. cit., pág. 139.
 304 El escribano del Consulado el 1 de diciembre de 1804 dice: “... doy fe y verdadero testimonio a
los que le presente vieren cómo hallándome en el año 1802 en la casa mortuoria del difunto don José
Armenteros advertí que en una mesa se hallaba un expediente que decía: año de 1776. Ordenanzas del
Real Tribunal del Consulado y Comercio...”  I b i d e m, pág. 72
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el Reglamento definitivo del Consulado de Manila sin que la Corona introdujese ninguna
novedad reseñable con respecto al proyecto presentado por los mercaderes305.
El modelo que se toma para la elaboración de estas ordenanzas, a semejanza de otros
articulados de las instituciones consulares del siglo XVIII, serán las ordenanzas bilbaínas
de 1737306. Sin ser tan minuciosas y detalladas como las de Bilbao, sí están en
consonancia con el resto de las ordenanzas indianas. Como dato curioso, a la hora de
establecer los salarios del Tribunal y el resto de los oficiales se toma como modelo lo
estipulado para el Consulado de Lima, siendo, tradicionalmente, el virreinato peruano más
generoso con los sueldos de sus oficiales reales que el virreinato novohispano 307.
Con relación a la administración de justicia mercantil, procedimiento, composición del
tribunal y apelaciones, no se introduce ninguna novedad en estas ordenanzas
conservando, a pesar de lo tardío de la fecha, la jurisdicción sobre los mismos procesos y
casos, tal y como lo habían tenido los Consulados tradicionales308.
El 30 de mayo de 1829 se promulga el Código de Comercio en que se confirió la
administración de justicia en los asuntos comerciales a los Tribunales especiales de
comercio en las ciudades en que existía Consulado. El Consulado manilense fue
suprimido por Real Orden de 26 de julio de 1832, publicada en Manila por bando de 5 de
julio de 1833.
                                                
 305 I b i d e m, pág. 169-216.
 306 R e g l a m e n t o   p a r a   e l   C o n s u l a d o   d e   M a n i l a ,   d a d o   e n   M a d r i d   a   2
6   d e   a g o s t o   d e   1 8 2 8. Artículo 5º.  I b i d e m, pág. 197.
 307VAS MINGO, M.: “Salarios de oficiales reales en Indias en el siglo XVII”.  V I   C o n g r e s o   I
n t e r n a c i o n a l   d e l   I n s t i t u t o   d e   H i s t o r i a   d e l   D e r e c h o   I n d i a n o. Valladolid,
1984, Vol. 2, pp. 361-383.
 308Véase artículo 5º al 31º. MARTÍN PALMA, ob. cit., pág. 197-202.
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EL DERECHO MERCANTIL EN LAS ORDENANZAS CONSULARES
El Derecho marítimo en las ordenanzas consulares
En las primeras páginas de este trabajo han quedado expuestas, breve y claramente, las
razones que influyeron decisivamente en el desarrollo de la legislación marítima: la
necesidad de dar cobertura a los riesgos de la navegación; la protección debida al tráfico
comercial marítimo, y la defensa del territorio que potenció una marina militar309.
Pues bien, estos tres factores incidieron directamente no sólo en el desarrollo de las
leyes del mar, sino en la creación de figuras e instituciones jurídicas específicas del
mundo marítimo como la avería, el seguro marítimo o el fletamento. Estas figuras, que
fueron modeladas por la práctica, posteriormente fueron recogidas en normas escritas,
para finalmente formar parte de la propia regulación de los Consulados como ejes de la
vida comercial de los integrantes de los tribunales consulares -los mercaderes310.
El Derecho marítimo, actualmente incluido en el Código de Comercio como una rama
del mismo311, no fue, ni mucho menos, en la etapa que estamos estudiando una
“aplicación a las necesidades de la navegación de las normas del Derecho mercantil
terrestre”312. El Derecho marítimo gozó de un particularismo que quedó patente en el
proceso de formación de las regulaciones consulares y de la literatura jurídica. Fue
producto de las necesidades reales del tráfico marítimo comercial y de los factores
técnicos y económicos especiales. Este carácter, le dotó de una originalidad que es su seña
de identidad desde sus comienzos hasta nuestros días.
Por estas razones, aún dedicando esta tercera parte del trabajo al Derecho mercantil,
hemos dado una especial importancia al Derecho marítimo. De lo que, por otro lado, son
ejemplo las dos primeras partes, y el objeto del libro, dedicado a los Consulados como
primeros “codificadores” del Derecho mercantil y del marítimo en especial.
El riesgo en el transporte marítimo
El riesgo, en cuanto exposición de una persona o cosa a unos posibles daños, o como
lo define el Diccionario Jurídico Espasa “... incertidumbre acerca de la producción de un
evento dañoso...” ha sido el elemento que más ha influido en el desarrollo del Derecho
mercantil, en el caso que nos ocupa, del Derecho marítimo313.
                                                
 309Véase  E l   d e s a r r o l l o   d e   l a s   l e y e s   d e l   m a r.
 310La incipiente regulación del fletamento aparece recogida en LAS PARTIDAS, 5, 15, 5 y 6.
El reparto en las pérdidas de las mercaderías de las naves también está regulada por LAS PARTIDAS,
5, 9, 2-6.
 311El Derecho marítimo es el libro III del actual Código de Comercio dedicado al “Comercio
Marítimo”.
 312Véase GARRIGUES, J.: Ob. cit., T. II, pág. 543
 313V.V.A.A.:  D i c c i o n a r i o   j u r í d i c o   E s p a s a. Fundación Tomás Moro. Ed. Espasa
Calpe. Madrid, 1994, pág. 239.
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Precisamente, la esencia de la “negociación” y la posibilidad de las ganancias estriba
en superar o no los riesgos que entraña la contratación. Así, los tratadistas más
importantes del Derecho lo señalan cuando ponen de relieve la necesidad de los
negociadores para la utilidad de la república. Del mismo modo, el elemento “riesgo” es el
que pone la diferencia entre las distintas clases de mercaderes; a mayor riesgo, más
apreciada fue la profesión314.
Por otra parte, es necesario, desde el punto de vista jurídico, definir y caracterizar
debidamente el concepto de “riesgo”. De ello dependió que, en diferentes épocas y por
diferentes hechos, el Derecho creara las figuras jurídicas necesarias para dar cobertura a
los riesgos o peligros de la navegación y, por tanto, a que los mercaderes fuesen capaces
de arriesgar sus fortunas en la contratación.
El riesgo, en sentido estricto, bien siguiendo a Covarrubias o proveniente del latín315,
es un estado que se produce a consecuencia de un hecho. La posibilidad de que un hecho
dañoso se produzca ha de ser real, aunque incierta. Esa contingencia, “la incertidumbre”,
junto con la “posibilidad” de que un hecho dañoso ocurra, constituyen los elementos clave
del riesgo. Es decir, que la posibilidad de que un hecho dañoso ocurra durante una
travesía en la que se van a realizar operaciones comerciales, y la incertidumbre de saber si
se producirá el daño sobre las mercancías o el barco, es lo que hizo que, desde muy
temprano, los hombres de la mar buscasen las fórmulas para dar cobertura a los riesgos de
la navegación cuando se producía un siniestro. En realidad, soportaría el riesgo aquél que
sufriera directamente las consecuencias del hecho previsto como posible, una vez que
sucediese. En este caso, estaríamos ante el siniestro puesto que el riesgo se habría
materializado.
Ambos conceptos, riesgo y siniestro, perfectamente diferenciados en el artículo 755 de
nuestro Código de Comercio, no siempre estuvieron así en la época histórica que nos
ocupa. Ni la literatura jurídica, ni las leyes desde las Partidas a la Recopilación de Leyes
de Indias distinguen claramente entre ambos, aunque es evidente que de cada posible
riesgo se infiere en su materialización un siniestro. No será, sin embargo, hasta las
                                                
 314SOLÓRZANO PEREIRA, J.:  P o l í t i c a   I n d i a n a. B.A.E. Madrid, 1972. Libro VI, cap.
XIV, nº 1, 2, 3, 4, 8, 10.
Con relación a la utilidad del comercio y de los mercaderes dice: “... abastecen los reynos y causan los
derechos, portazgos, alcavalas y vectigales, de que se consigue la mayor utilidad de los Reyes de
ellos...porque ningunas (repúblicas) hay que puedan pasar sin ellos y que por el consiguiente los  m e r c a
d e r e s   y   c o m e r c i a n t e s   d e b e n   s e r   a y u d a d o s ,   a m p a r a d o s   y   f a v o r e c i d o
s   y   g o z a r   d e   m u c h o s   p r i v i l e g i o s   e   i n m u n i d a d e s ,   p o r   l o   q u e   l o s   R e
y e s   y   R e y n o s   i n t e r e s a n   d e   s u   n e g o c i a c i ó n   y   c u i d a d o   y   n o   s e   p o d e r
v i v i r   n i   p a s a r   s i n   e l l o s   e n   p a r t e   a l g u n a.
Y también por los trabajos que en esto pasan y muchas pérdidas que suelen tener en donde esperan
crecidas ganancias... que sus riquezas suelen deshacerse y desbartarse muchas tan fácilmente como las
telas de araña...”
Pero es de advertir, que aunque una ley de nuestras Partidas parece que da generalmente este nombre
de Negociadores o Mercaderes a todos los que venden mercaderías suyas o agenas para ganar en ellas, no
deben gozar, ni gozan de los privilegios e inmunidades referidas, los que estándose en sus casas y tiendas,
sin  e x p o n e r s e   a   n e v e g a c i o n e s   y   o t r o s   p e l i g r o s, las compran y venden por
menudo, y varean...”
 315 D i c c i o n a r i o   d e   A u t o r i d a d e s. Real Academia Española. Ed. facsimil, Madrid, 1969.
86
ordenanzas del Consulado de Bilbao de 1737, cuando los conceptos se aproximen a lo
recogido en nuestras leyes actuales. Sí es importante que, en este caso, tanto la literatura
jurídica como las leyes generales y las ordenanzas, desde las Partidas hasta el siglo XVIII,
cuando aluden a los riesgos que se corren en el mar, utilizan un término amplio que
incluye dentro de los mismos tanto a los riesgos propios del mar y las fuerzas de la
naturaleza, como a los producidos por la mano del hombre. Es decir, se emplea el término
“riesgos de la navegación” como concepto más amplio316.
De lo expuesto, se deduce, que en el término “riesgo de la navegación” se incluían
fenómenos adversos, riesgos y siniestros no comparables, por cuanto unos eran
“naturales” derivados de los peligros de la naturaleza, y otros venían provocados por la
mano del hombre.
En primer lugar, los producidos por la acción de la naturaleza serían aquellos
derivados de la acción del agua, tierra, viento, etc. a los que los navíos habrían de
enfrentarse de forma totalmente fortuita y que podían acabar con la pérdida de la nave o
las mercaderías: “...quebrantamiento de la nave, o de dar en tierra o tocar en baxos, o de
mar o corrientes della, o de ríos, y sus avenidas, y lluvias, o viento, tempestad, granizo,
nieve, yelos, sol, aire caliente o de aves, langostas, ratones, gusanos, o otros
animales...”317.
Sin embargo, los riesgos ordinarios a que estaba sometida la navegación marítima
hasta el siglo XVI, además de los producidos por la naturaleza, incluían el enfrentarse a
algunos otros provenientes de la mano del hombre. Éstos, derivados de las guerras más o
menos locales, de las Cruzadas, del peligro de turcos y moros, o del peligro de prácticas
ejercidas por algunos pueblos, especialmente del norte de Europa, destinadas a llevar las
naves a pique para apoderarse de su cargamento318. A estos riesgos, fortuitos, eran a los
que ordinariamente, durante toda la Edad Media, se veían sometidos los navegantes
habituales.
Otro tipo de riesgos, exclusivamente debidos a la mano del hombre, nos llevarían a una
doble clasificación de los mismos. Por un lado, aquellos riesgos intencionados en su
origen pero que sólo se podían producir de manera fortuita, en función del azar y que se
podían considerar como extraordinarios. Por otro lado, los producidos
intencionadamente, de forma preconcebida y con ánimo de producir un siniestro, a los
que llamaríamos dolosos. Por último, los achacables a la impericia o imprudencia del
maestre de la nave o de algún miembro de la tripulación, cuyo resultado era un siniestro
pero que en su origen no fue intencionado; a estos riesgos los llamaríamos negligentes.
                                                
 316Partidas, 5, 8, 26.
Ordenanzas del Consulado de Sevilla de 1556, 27 y ss.
Recopilación de las Leyes de las Indias, 9, 39, 42.
Ordenanzas del Consulado de Bilbao de 1737, cap. XXII, núm. 1,19.
VEITIA LINAGE, J.: Ob. cit. l.II, cap. XIX, núm. 1.
HEVIA BOLAÑOS, J.: Ob. cit. l. III, cap.XIV, núm. 25.
 317HEVIA BOLAÑOS, J.: Ob. cit., l.3, cap. 14, núm. 25.
 318PARTIDAS, 5, 9, 9.
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Pues bien, como ya hemos señalado, el deseo de prevenir o de mitigar los siniestros
ocurridos por estos distintos tipos de riesgos de la navegación, llevó a mercaderes y
comerciantes a arbitrar las medidas necesarias para continuar y aumentar la contratación.
Lo hicieron mediante una serie de figuras jurídicas, que durante la Edad Moderna se
fueron perfeccionando y que trataron de dar respuesta a los problemas que la navegación
producía en cada momento y a la cobertura, tanto de los riesgos ordinarios de la
navegación como de los extraordinarios o de los dolosos y negligentes. Estas figuras
fueron la avería, el seguro marítimo y el contrato de fletamento319.
La avería, el seguro marítimo y el fletamento
Antes de centrarnos en la clase de avería que aquí nos interesa, hay que hacer una serie
de precisiones por cuanto el término “avería” no es unívoco y puede inducir a múltiples
errores que se han venido transmitiendo, de forma poco reflexiva, por diferentes
investigadores320.
La etimología de la palabra avería ha sido discutida desde el siglo XVII. Mientras para
unos su procedencia era latina, para otros era el árabe su origen. Sin embargo, no se debe
reducir al análisis etimológico del término, a su procedencia, sino que hay que tener en
cuenta también la figura jurídica que la palabra designa 321.
Parece, que aun con los defensores del origen latino, la palabra procede del árabe,
significando “perjudicar, averiar” y derivando a “defecto, avería” y, por último, a la forma
awârîya como “mercancía averiada”. Es decir, nos encontramos con unos términos en
que, con variantes, lo que predomina es el concepto de “desperfecto-daño”, más tarde
aplicado a las mercaderías.
La terminología árabe pudo pasar directamente al catalán y al italiano, sin duda, debido
a los frecuentes contactos comerciales entre la Corona de Aragón y alguna de las
repúblicas comerciales italianas con los enclaves musulmanes del norte de Africa. De
estas dos lenguas, se propagó posteriormente a las demás lenguas romances y no
                                                
 319VAS MINGO,M.: “El riesgo....”
 320Desde las principales obras del siglo XVI y XVII dedicadas a la literatura jurídica - Veitia Linage
y Hevia Bolaños, pasando por la literatura crítica del siglo XVIII, o la obra de Capmany Montpalau,
pasando por los diccionarios de O´Scanlan, y de Joaquín Escriche, hasta la actualidad en que se continuan
haciendo trabajos sobre el tema, es de resaltar que no se ha hecho una clarificación de la avería y sus
distintas clases.
(Véase las obras de Antúnez y Acevedo, Piernas y Hurtado, Artiñano y Galdácano, Haring, Girard,
Laudelino Moreno, Larraz López, Zumalacárregui, Carande Thovar, Céspedes del Castillo, Enrique Otte,
Lorenzo Sanz, Castillo Manrrubia, Martín Acosta, y Caballero Juárez.)
 321CARRASCO CANTOS, I.:  E s t u d i o   d e l   l é x i c o   i n s t i t u c i o n a l   d e   l a   P a r t i
d a   V . Universidad de Málaga. Málaga, 1981. En el mismo sentido de unir el estudio fonético,
morfológico y semántico con la utilización de diccionarios lingüísticos, jurídicos, técnicos y generales se
manifestó ALTAMIRA Y CREVEA, R.:  D i c c i o n a r i o   C a s t e l l a n o   d e   p a l a b r a s   j u r í
d i c a s   y   t é c n i c a s   t o m a d a s   d e   l a   L e g i s l a c i ó n   I n d i a n a . Instituto Panamericano
de Geografía e Historia. México, 1951.
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romances europeas322. La dificultad estriba en distinguir la contribución de cada una de
ellas a esta difusión. Se puede señalar, sin embargo, que en el siglo XIII existía en Castilla
una traducción de los Rooles de Olerón, donde aparece de manera aislada la forma
“averí” que más tarde es recogida por la Partida V323, sin que exista unanimidad entre los
investigadores a la hora de probar la influencia de aquéllos en ésta324.
Coincidiendo con la separación en Castilla de la jurisdicción ordinaria de la mercantil
se comienza a generalizar el uso del término avería cuya regulación como avería gruesa
es recogida en las primeras ordenanzas del Consulado de Burgos como fórmula para
compensar los “desperfectos, daños” sufridos por las mercaderías en los viajes325.
Durante el siglo XVI y XVII aparecerá con profusión el término avería y,
curiosamente, con grafía variable: “avería”, “habería” o “abería”. Estas diferencias de
grafía, al margen del origen etimológico que se le adjudicase326, podían estar ya
significando realidades distintas porque junto a la tradicional “avería gruesa” ya había
aparecido en las ordenanzas consulares la “avería consular”327, y la nueva figura “avería
de disminución de riesgos”328.
Por tanto, la avería, en su génesis, lo que trataba de paliar era las consecuencias
funestas que los siniestros derivados de los riesgos ordinarios y extraordinarios que la
navegación producía tanto en las mercaderías como en los navíos cuando la aseguración
no existía o no estaban todos los riesgos contemplados por las fórmulas de aseguración de
la época. En este sentido, nos parece interesante desarrollar, aunque sea brevemente, la
“avería de disminución de riesgos” que ponía su acento en la prevención de los riesgos
extraordinarios de la navegación. El tipo de riesgo extraordinario se vio incrementado a la
vez que se incrementaba el comercio indiano y, a su albur, se desarrolló y evolucionó una
piratería nueva y apátrida329.
                                                
 322COROMINAS, J.:  D i c c i o n a r i o   c r í t i c o   e t i m o l ó g i c o   c a s t e l l a n o   e   h i s p
á n i c o. Editorial Gredos. Madrid, 1984, pág. 420.
 323PARTIDAS, V, Título IX que regula “De los navíos y los pecios dellos”. En las catorce leyes que
componen el título IX se regula la “echazón” y manera de repartir las pérdidas entre los mercaderes de la
nave. Esto es el caso más típico de  a v e r í a   g r u e s a . Por tanto, aunque no sabemos con exactitud si
antes de 1494 estaba generalizado el término, al menos si debía ser conocida y utilizada con anterioridad
a esa fecha.
 324 GARCÍA SANZ, A.: Ob. cit. nota 8
ARIAS BONET, A.: Ob. cit. nota 15
TOMÁS Y VALIENTE, F.:  M a n u a l   d e   H i s t o r i a   d e l   D e r e c h o   E s p a ñ o l. Ed.
Tecnos. Madrid, 1986, pp. 357-358.
GARCÍA GALLO, A.: M a n u a l   d e   H i s t o r i a   d e l   D e r e c h o   E s p a ñ o l. Madrid,
1969. T. I, pág 474.
 325 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u r g o s   d e   1 5 3 8. Ed. nota 60.
 326Para Solórzano Pereira procedía del latín, de ahí que el prefiera la forma escrita “habería”. Su tesis
fue aceptada por Veitia Linage o Gervasio de Artiñano y Galdácano o Albert Girard.
 327Véase las referencias que se hacen a la avería consular en las diferentes ordenanzas de Consulados.
 328VAS MINGO, M.: “El riesgo...”, pág. 604 y ss.
 329 I b i d e m, pág. 603.
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Por piratería, en su acepción más amplia, se ha entendido toda acción de depredación o
violencia cometidas contra un buque, personas o cosas que se encontrasen dentro de él en
el mar, realizadas por la tripulación, pasajeros u otro navío330. La piratería, en este sentido
amplio, se practicó desde los orígenes de la navegación, teniendo su primer período de
esplendor unido a la intensificación del comercio en el Imperio Romano. Desde que el
comercio con Oriente recobró su fuerza con las Cruzadas, el florecimiento de las
repúblicas italianas se vio acompañado del incremento de la piratería. Durante la Edad
Media se practicó abiertamente dando origen a la creación de capitales comerciales. Los
piratas junto con los corsarios del Sultán de Constantinopla y los musulmanes expulsados
de Andalucía llegaron a dominar las tres cuartas partes del Mediterráneo331.
Con el descubrimiento de América y el desarrollo del intercambio comercial surgió
una piratería fomentada por Francia, Provincias Unidas e Inglaterra, que venía a consagrar
la merecida fama que esta última tenía de nido de piratas desde el Imperio Romano. Los
pueblos del norte siempre habían practicado el bandidaje marítimo con los navíos de los
pueblos del sur, y en el siglo XVI era una práctica tan arraigada que era de difícil
extirpación, máxime, teniendo en cuenta que se habían creado muchos interés a su
amparo. Con todo, la política inglesa fue clara: ofrecer a los piratas la alternativa de
ingresar en la marina inglesa o realizar sus prácticas lejos de las costas de su país. Los
piratas franceses y holandeses se unieron rápidamente al asalto de la ruta de Indias
infestando las costas occidentales de Andalucía y el litoral del cabo de San Vicente, que
comenzó a llamarse “cabo de las sorpresas”.
Junto con estos piratas que actuaban sin el apoyo oficial de sus respectivos países, y
distinto también del corsario poseedor de patente de corso, apareció una piratería apátrida.
Si bien, como los anteriores, pudo ser tolerada por Francia, Inglaterra u Holanda, dio
origen a otros elementos piráticos como fueron los filibusteros y bucaneros. Tanto
filibusteros como bucaneros no actuaron con patentes de sus gobiernos, como hacían los
corsarios. Su móvil era exclusivamente el botín. Su zona de acción fue,
fundamentalmente, las Antillas, en donde se instalaron aprovechando el abandono de
algunas de las islas. Se les conocía como “hermanos de la costa” y dificultaban el
comercio desde la isla Tortuga, en donde llegaron a construir el fuerte Palomar, para
posteriormente trasladarse a Jamaica332.
Es decir, la aparición y generalización de esta clase de piratería, diferente al corso y no
unida a un estado de guerra entre diferentes países, fue lo que añadió un nuevo riesgo a la
navegación marítima. Un riesgo que expresamente quedaba sin cubrir por las pólizas de
                                                
 330 D i c c i o n a r i o   d e   A u t o r i d a d e s. Ed. Facsímil. Ed. Gredos. Madrid, 1969.
 331GOSSE, Ph.:  H i s t o r i a   d e   l a   p i r a t e r í a. Madrid, 1935;  L o s   c o r s a r i o s   b e r b e
r i s c o s .   L o s   p i r a t a s   d e l   N o r t e   ( h i s t o r i a   d e   l a   p i r a t e r í a ) . Buenos Aires,
1947.
LUCENA SALMORAL, M.:  P i r a t a s ,   b u c a n e r o s ,   f i l i b u s t e r o s   y   c o r s a r i o s   e
n   A m é r i c a. Colección Mar y América. Ed. Mapfre. Madrid, 1992.
 332EXQUEMELIN, A.:  P i r a t a s   d e   A m é r i c a. Ed. Manuel Nogueira. Crónicas de América.
Ed. Historia 16. Madrid, 1988.
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seguros marítimo333. Por tanto, cualquier siniestro cuyo origen fuese considerado
“ordinario” era cubierto por el seguro marítimo, incluidos los provenientes de moros y
turcos porque había sido lo normal, lo ordinario, durante toda la Edad Media y parte de la
Moderna. Sin embargo, los procedentes de la nueva “clase de piratas y ladrones” era un
riesgo “extraordinario” que habían de afrontar los mercaderes con enormes pérdidas en
barcos y mercaderías.
Sin embargo, la Corona española no reaccionó con la contundencia que el caso
requería, pensando que las pérdidas eran asumibles. Las medidas consistieron en ordenar
que se fabricasen unas carracas para perseguir a los corsarios, y proteger la construcción
de naves de mayor capacidad de carga para su mejor defensa334. La inseguridad
aumentaba de forma proporcional a los mejores medios que iban adquiriendo los corsarios
y piratas con el producto de sus apresamientos, de tal manera que incidía de forma
negativa en la navegación. Aun en el caso de que finalizase la travesía con éxito, se
retrasaba la comunicación entre España y las Indias; los barcos debían desviar a veces el
rumbo establecido con el consiguiente perjuicio económico en las mercaderías, el
aumento de los riesgos ordinarios y el mayor precio de los fletes. Por si todo esto no fuese
suficientemente grave, el alterar la ruta de los barcos podía invalidar la cobertura que el
seguro marítimo ofrecía a los riesgos335.
La guerra franco-española en 1521 convirtió a los piratas franceses en “corsarios” que
luchaban al servicio de su país y contra los enemigos de Francia, por supuesto contando
con el apoyo directo de su Corona. Por las costas andaluzas aparecieron navíos robando a
las naves que regresaban de Indias, con el consiguiente aumento de las pérdidas.
La situación jurídica que se plantea con respecto a la cobertura de los siniestros, era
que las pérdidas, al ser consecuencia de situación de guerra, habían de responder de ellas
los aseguradores de las mercancías y de los navíos. Hasta esa fecha, los aseguradores no
constituían compañías establecidas, sino que utilizaban el sistema de la “mutua
aseguración”, bien de forma individual o de forma colectiva asociándose varios
comerciantes, al modo que se venía haciendo en el mundo mediterráneo del Derecho
catalán y balear336. Las ordenanzas del Consulado de Sevilla de 1556 ofrecen la
reglamentación del seguro con el modelo de póliza para los viajes generales de ida y de
                                                
 333 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   B u r g o s. cap. XLV. Dice así al transcribir una
póliza de casco de navío: “... el qual dicho riesgo tomamos y corremos de mar, viento, fuego y de
cualesquier represalias y detenimientos de Reyes y Señores, de comunidades y de otro cualquier peligro y
fortuna de cualquiera manera y condición que puedan venir y acontecer, y hayan venido y acontecido, y
de moros turcos, enemigos de nuestra santa fe católica, que todo lo corremos, aseguramos y tomamos
sobre nos, excepto de baratería de patrón, de  c o r s a r i o s   y   l a d r o n e s  de cualquier nacionalidad
que sean...”
 334CÉSPEDES DEL CASTILLO, G.:<“La avería en el comercio de Indias”.  A n u a r i o   d e   E s t
u d i o s   A m e r i c a n o s . Sevilla, 1945, pág. 22.
 335 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 5 6. En la reproducción de la
póliza general de venida de Indias se dice: “...el qual seguro se entiende de mar...excepto de batería de
patrón, o mancamiento de lo susodicho, y de  m u d a n z a   d e   v i a g e .   Y   s i   t a l   m u d a n z a   n
o   f u e r e   p a r a   j u n t a r s e   c o n   a l g u n a   a r m a d a ,   o   c o m p a ñ í a”.
 336PELÁEZ, F.:  C a m b i o   y   s e g u r o s   m a r í t i m o s   e n   e l   D e r e c h o   c a t a l á n   y
b a l e a r. Bolonia, 1984, pág. 167.
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vuelta, y las limitaciones a la póliza se hacían sin sujeción a normas específicas pero sí de
acuerdo con la costumbre y usos generales de los comerciantes por mar.
El procedimiento más frecuente era la aseguración hecha de palabra y anotada por el
asegurador en sus libros de contabilidad. Este sistema provocaba numerosos abusos de
comerciantes que aseguraban sus mercancías dos y tres veces, unas “en confianza”,
procedimiento verbal, y otras por póliza. De esta forma, un naufragio o simplemente una
echazón de las mercaderías por la borda se convertía en un negocio lucrativo para el
asegurado que podía cobrarlas el mismo número de veces que las había asegurado.
El sistema de mutua aseguración hacía que quienes tenían que hacer frente a los
siniestros producidos por los corsarios franceses o los piratas, eran los propios
comerciantes convertidos en aseguradores337. Esta situación, a su vez, no impedía que los
mismos comerciantes, además de aseguradores, fuesen cargadores de otros navíos y, por
tanto, también asegurados. La única excepción hecha por la legislación que impedía que
un comerciante fuese asegurador era que a la vez fuese prior o cónsul del Consulado, o
bien su condición de moro o turco338.
De este complicado entramado comercial se deducía que las pérdidas de los
mercaderes podían resultar ruinosas. Por un lado, con la pérdida de la nave o de las
mercadería se perdía, aun en el caso de que el siniestro estuviese cubierto por el seguro
marítimo, un tercio del valor del casco del navío, ya que las pólizas solamente cubrían los
dos tercios del valor real del mismo339. De las mercaderías, se recuperaba sueldo a libra
(proporción de 16 onzas por el valor de un sueldo)340. A ello se uniría que, al aumentar
considerablemente los riesgos, se aumentaban enormemente las primas a pagar por la
aseguración, junto con la pérdida producida por dejar de hacer unos negocios que podían
ser muy rentables. Todas estas razones llevaron a los comerciantes a tomar sus propias
medidas de seguridad que financiarían con el cobro de la avería desde 1521341.
La finalidad que tenía el cobro de la avería, a nuestro juicio, era clara: disminuir el
riesgo en el transporte marítimo, tanto de los riesgos ordinarios de la navegación
cubiertos por las pólizas de seguros, como tratar de disminuir y prevenir los riesgos
extraordinarios no cubiertos por las mismas. Para lograrlo, la solución estaba en la
contratación de su propio servicio de seguridad, ante la ineficacia del Estado para
solventar el problema. De este modo, la propia Corona se convierte en un comerciante
más que contribuiría a la financiación de las medidas de seguridad con el pago de la
avería.
Por tanto, la avería de disminución de riesgos, no es un impuesto, ni un tributo, ni un
gravamen, como hasta ahora han venido repitiendo diferentes investigadores, sino una
                                                
 337Véase la nota 125 en que se explicitan los riesgos cubiertos por la póliza de casco de navío
recogida por las ordenanzas del Consulado de Burgos. En iguales términos se recoge en la póliza general
de venida de Indias contenida en las ordenanzas del Consulado de Sevilla de 1556.
 338ENCINAS, D.:  C e d u l a r i o   I n d i a n o, L.III, fol. 173.
 339 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 5 6. Cap. 32.
 340 I b i d e m, Póliza general de venida de Indias.
 341Véase CÉSPEDES DEL CASTILLO, G.: Ob. cit. pág. 25 y ss.
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“participación prorrateada” en los gastos de seguridad, consistente en el pago del
equivalente a un tanto por ciento del valor de las mercancías embarcadas, incluyendo los
efectos pertenecientes a la propia Corona. La seguridad se convierte en cosa de los
mercaderes, y sólo la asumiría el Estado a finales del siglo XVII cuando se hizo cargo de
la protección del comercio; ello supondría el fin del cobro de esta clase de avería.
En cuanto a la cobertura de riesgos que el seguro marítimo ofrecía a los asegurados,
sobre mercancías y buques, hay que señalar que en ambos casos era la misma, tal y como
se contempla en las ordenanzas del Consulado de Sevilla de 1556: “El qual seguro se
entiende de mar, y viento, y fuego, y de enemigos, y de amigos y de otro cualquier caso,
que acaezca o acaecer pueda, excepto de batería de patrón o mancamiento de la
mercadería”342. Como se puede apreciar, la cobertura de riesgos responde, tal y como
hacen las propias leyes, a los riesgos de la navegación. Es decir, tanto a los producidos
por los agentes de la naturaleza (agua, viento y fuego) que serían inequívocamente
ordinarios, como a algún otro, no natural, producido por la mano del hombre (accidente
de navegación -producido por amigo-, o siniestro de guerra -producido por enemigo-,
pero tenidos por “ordinarios” en la época343.
El peligro de guerra fue habitualmente asumido por los aseguradores marítimos.
Contrariamente al sistema que se empleó en otras ramas de la actividad aseguradora, en el
seguro marítimo siempre se cubrió esta eventualidad hasta las guerras napoleónicas en
que surgió la primera cláusula en virtud de la cual se excluía el riesgo de guerra del
condicionado general del seguro marítimo344. Por riesgo de guerras, hasta ese momento,
se habían entendido los daños derivados de las guerras producidas entre diferentes
pueblos y, dentro de esas guerras, se podían encuadrar las causadas por el deseo de
rescatar los santos lugares desde 1097, y que a partir del siglo XIV se materializaba en el
intento de frenar la expansión turca. De cualquier forma, lo que es claro, es que estas
guerras santas abrieron un vasto campo a la actividad comercial de las ciudades marítimas
gracias al transporte por mar de los peregrinos y de las mercaderías (paños occidentales
que se cambiaban por especias, tejidos de seda y algodón, etc.). Este desarrollo del
transporte marítimo hizo que, como algo habitual, se aceptasen los riesgos que estas
guerras podrían causar tanto en las naves como en las mercaderías345. Los siniestros
acaecían por hundimiento de las naves, por abordajes, por robos, por saqueos hechos por
corsarios con patentes de los estados en guerra, o por las marinas de guerra de los
diferentes estados.
El corso en la Edad Media era aceptado como fórmula de “guerra regular” y sus
prácticas consistían en el apresamiento de naves y de marcaderías indiscriminadamente.
En Castilla, el corso lo prohibió Fernando el Católico en 1496, prohibición que duró hasta
tiempos de Felipe IV. Otra fuente adicional de ingresos era el apresamiento de “infieles”
                                                
 342 O r d e n a n z a s   d e l   C o n s u l a d o   d e   S e v i l l a   d e   1 5 5 6. Limitaciones a la póliza
general de ida a Indias.
 343VAS MINGO, M.: “El riesgo...”, pág. 602.
 344HERMIDA HIGUERAS, L.: “El riesgo de guerra en los seguros marítimos”.   R e v i s t a   d e   D
e r e c h o   M e r c a n t i l. Madrid, 1946, pp. 311 y ss.
 345VAS MINGO, M.: “El riesgo...”,pág. 603.
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que podían ser vendidos como esclavos, cosa que a su vez también hacían los “turcos y
moros”. Para paliar estas prácticas surgieron los “rescates”, que a su vez hubieron de ser
cubiertos por los “seguros de vida”346.
Las Partidas ya regulaban, como hecho habitual, cómo se debían compatir los daños
que recibían los que iban en los navíos apresados por corsarios347. Asimismo, se
especificaban las causas por las cuales los mercaderes podían cobrar los efectos que
hubiesen sido robados por los corsarios, aunque fuesen hallados posteriormente348. Es
decir, que tradicionalmente se había aceptado el riesgo del corso como ordinario dentro
de la navegación, y las pérdidas se habían asumido, según los casos, por los mismos
mercaderes individual o mancomunadamente, o por los propios aseguradores349.
Esta misma doctrina es la que se refleja, primero en las ordenanzas de Consulado de
Burgos, y posteriormente se recoge y desarrolla en las ordenanzas del Consulado de
Sevilla: los aseguradores asumen los riesgos de enemigos y amigos, corsarios, “turcos y
moros” que habían sido tradicionalmente enemigos de la cristiandad.
En definitiva, podemos afirmar que el seguro marítimo, por todo lo expuesto, durante
los siglos XVI y XVII, daba cobertura a lo que hemos denominado “riesgos ordinarios de
la navegación”: producidos por las fuerzas de la naturaleza, y hasta los causados por las
guerras (prácticas de corso, “turco y moro” incluidos), y a los producidos por la manos del
hombre de forma aleatoria, posible y aceptado, pero no cierto.
Por último, nos quedarían por analizar los riesgos que hemos denomidado dolosos y
negligentes y su cobertura por otra de las figuras jurídicas mencionadas, el contrato de
fletamento. Tanto los riesgos dolosos como los negligentes estarían directamente unidos a
la figura jurídica de la baratería de patrón. Esta figura jurídica ha sido contemplada por
las leyes del mar desde sus más antiguas formulaciones, aunque se han producido algunas
variaciones en la consideración de los siniestros producidos por ella -pérdida de las naves
o de las mercaderías total o parcialmente-, así como de las penas de las que se hacía
acreedor el responsable o responsables de la misma. El debate no es estéril, puesto que
hasta en la actualidad se incluye el término en nuestro Código de Comercio 350.
El conflicto se plantea, a través de los tratadistas, a la hora de delimitar si por
“baratería” se entiende exclusivamente los actos en los que concurre intencionalidad y
mala fe por parte del patrón de la nave, o si también se incluye dentro de este término
todas aquellas acciones provenientes de actos negligentes realizados bien por el patrón o
                                                
 346MADURELL MIRAMÓN, J. M.: “El riesgo de rescate en los antiguos contratos de seguro de vida
(1525-1609)”.  A n u a r i o   d e   H i s t o r i a   d e l   D e r e c h o   E s p a ñ o l. Madrid, 1972, pp. 609 y
ss.
 347PARTIDAS, 5, 9, 12.
 348PARTIDAS, 5, 9, 13.
 349PARTIDAS, 5, 9, 1-6.
 350En las Ordenanzas del Consulado de Bilbao de 1737 en su regulación sobre el seguro marítimo se
incluye como riesgo de los aseguradores, la baratería de patrón y marineros (cap. XXII, núm. XIX). Sin
embargo, esta fórmula amplia de aceptación de riesgos fue suprimida por el redactor del Código de
Comercio Saínz de Andino, sin duda por la influencia de la Ordenanza de Marina francesa de 1681.  C ó
d i g o   d e   C o m e r c i o, artículo 756, apartado 5º.
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bien por la marinería de una nave. La diferente interpretación, de modo amplio o
restrictivo, tiene una gran importancia en la práctica, ya que el seguro marítimo debería
dar cobertura o no a determinados siniestros derivados de este tipo de actos351.
Según parece aceptado, el término baratería tiene origen catalán. En su significación
etimológica alude a la idea de traición o engaño352. Según el “Glosario castellano de los
vocablos náuticos y mercantiles” de Capmany353 se empezó a utilizar en la Baja Edad
Media, seguramente en las costumbres marítimas para significar el delito que cometía el
patrón o maestre de la nave cuando de forma intencionada provocaba la pérdida parcial o
total de la nave o de las mercaderías.
Asimismo, en el ámbito castellano se recoge el término “baratería” en las leyes de
Partidas, bajo dos supuestos: la simple negligencia y el daño intencionado a la nave o
mercaderías, es decir, el dolo354. En ambos casos, el maestre era el responsable de reparar
el daño con su propio patrimonio a los dueños del objeto dañado. En el caso de que el
siniestro se hubiese ocasionado por dolo del maestre, llevaba aparejado una sanción penal
que consistía en la pena de muerte.
La doctrina jurídica no varía con el paso de los siglos ya que las Partidas continúan
siendo la fuente principal de los tratadistas. En el siglo XVII, Hevia Bolaños, hace una
distinción entre la baratería de patrón y la de marineros, contemplando todos los
supuestos en que el maestre sería responsable de los daños causados355. En el siglo XIX,
ya promulgado el Código de Comercio, se les llamará “baratería simple” y “baratería
fraudulenta”356.
Entre las responsabilidades del maestre contempladas en el contrato de fletamento o
contrato de arrendamiento del buque, figura la obligación para el maestre de la guarda y
custodia de los efectos cargados hasta llegar al punto de destino357, para lo cual era
necesario guardar todas las precauciones en las condiciones óptimas de navegabilidad358.
Estos aspectos tuvieron su reflejo en los contratos que se firmaban entre cargadores y
dueños de naves, en los que se hacía constar que el momento de zarpar sería “con el
                                                
 351Expresamente en las limitaciones a la póliza de ida a Indias queda excluida la “batería de patrón”.
Pues bien, si dentro de esta figura incluimos, por ejemplo, un incendio provocado en la nave por un acto
negligente del patrón o de un tripulante, éste no sería cubierto por el seguro puesto que expresamente se
excluye como riesgo. Por el contrario, si los siniestros producidos de forma negligente no quedan
incluidos en la “baratería”, habrían de ser (en el caso del incendio, por ejemplo) asumidos por el seguro
marítimo como siniestro producido “por acción de la naturaleza de mano de amigo”.
 352MENÉNDEZ MENÉNDEZ, A.: “La noción de “baratería” en el seguro marítimo”.   A n u a r i o
d e   D e r e c h o   C i v i l. Madrid, 1970, pág. 241.
 353 I b i d e m, pág. 242.
 354 P A R T I D A S, 5, 9, 9 y 10.
 355HEVIA BOLAÑOS, J.: Ob. cit., libro 3, cap. 4, núms. 30, 31, y 43; Libro 3, cap. 12, núms. 1 al 40.
 356ESCRICHE, J.:  D i c c i o n a r i o   r a z o n a d o   d e   l e g i s l a c i ó n   y   j u r i s p r u d e n c
i a. Madrid, 1847. Véase la voz “Baratería”.
 357VEITIA LINAGE, J.: Ob. cit., libro II, cap. VIII, núm. 9.
 358PARTIDAS, 5, 9, 9.
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primer buen tiempo que Dios diere”359. Con esta sencilla fórmula quedaban cubiertas dos
eventualidades importantes: el maestre no se arriesgaría a salir con tiempo adverso que
pudiese dar con la nave al través y pudiesen imputarle impericia o negligencia. También
cubría el riesgo de pérdida de la mercancía o de incumplimiento de lo pactado por no
finalizar el viaje en el plazo de tiempo establecido, si ésta era la modalidad de contrato.
Siempre se comenzaría el viaje con el primer buen tiempo que lo permitiese.
El maestre, dentro de los usos de la navegación, y hasta el siglo XVI, era el propio
dueño de la nave, al menos en una octava parte, aunque en su mayoría eran los dueños de
la totalidad360. En este caso las obligaciones como maestre se fundían con las obligaciones
que adquirían como fletadores o arrendadores de un buque para realizar el transporte
marítimo. De aquí podemos deducir claramente que en los casos de baratería tanto simple
como fraudulenta, el maestre era el responsable de ellas; debía responder con su
patrimonio de los siniestros que ocurriesen a las mercaderías o a la nave si no era dueño.
El contrato de fletamento era la figura jurídica que daba cobertura a este tipo de riesgos
durante la travesía. Además, la sanción penal a que se hacía acreedor en función del acto
cometido.
El Derecho mercantil en las ordenanzas consulares
A lo largo de este trabajo hemos apuntado el nacimiento del Derecho mercantil en la
Edad Media como un Derecho especial de los comerciantes. Aunque ya en los
ordenamientos jurídicos de los pueblos antiguos se encuentran manifestaciones de
instituciones jurídicas mercantiles, pero ni aun en Roma, donde el Derecho privado llegó
a una gran perfección, existió un Derecho mercantil propiamente dicho. Quizás, esa
misma perfección hizo que no apareciese este Derecho, pues el romano se caracterizó por
su flexibilidad y su adaptabilidad a las necesidades sociales. A la vez, supo mantener el
respeto a la voluntad del individuo en el ámbito de la ley, conjugándolo con la
obligatoriedad de la norma. Estas razones, junto con la escasa consideración social que
tuvo el comercio en Roma son las que se aducen como justificación de la no existencia de
un Derecho mercantil romano 361.
De modo, que como se ha ido señalando, el nacimiento del Derecho mercantil estuvo
íntimamente unido a la actividad marítima en la Edad Media, primero del ámbito
mediterráneo y, más tarde, del ámbito atlántico. Se produjo desde finales de la Edad
Media una fusión de usos y costumbres que fue adquiriendo un carácter de universalidad
en cuanto que las normas de los mercaderes –consuetudo mercatorum- eran válidas para
regular los intercambios de mercaderes de distintas nacionalidades.
En este sentido, las ordenanzas consulares fueron los reglamentos que recogieron y
perfeccionaron los usos, costumbres y normas escritas que los propios mercaderes se
                                                
 359MARTÍNEZ GIJÓN, J.: “La práctica del fletamento de mercancías con las Indias (siglo XVI)”.  H
i s t o r i a . I n s t i t u c i o n e s . D o c u m e n t o s. Sevilla, 1983, pág. 128.
 360VEITIA LINAGE, J.: Ob. cit. Libro II, cap. VIII, núm. 8, Libro II, cap. VII, núm. 30.
 361SÁNCHEZ CALERO, F.:  I n s t i t u c i o n e s   d e   D e r e c h o   m e r c a n t i l. Editoriales de
Derecho Reunidas. Madrid, 1995 (decimoctava edición), T. I, pág. 4.
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daban para regir sus corporaciones –universitas mercatorum-. En ellas, lo primero que se
sistematiza es lo concerniente a la justicia mercantil y lo relativo a la realización del
comercio marítimo. Sin embargo, la complejidad de las transacciones hace que se vaya
perfeccionando otro tipo de figuras como la letra de cambio, los préstamos, el seguro (no
solo el marítimo), compañías de comercio, quiebras, contrato de compra-venta, etc.362.
En el largo proceso de formación y de interinfluencias de las ordenanzas consulares,
tanto peninsulares como indianas, creemos que las ordenanzas del Consulado de Bilbao
de 1737 suponen la culminación de todo el largo proceso de formación del Derecho
mercantil que en Castilla tuvo su inicio en 1494. Ellas dan cabida a un depurado Derecho
mercantil terrestre y a un Derecho marítimo preparado para asumir los cambios que el
avance tecnológico de la navegación a vapor traería consigo en el siglo XIX y hasta la
actualidad. Aún en nuestro Código de Comercio actual podemos identificar figuras
jurídicas reguladas en las mencionadas ordenanzas (fletamento, avería gruesa, etc.).
Por otro lado, las ordenanzas de 1737 fueron las de mayor significación dentro del
Derecho mercantil español. Estuvieron vigentes hasta la promulgación del Código de
Comercio de 1829, confirmándose y modificándose ligeramente en 1818, siendo
adoptadas por otros muchos Consulados, como ya hemos puesto de manifiesto. En
definitiva, se adelantaron en cien años al proceso codificador que separó el Derecho en
diferentes ramas del ordenamiento jurídico, dando por sentado que ambos derechos -el
marítimo y el terrestre- formaban parte de un todo que era el Derecho de los
Mercaderes363.
Como elemento común a todas las ordenanzas consulares, como recopiladoras del
Derecho mercantil, se contempla la falta de objetivación del acto mercantil -que se trata
de objetivar a partir de la codificación-, consecuencia de considerar el Derecho de los
comerciantes como un Derecho de clase, como un Derecho subjetivo. Es decir, que un
acto se denominaba mercantil sólo por realizarlo un mercader, no porque el acto
objetivamente presentase caracteres típicos independientes de la calidad gremial del que
los realizaba364.
                                                
 362Véase PÉREZ HERRERO, P.:  P l a t a   y   l i b r a n z a s .   L a   a r t i c u l a c i ó n   c o m e r c i
a l   d e l   M é x i c o   b o r b ó n i c o. Colegio de México. México, 1988. pp. 45-106.
BERNAL, A. M.:  L a   f i n a n c i a c i ó n   d e   l a   C a r r e r a   d e   I n d i a s. Fundación El
Monte. Sevilla, 1992, pp. 344-347.
 363El elemento importante que tuvo la codificación en el campo mercantil no fue solo de carácter
puramente técnico buscando la claridad del Derecho, sino también de carácter político. La codificación
tuvo como presupuesto el principio del carácter estatal del Derecho, de modo que su elaboración era
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del supuesto de no aceptar los usos y costumbres como fuentes del Derecho en tanto el propio Estado no
lo reconociera respecto a sectores y supuestos previamente determinados por las leyes.  I b i d e m, pp. 5-
8.
 364ELÍAS Y SUÁREZ, A.: Ob.cit. pág. 85.
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La aplicación del Derecho
Cabría preguntarse como último planteamiento de este trabajo ¿en qué medida se
aplicó y se cumplió este Derecho mercantil propio de los mercaderes?. Para tratar de
responder a ello es necesario hacer un breve repaso, dentro de la Historia del Derecho
Indiano, sobre los problemas que se plantearon en Indias en cuanto al cumplimiento y
aplicación de las leyes.
En primer lugar, conviene señalar la escasez de estudios profundos sobre la aplicación
del Derecho realizados en el ámbito castellano-indiano. En segundo lugar, hay que
constatar la dificultad que entraña ese examen. Estamos ante un tema que tratado por
historiadores, sociólogos o ensayistas, ha sido utilizado por quienes quisieron ver en la
labor de España en América el dechado de todas las virtudes a través de su ordenamiento
jurídico, o quienes han querido minimizar la tarea legislativa realizada desde la Península
dando otras diversas interpretaciones365.
De cualquier forma, hay que reconocer que caló hondo la expresión “la ley se obedece
pero no se cumple” quedando la idea de que primó en los reinos americanos un
“desprecio a la ley”, señalándose como un carácter propio del espíritu
hispanoamericano 366. El mismo Ricardo Levene hace una distinción entre un Derecho
teórico constituido por la ley dada desde España, y un Derecho práctico o aplicado
surgido en América367. De este Derecho surgido en América y no limitado
exclusivamente a las “leyes”, en sentido estricto, es al que, ya el profesor Altamira
adjudicaba una inmensa riqueza y un profundo desconocimiento por parte de los
investigadores368. Es también al que hay que asignar una enorme autonomía en su
gestación, y por tanto una adecuación a la realidad americana en cada tiempo y lugar.
Estas características son las que posibilitaron que el Derecho, en su sentido más amplio,
se cumpliera y aplicara de manera satisfactoria.
Lo que sí es importante señalar, como lo hizo en su día Mario Góngora, es la
existencia de diferentes modos de incumplimiento de la ley. Uno, constante en toda
ordenación jurídica, que se manifiesta en la comisión de delitos, actos civilmente nulos,
                                                
 365Véase LALINDE ABADÍA, J.: “La creación del Derecho entre los españoles”. A n u a r i o   d e
H i s t o r i a   d e l   D e r e c h o   e s p a ñ o l. Madrid, 1966, pp. 301-377. En su pág. 318 y 325 señala el
predominio del autoritarismo político en la creación del Derecho: “He aquí que el español nuclear, casi en
virtud de un complejo infantil de frustración, concibe el Derecho como creación o “decisión” del
legislador, sin que ésta admita ni siquiera la interpretación del que ha de aplicarlo. El juez es un nudo
ejecutor de la “decisión” jurídica del legislador. El autoritarismo político ha ayudado a ello, pues no se
conviene a la idea de que nadie pueda coartar bajo ningún título su poder, ni aun siquiera bajo el pretexto
de interpretarle. Tampoco el gobierno de los territorios americanos lo ha hecho, pues, antes al contrario,
el autoritarismo se ha mostrado allí todavía más fuerte que en la metrópoli, al encontrarse libre de toda
oposición”.
 366TAU ANZOÁTEGUI, V.:  C a s u i s m o   y   s i s t e m a. Instituto de investigaciones de Historia
del Derecho. Buenos Aires, 1992, pp. 482 y ss.
 367LEVENE, R.:  I n t r o d u c c i ó n   a   l a   H i s t o r i a   d e l   D e r e c h o   I n d i a n o. Buenos
Aires, 1924, pp. 30 y ss.
 368ALTAMIRA Y CREVEA, R.:  M a n u a l   d e   I n v e s t i g a c i ó n   d e   l a   H i s t o r i a   d e
l   d e r e c h o   I n d i a n o. Instituto Panamericano de Geografía e Historia. México, 1948, pág. 2.
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etc. Estas transgresiones, están fundadas en motivos comunes a todos los hombres, y por
tanto no pueden ser adjudicadas solamente a unos determinados hombres de un período
concreto de la Historia; no tienen interés para la Historia del Derecho que únicamente
puede aportar las diferencias de la vida jurídica de diferentes épocas o lugares369.
Otro modo de infracción, importante para la Historia Jurídica, es el incumplimiento de
la ley cuando se opone a una “costumbre jurídica” arraigada en la tierra. El propio Estado
llegó a tolerarla en Indias como un mal inevitable. Aunque, en este caso, falta por estudiar
la incidencia que este tipo de costumbre tuvo en cada institución concreta y en cada
región geográfica en particular, por más que todos los historiadores insistan en la
importancia real que tuvo 370.
El tercer tipo de incumplimiento, es quizás al que generalmente se alude para
caracterizar la concepción del gobierno indiano: es el que toma carácter institucional de
recurso jurídico371. La importancia de este tercer tipo de incumplimiento estriba en que a
través de él se manifiesta la vida jurídica indiana con los niveles de diferenciación
regional. Las justicias a quienes iba destinada una determinada ley eran las encargadas de
solicitar su suspensión tras el acatamiento. Generalmente, el motivo de la suspensión era
no cumplir el requisito interno de la ley de ir “dirigida al bien común” lo que hacía
inconveniente su cumplimiento, aunque tampoco debía ser infrecuente que su
incumplimiento se debiese a motivos espurios e inconfesables de intereses particulares.
En definitiva, esta facultad de sobreseimiento significaba “una superioridad de la
situación indiana sobre la legislación peninsular”372.
Sin embargo, no hay que olvidar que en el proceso de formación de las leyes indianas
intervenía de forma decisiva el Consejo de Indias. Al Consejo llegaban los informes de
las autoridades indianas que exponían los problemas indianos y las soluciones que
estimaban pertinentes. Visto por el Consejo -en la mayor parte de las cédulas reales se
incluye la cláusula de acuerdo o acordada- se determinaba en forma de cédula, provisión,
ordenanzas o instrucciones lo que convenía hacer. De este modo, no era tan real el
divorcio de las autoridades indianas y de la realidad con las decisiones tomadas por el rey
a través del Consejo de Indias.
                                                
 369GÓNGORA, M.:  E l   E s t a d o   e n   e l   D e r e c h o   I n d i a n o. Santiago de Chile, 1951,
pp. 282 y ss.
 370TAU ANZOATEGUI, V.: “La costumbre jurídica en la América española (siglos XVI-XVIII)”.  R
e v i s t a   d e   H i s t o r i a   d e l   D e r e c h o. Buenos Aires, 1986, pp. 355-425.
 371 I b i d e m, pág. 283.
 372 I b i d e m, pág. 284.
GARCÍA-GALLO, A.: “Problemas metodológicos de la Historia del Derecho Indiano”.  E s t u d i o s
d e   H i s t o r i a   d e l   D e r e c h o   I n d i a n o. INEJ. Madrid, 1972, pp. 94-103. Expone diversas
causas de incumplimiento de la ley: violaciones a la ley por pura manifestación delictiva; inobservancia
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Las ordenanzas consulares y la práctica mercantil
Hecho este breve repaso sobre el incumplimiento en Indias de las leyes, planteamos el
cumplimiento del Derecho consular como compilador del Derecho marítimo y mercantil
terrestre.
Si hemos podido apreciar el predominio que en el ordenamiento jurídico indiano tiene
la costumbre frente a la ley, y como este hecho hace que el cumplimiento de éstas se vea
afectado por el predominio de aquéllas, hay que señalar que, en el caso de las normas
agrupadas en las ordenanzas consulares, y otros documentos complementarios, ambos
elementos -costumbre y norma escrita- son una misma cosa. Las normas, las leyes
mercantiles, se van creando moldeadas por la práctica -usos mercatorum-. Es un Derecho
privilegiado, de clase, de grupo, un Derecho que crean los propios mercaderes para
regular sus propios problemas. Necesita de la sanción real para tener efectos coactivos,
pero es un Derecho que nace desde abajo y no es impuesto, sino creado por los mismos
sujetos que han de ser sus receptores. Ello hace que la adecuación de la norma a la
realidad sea absoluta puesto que la norma surge para resolver problemas intersubjetivos
ya planteados. La autonomía de que gozaban los mercaderes para darse sus propias
normas era de la misma magnitud que la que las autoridades indianas tenían para dictar
las suyas. En este sentido, es de suponer que el cumplimiento de las leyes era una
constante.
El incumplimiento de estas normas mercantiles venía de la mano de los intereses
particulares que podían llevar a los mercaderes a la comisión de actos ilícitos o delictivos
igual que se podían cometer en otras ramas de la vida jurídica. Esto no supone que se
pudiesen adjudicar específicamente a los mercaderes un incumplimiento mayor de sus
leyes que sobre otras normas del Derecho privado. La usura, las quiebras fraudulentas, los
seguros por vía de apuesta, echazones dolosas, arribadas forzosas simuladas, contrabando,
etc. eran contravenciones de las leyes mercantiles muy frecuentes en el tráfico indiano, sin
que por ello se pueda afirmar que las leyes carecían de valor o autoridad o simplemente
que no se cumplían.
Hay que resaltar, como se ha hecho a lo largo de este trabajo, que las variaciones en las
distintas figuras del Derecho mercantil, desde sus primeras reglamentaciones en el siglo
XVI hasta su inclusión en el actual Código de Comercio, ha sido mínima. Los motivos de
estas pequeñas variaciones hay que achacarlos a los cambios técnicos producidos a lo
largo del tiempo, a la objetivación del Derecho mercantil, al ajuste de la práctica mercantil
con las necesidades de la contratación, y al perfeccionamiento natural del Derecho, pero
nunca a la inadecuación de las normas mercantiles a los usos y práctica de mercaderes, ni
al incumplimiento de sus propias normas que siempre han estado apegadas a la
práctica373.
                                                
 373VAS MINGO, M.: “Las cartas de fletamento...”, pp. 37-50.
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CONCLUSIONES
A modo de recapitulación, sí quisiera señalar los puntos más importantes que han ido
quedando dasarrollados a lo largo del trabajo.
En primer lugar, la importancia que para el desarrollo del Derecho marítimo y del
mercantil terrestre tuvo el Derecho castellano en sus ordenanzas consulares. En ellas se
encuentra la simbiosis del Derecho y de los usos y costumbres del mundo mediterráneo, a
través de las ciudades y puertos de la Corona de Aragón, con las leyes y usos de los
mercaderes del mundo atlántico de la Corona de Castilla. En ello, jugó un papel decisivo
el Consulado de Burgos, y más tarde el Consulado de Bilbao.
El descubrimiento de América y el intercambio comercial con las Indias fueron el
motor que impulsó el desarrollo del comercio peninsular a través del puerto de Sevilla
primero y, más tarde, del resto de los puertos españoles. El auge del comercio, la
frecuencia y la complejidad de las transacciones comerciales, potenciaron el
perfeccionamiento del Derecho marítimo y la aparición de figuras jurídicas dentro del
Derecho mercantil terrestre que fueron indispensables para los mercaderes.
Los Consulados, como instituciones aglutinadoras de la clase comercial, defensora de
los derechos de clase, y administradora de la justicia mercantil, fueron instituciones
indispensables y vertebradoras del comercio peninsular e indiano desde el descubrimiento
de América hasta finales del siglo XIX.
Fueron instituciones creadas a instancias de los comerciantes, regidas por ellos,
impulsoras de la administración de justicia de la clase mercantil y potenciadoras de todo
tipo de actividades relacionadas con el comercio. Solo perdieron parte de su carácter
tradicional en el siglo XVIII, cuando su creación y sus objetivos se vieron, en cierto
modo, impuestos por la Corona.
Las ordenanzas consulares, desde las primeras ordenanzas del Consulado de Burgos de
1504 hasta las perfeccionadas de Bilbao de 1737, fueron las recopiladoras y codificadoras
del Derecho mercantil, tanto marítimo como terrestre. La particularidad de estos cuerpos
legislativos estriba en su interinfluencia. Las ordenanzas consulares no son radicalmente
distintas entre si, sino todo lo contrario; se puede establecer una línea de conexión desde
las ordenanzas burgalesas que pasaría por las sevillanas, las novohispanas y limeñas del
siglo XVII, y las bilbaínas de 1737 como inspiradoras de los Consulados indianos del
siglo XVIII, y que mantuvieron su influencia hasta después de la independencia
americana. En España la influencia de las ordenanzas del Consulado de Bilbao fueron
decisivas en el redactor del Código de Comercio de 1829, Sainz de Andino. Aun en el
Código de Comercio actual se pueden reconocer las figuras jurídicas del Derecho
marítimo y del terrestre, a pesar del perfeccionamiento y objetivación del Derecho.
Por último, hacer hincapié en el cumplimiento del Derecho mercantil comprendido en
las ordenanzas consulares, cumplimiento que no se produce en otras ramas del Derecho.
El grado de aceptación de las normas de Derecho mercantil viene dado porque es un
Derecho que se va modulando y creando apegado a la práctica. Es un Derecho privativo
de los mercaderes y creado por ellos, por su propia Universidad para regular sus
problemas intersubjetivos, por supuesto, con la aprobación del poder legislativo, el Rey.
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No es un Derecho impuesto sino que en él priman sus usos y costumbres. Es un Derecho
que se caracteriza por su universalidad, porque sus normas fueron producto de la
experiencia y práctica comercial de diferentes pueblos de distintos ámbitos geográficos;
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